Los códigos penal y procesal penal como supletorios a la ley de [sic] federal de responsabilidades de los servidores públicos by Martínez Garza, Minerva E.
tâsm 
COMO REQUISITO FARÀ OBTENBK. EL GRABO D E 
C D , I J N I V B R S r r A R Ï Â N O V I E M B R E D B 1998 

I 0 2 0 l 2 4 8 8 y 
UNIVERSIDAD AUTONOMA DE NUEVO LEON 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIALES 
Y COLEGIO DE CRIMINOLOGIA 
Los Codigos Penal y Procesal Penal 
como Supletorios a la Ley de Federal 
de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos 
Por: Minerva E. Martínez Garza 
C u n o R E Q C Í S I T O PARA OBTENER EL C t R A D O DE 
Maestro en Derecho Penal 
<~D UNIVERSITARIA \ 0 \ IEMBRE DE 1QC>8 




UNIVERSIDAD AUTONOMA DE NUEVO LEON 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS SOCIALES Y 
COLEGIO DE CRIMINOLOGIA 
DIVISION DE ESTUDIO DE POSTGRADO 
LOS CODIGOS PENAL Y PROCESAL PENAL COMO 
SUPLETORIOS A LA LEY DE FEDERAL DE 
RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PUBLICOS 
POR: 
MINERVA E. MARTINEZ GARZA 
Licenciado en Ciencias Jurídicas 
Universidad Autónoma de Nuevo León 
1 9 7 5 
Como requisito para obtener el grado de 
MAESTRO EN DERECHO PENAL 
San Nicolás de los Garza, N. L. Noviembre de 1998. 
FONDO 
T E S I S 
Dedico el presente estudio a: 
Mi Alma Matter 
La Universidad Autónoma De Nuevo León. 
Mi Querida Escuela 
La Facultad de Derecho y Ciencias Sociales y Colegio de 
Criminología. 




Antecedentes Históricos y Legislativos de la 
Responsabilidad de los Servidores Públicos. 
1.- Época Colonial. 5 
2 - Constituciones del México Independiente. 6 
3.- Constitución de 1857 10 
4 - La Reforma. 12 
5 L a Constitución de 1917. 15 
6 - Ley General de Responsabilidades de los Funcionarios y 17 
Empleados de la Federación y del Distrito Federal de 
1940. 
7.- Ley de responsabilidades de la federación y del Distrito 23 
Federal de 1980. 
CAPITULO SEGUNDO. 
Legislación Vigente. 
1.- Introducción. 28 
2 - Fundamento Constitucional. 29 
3.- La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 38 
Públicos. 
A.- Denominación de la Ley. 38 
B.- Interpretación, Integración y Supletoriedad. 






L a Responsabilidad de los Servidores Públicos en el 
Derecho Comparado. 
1.-Preámbulo. 52 
2.- La Legislación Americana. 54 
A - Argentina. 54 
B.- Venezuela. 58 
C.- Brasil. 61 
D.- Colombia, Paraguay, Uruguay, Bolivia, Chile, 64 
Ecuador y Perú 
E.- Estados Unidos de América. 68 
3.- Legislación Europea. 71 
A.- Inglaterra. 72 
B - España. 72 
C.- Francia. 74 
D.- Italia. 77 
CAPITULO CUARTO 
La Potestad Punitiva de la Administración. 
1.- Introducción. 80 
2.-La Potestad Sancionadora de la Administración 82 
3.- Fundamento Constitucional. 88 
4.- Naturaleza de las Sanciones Administrativas. 93 
5.- Naturaleza del Régimen Jurídico de la Responsabilidad 95 
de los Servicios Públicos. 
6 - Responsabilidad Penal. 98 
7.- Responsabilidad Política. 106 
CAPITULO QUINTO. 
Procedimiento sobre el Juicio de responsabilidad 
Administrativa de los Servidores Públicos. 
1 M a r c o Normativo. 112 
2- Autonomía del Procedimiento Administrativo. 113 
3.- Sujetos de la Responsabilidad Administrativa. 114 
4.- Obligaciones Administrativas de los Servidores 116 
Públicos. 
5-Autor idades . 128 
6.-Sanciones. 131 
Criterios para aplicar sanciones 132 
7.- Procedimiento. 134 
8 - Recursos. 139 
9.- La Suspención. 141 
CAPITULO SEXTO. 
La Responsabilidad Administrativa Regional de los 
Servidores Públicos. Nuevo León. 
1.- Prefacio. 143 
2 - Generalidades en el Estado de Nuevo León. 145 
3 - L a Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 147 
Vigente en el Estado y Municipios de Nuevo León. 
4.- Procedimiento. 156 
5 -Recursos . 158 
6.- Acuerdo de Coordinación. 160 
CAPITULO SEPTIMO. 
Renovación Moral de la Sociedad. 
1.-Exordio. 164 
2.- Generalidades. 166 
3.- Valores Fundamentales de la Función Pública. 171 
4.- La Etica y los Derechos Humanos en la Administración 173 
Pública. 
5.- Perfil del Servidor Público. 181 
6 - Deberes Eticos de los Servidores Públicos. 183 
7.- Servicio Civil de Carrera. 189 
CONCLUSIONES Y PROPUESTAS 191 
BIBLIOGRAFIA 194 
INTRODUCCION 
El estudio que tiene Usted en sus manos, lo he realizado con el fin 
de obtener el grado de la Maestría en Derecho Penal, porque me pareció 
interesante observar que una norma de naturaleza penal, el artículo 45 de 
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se 
encontrara ubicada dentro de una Ley Administrativa; además existe el 
hecho de que en la practica jurisdiccional ha sido puesta en tela de duda 
su aplicabilidad y su alcance. 
En un principio, consideré lógico el hecho de que por tratarse de 
una Ley que regula ilícitos políticos y administrativos, con sus 
consecuentes disposiciones disciplinarias, fueran los códigos Penal y de 
Procedimientos Penales, supletorios en dicha materia. 
Y una vez planteado el problema, inicié la investigación en la línea 
del discurso Penal en los antecedentes de dicha disposición, y, realizando 
un recorrido a través de la historia, me encontré de pronto inmersa en el 
mundo de la Administración Pública de nuestro País, lo que fue una 
experiencia maravillosa ir revisando en los anales de la historia, esos 
caminos plagados de buenas intenciones de Gobernantes comprometidos 
en sus campañas proselitistas, que externaban sus ideales de erradicar la 
corrupción. 
Los mismos Gobernantes, que una vez que se encontraban con el 
poder de decidir el rumbo de nuestro País, los abrazaba una realidad 
dominada por la ambición y las pasiones humanas, olvidándose que el 
poder era para servir a quienes se los habían delegado, el pueblo, su 
pueblo de México. 
El mundo de la responsabilidad administrativa de los servidores 
públicos resulta fascinante; es un mundo complejo, que se desenvuelve 
entre la esfera de lo Administrativo y lo Penal, descubrí que me 
encontraba ubicada en la línea divisoria entre ambas materias; 
constituida por un terreno ambiguo con características sui generis, 
plagado de contrariedades y similitudes. 
Se necesita un Don especial de sensibilidad para aplicar Justicia, 
especialmente cuando hablamos de valores éticos como son, aquellos 
que protege la responsabilidad administrativa, los que se traducen en una 
actividad realizada con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia; conceptos que a través de ellos, en la esfera de nuestra 
conciencia, tocamos las fibras de nuestra cultura comprometida con 
nuestros congéneres. 
Loable fue la reforma que implicó una concientizacíón moral, 
como loables han sido todos los esfuerzos realizados al respecto, sin 
embargo, urgen acciones que propicien la creación de la estructura 
jurisdiccional adecuada que permita una verdadera aplicación de justicia, 
la que a su vez se traduzca en una actuación absolutamente 
comprometida del servidor público, en la que no puede haber términos 
medios; pero, la que no se logrará mientras se continúe aplicando una 
normatividad que no proporciona estabilidad ni equidad en los empleos, 
los que se encuentran sujetos al capricho de los vaivenes políticos que 
sufre nuestro país. 
No es posible que los principios éticos de nuestros servidores 
públicos, aquellos, que se reflejan en sus actividades para con el pueblo, 
continúen juzgándose por una ley ambigua, incongruente, y no digo 
obsoleta, por que realmente nunca ha sido justa, tal parece que aunque la 
intención de separar la responsabilidad administrativa de la penal fue 
magnífica, desafortunadamente, todavía no se ha creado el entorno 
necesario para materalizarla debido a que la normatividad que la rige, 
fue realizada simplemente traslapando disposiciones penales y 
administrativas. 
Amén de que el soporte institucional para materializar la actividad 
jurisdiccional, lo forman autoridades con vocación de carácter fiscal, 
contralores preparados en las ciencias exactas, que por supuesto deben 
ser un elemento sine equa none dentro del procedimiento, pero nunca 
quienes realicen la Instrucción del mismo. Y si bien es cierto el Tribunal 
Fiscal de la Federación, encargado de conocer el recurso, tiene una 
vocación mayormente jurisdiccional, lo ideal es que el guardián de la 
legalidad, de la inmensa mayoría de los actos de los servidores públicos 
que dirigen el rumbo de nuestro país, se encuentre depositado en un 
Tribunal Especial, que no sea Juez y Parte y que esté investido de 
jurisdicción para juzgar con leyes claras y justas, los actos que puedan 
significar la diferencia entre la superación continua o la crisis 
permanente de nuestro México. 
recurso de apelar ante el Consejo de Indias, organismo que estaba 
facultado para llamar a cuentas a dicho funcionario aún durante su 
gestión, ya que según palabras de Don Juan de Solorzano, el mencionado 
Juicio no solo procedía para la averiguación y pesquisa de las acciones 
del Virrey, Oidores y demás Ministros de las audiencias de las Indias y 
de otros que en ellos hubieren tenido cargos de administración de justicia 
0 Hacienda Real, sino también cuando por cualquier modo delegaban los 
oficios y eran promovidos a Mayores, ya que se consideraba que "Con 
supremo estarán más atentos a cumplir, con sus obligaciones y 
moderaran sus excesos e insolvencias que en provincias tan remotas 
puede y suele ocasionar la mano poderosa de los que se hayan tan lejos 
de lo reaP<X) 
2.- Constituciones del México Independiente. 
El Tribunal de Residencia fue ignorado por Ignacio López Rayón 
en sus Elementos Constitucionales al establecer que las personas de los 
vocales del Supremo Congreso, solo podrán responder por alta traición 
ya que serán inviolables en el tiempo de su ejercicio; y no fue si no hasta 
1814 en el Decreto Constitucional establecido para la Libertad de la 
América Mexicana que se adoptó el criterio previsto en la Constitución 
de Cádiz (2) es decir, el Juicio de Residencia; en el que observamos que el 
1 Política Indiana. T o m o I. De. 1719. ci tado por Re \ i s t a Mexicana de Justicia. Procuraduría General 
de la República. Ed Talleres de Morales. MCMCO 1980 P l<)4 
La const i tución de Cádiz señalaba en el capi tulo VIL la responsabi l idad de los Secretarios de 
Despaci to > d e m á s empleados Públicos. Vease Manuel Dtibian > José M a n a Lozano. Legislación 
Mexicana . Ed. Imprenta del Comercio . Méx ico . IX76 .Tomo I. p 160. 
Constituyente de Apatzingán establece responsabilidades para los 
diputados, secretarios fiscales y los individuos del Gobierno; 
señalándoles la sujeción al Juicio de Residencia, ante el Supremo 
Tribunal de Justicia, por los delitos que cometieron en la realización de 
su encargo y que están establecidos en el Artículo 56 así como en las 
infracciones que se mencionaban en el Artículo 166. 
El 18 de Diciembre de 1822, se publicó en la Ciudad de México el 
Reglamento Provisional Político del Imperio Mexicano, y en él 
observamos que las responsabilidades de los funcionarios públicos se 
trasladaron únicamente a las personas de los Ministros, ya que la figura 
de Emperador era sagrada e inviolable con una potestad absoluta. 
Fue hasta la Constitución del 4 de Octubre de 1824 en que, la 
influencia de su homologa Norteamericana, seria decisiva, aunque difícil 
de aprovechar, porque en Estados Unidos, el Juicio Político 
(Impeachment) a cargo del Congreso tenía una tradición de muchos 
siglos en que lo ejerció el Parlamento Inglés; elemento que en México no 
existía. Fue en este cuerpo legislativo donde por primera vez se les 
otorgó a los miembros del Congreso el derecho de externar sus ideas 
libremente, innovación que existe hasta nuestros días, y que se consagró 
en el artículo 42, que a la letra dice: "Los diputados y senadores serán 
inviolables por sus opiniones manifestadas en el desempeño de su 
encargo, y jamás podrán ser reconvenidos por ellas (3> 
' Const i tuc ión del 4 de octubre de 1X24. Manuel Dublan. Op. c i t . p. 721 
Alejandro Tocqueville; creó en París en 1835 su obra "De la 
Democracia en América", en la cual explica el funcionamiento del 
sistema de responsabilidades vigente en los Estados Unidos. 
Este Sistema Norteamericano es el antecedente de la distinción 
entre los Delitos y las Faltas, debido a que el Constituyente del 57, toma 
la distinción de la Constitución Norteamericana, cuando establece el " 
High Crímenes and Misdemeanors para distinguir altos crímenes, es 
decir los mas graves, de los menos graves; pero que aun así continúa 
siendo delito. Solo que al hacer la traducción nuestros legisladores 
tradujeron "Midtemeanors" por "fallas", creando una situación muy 
confusa. Sin embargo, como ya se dijo, tomando el modelo Americano 
fue hasta este período que encontramos un antecedente en que las 
Cámaras del Congreso se erigieron en Gran Jurado para conocer de las 
acusaciones de actos realizados por el Presidente de la República, el 
Vicepresidente, de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, 
Secretarios de Despacho, Gobernadores de los Estados, por los delitos y 
faltas que en la propia Constitución se señalaban. Cabe aclarar que en 
este período las autoridades antes mencionadas eran juzgadas por el 
Gran Jurado aún durante el tiempo en que realizaban su gestión como lo 
podemos deducir de lo que se establecía en los artículos que a 
continuación se describen: 
Art. 3H- Cualquiera de las dos cámaras podrá conocer en 
calidad de gran jurado sobre las acusaciones: 
por los dehlos de que habla el artículo 3H, cometidos en el 
tiempo que allí se expresa. 
Art. 109.- El vicepresidente, en los cuatro años de este 
desuno, podrá ser acusado solamente ante la Cámara de 
Diputados por cualquier delito cometido durante el tiempo de 
su empleo. 
Art. 119.- Los secretarios del despacho serán responsables de 
los actos del presidente que autoricen con su firma contra 
esta Constitución, el acta constitutiva, leyes generales y 
constituciones particulares de los Estados "{4> 
La situación histórica de inestabilidad politica en la que vivía el 
País, aunada al triunfo de los conservadores en el poder, dieron como 
resultado la creación de Nuevas Leyes Constitucionales en 1836, en las 
cuáles se introdujo un elemento propio de la época Colonial; el fuero 
político, el cual tenía por objeto la estabilidad y permanencia de las 
autoridades en el período para los que fueron designados; y observamos 
muy especialmente protegida la actividad del Presidente en él capítulo 
relativo a las prerrogativas del Presidente de la República, las que 
continuaron siendo reglamentadas, pero disminuyendo su tendencia 
absolutista en las reformas del 30 de Junio de 1840. 
1 Manuel . Dubla» > José M a n a . L o / a n o O p cil p. 722 > 778 
3.- Constitución de 1857. 
Fue hasta los trabajos legislativos realizados en 1856 cuando se 
efectuaron los proyectos encaminados a la creación de una nueva 
Constitución en los que se hace un serio esfuerzo por separar el 
procedimiento efectuado para juzgar los delitos oficiales de los comunes; 
a fin de encontrar la formula que permitiera la aplicación verdadera de 
las normas de responsabilidad a los funcionarios públicos, ya que hasta 
ese momento había sido casi imposible el aplicarla debido a que el 
jurado de acusación temía declarar la formación de la causa, o el de 
culpabilidad se resistía a dictar una sentencia, debido que el funcionario 
en cuestión no había sido previamente destituido del puesto, y por lo 
tanto su influencia hacia totalmente ineficaz el proceso de 
responsabilidad. 
Al mismo tiempo que se delimitó el juicio político exclusivamente 
para los delitos de este género, separando de su encargo a los 
funcionarios públicos, reduciéndolos a la condición de individuos 
particulares que pudieran ser sometidos a los tribunales ordinarios por 
los delitos comunes; surge por primera vez, de una manera explícita la 
responsabilidad administrativa la cual fue señalada en dichos trabajos al 
manifestar en sus dictámenes previos que "sucede frecuentemente en 
todos ios gobiernos, que sm que un Magistrado o Ministro haya 
incurrido en delitos palpables y notorios, que se puedan clasificar y 
probar en un proceso con todas sus formas, por omisiones o descuidos o 
ineptitud o por otra causa negativa ha perdido la confianza popular, 
infunde recelos y sospechas, o guarda una conducta, o sigue una política 
incompatible con las instituciones o con el bien del País, el juicio 
político resuelve las dificultades al quitar del poder al responsable y una 
vez obtenido este objeto la sociedad sale del conflicto y el orden se 
restablece "('v Claramente podemos observar que el anterior 
entrecomillado se está refiriendo a conductas que actualmente 
conocemos como faltas administrativas, y que sin constituir delitos 
ameritan la separación del cargo del funcionario por haber perdido la 
confianza popular. Lo anterior se corrobora en el propio texto de la 
Constitución Política de la República Mexicana, sancionada por el 
Congreso General Constituyente del 5 de Febrero de 1857 que a la letra 
dice "Los Diputados al Congreso de la limón, los individuos de la 
Suprema ('orte de Justicia y los Secretarios de Despacho son 
responsables por los delitos comunes que coinefen durante el tiempo de 
su encargo, y por los delitos, faltas u omisiones en que incurran en el 
ejercicio de su mismo encargo " <6) 
4.-La Reforma. 
El 3 de Noviembre de 1870, Don Benito Juárez siendo Presidente 
de la República manda publicar la ley del Congreso General sobre 
delitos oficiales de los altos funcionarios de la Federación en la cual 
encontramos una reglamentación en la que distinguen los delitos 
oficiales, de las faltas oficiales, según fuera la mayor o menor 
* Re\ isla Mexicana de Justicia. O p c i l . p P 0 
Idem p 119 
importancia de la infracción a la Constitución o Leyes Federales; lo que 
se desprende en el artículo 2o. de la misma que a la letra establece "La 
infracción de la Constitución y leyes Federales en materia de poca 
importancia constituye una falta oficial en las funciones a que se refiere 
el artículo anteriorY el artículo lo. establecía los supuestos que 
implicaban delitos oficiales, y con respecto a las sanciones, 
observaremos que en todos ellos eran de la misma naturaleza ya que 
consistían en la destitución del encargo y la inhabilitación para obtener el 
mismo u otro encargo o empleo de la Federación, variando solamente el 
tiempo en este último supuesto, según se tratara de delitos o faltas y de la 
gravedad de los mismos. En cuanto al procedimiento es importante hacer 
notar que los dos supuestos eran tramitados ante la misma autoridad; el 
Gran Jurado, y con las mismas reglas procesales. 
En 1890, siendo ya Porfirio Díaz Presidente de la República, se 
reglamentan los artículos 104 y 106 de la Constitución Federal de 1857, 
en los que encontramos reglas especificas del procedimiento a seguir en 
los casos de delitos de orden común de los funcionarios que gocen de 
Fuero Constitucional, para el supuesto de que ellos mismos solicitaran de 
la Cámara, la declaración de inmunidad, así como para el caso de que 
una autoridad pidiere la consignación de algún alto funcionario. Así 
mismo se establecieron los procedimientos que regularon la 
responsabilidad oficial, los cuales son comunes para los casos de los 
delitos y las faltas u omisiones;,quedando la siguiente redacción: 
' O p c i l .p. 119. 
a) Procedimiento del jurado de acusación en el que encontramos 
que se remiten al Código vigente de Procedimientos Penales del D.F. 
para que la Cámara de Diputados desahogue la instrucción en la que "/.-
Hará constar describiendo minuciosamente los caracteres y 
circunstancias del caso, la existencia del delito y quien sea su autor. II.-
Comprobado el delito, citará inmediatamente al acusado para tomarle 
su declaración indagatoria, con relación al delito de que le acusa y 
acerca de todos los delitos y circunstancias que obraren en las 
diligencias. II/.- Concluida la declaración indagatoria, se hará saber al 
acusado el motivo del procedimiento y el nombre del acusador, 
recibiéndosele cuantas ampliaciones fueren necesarios y advirtiéndole 
que puede desde ese momento nombrar una o dos personas que lo 
defiendan. En caso de que el procesado rehusare hacer dicho 
nombramiento, se le nombrará defensor de oficio^ Nos damos cuenta 
con lo anterior, que la ley en cuestión utilizó una técnica jurídica propia 
del Derecho Penal y que todavía en esta época no tenía intención el 
Legislador de separar la naturaleza de las faltas de la de los delitos 
oficiales. 
b) Un Procedimiento del Jurado de Sentencia, que estaba a cargo 
de la Cámara de Senadores, el que iniciará una vez que hubiere recibido 
el veredicto de la Instrucción y en la cual también encontramos, la 
misma técnica Penal en virtud de que el proceso era idéntico para los 
delitos que para las faltas oficiales. 
181 Op. c i l . p 213 
c) En un último capítulo de Reglas Generales se establecen los 
Códigos Penal de 1870 y Procesa! Penal del D.F. así como la Ley del 3 
de Noviembre en 1870 como supletorios para los efectos de valoración 
de las pruebas, así como de la aplicación de las penas. 
5.- La Constitución De 1917 
La Constitución de 1917, en lo general aceptó la tesis sustentada 
por el constituyente de 1857 al considerar al juicio de responsabilidad de 
los funcionarios públicos como la garantía que poseían los ciudadanos 
para exigir de sus representantes legítimos el exacto cumplimiento a su 
deber, por lo que en el debate del Congreso Constituyente de 1916, se 
emitió el dictamen de la 48a. sesión ordinaria, celebrada el 18 de enero 
de 1917, en el que se estableció que se debería de legislar sobre los 
puntos con relación a esta materia y que consistirían: "En primer lugar 
señalar la responsabilidad de lodos los funcionarios; en segundo, el 
procedí m i en/o para j uzgarlos y en tercero, la pen al i dad res pee ti va".{,>) 
Con respecto al primer punto se establece en el proyecto, la 
responsabilidad del Presidente de la República, de los Senadores y 
Diputados al Congreso de la Unión, de los Magistrados de la Suprema 
Corte, de los Secretarios del Despacho y del Procurador General de la 
República, así como también de los Gobernadores de los Estados y de 
los Diputados a las legislaturas locales. Se consideró que en una época 
de continuo efervecer político era indispensable garantizar la estabilidad 
Op. Cil .p 165 
del poder ejecutivo, por lo que se consignó que el Presidente de la 
República solamente podía ser juzgado durante el periodo de su encargo 
por delitos de carácter muy grave, estableciendo como tales los delitos 
de traición a la patria y los de carácter grave del orden común. 
Con respecto a los demás funcionarios anteriormente 
mencionados se señaló que debían responder no únicamente por sus 
actos que tipificaran cualquier delito, sino además se señalaron las faltas 
y omisiones como objeto de responsabilidad. En relación al segundo 
punto de la agenda legislativa del constituyente, se estableció el 
procedimiento de la declaración de procedencia como acto preparatorio 
para juzgar al funcionario en el caso de delitos del orden común, y de 
esta manera protegerlo de los enemigos políticos que pudieran atacarlo 
infundadamente, y entorpecer la buena marcha de la administración 
pública; y para el caso de delitos y faltas oficiales se consagró la 
obligación al poder constituido de crear una Ley de Responsabilidades 
de todos los Funcionarios y Empleados de la Federación, señalando la 
Constitución como faltas oficiales todos los actos y omisiones que 
puedan redundar en perjuicio de los intereses públicos y del buen 
despacho, ante un jurado popular el cual estaba previsto en el artículo 20 
de la Ley de Imprenta.'101 
Con respecto al tercer punto legislativo del Constituyente en 
comento, observamos que en la misma 48a. sesión ordinaria celebrada el 
18 de enero de 1917 fue citado el antecedente del ilustre congresista 
'" La Lev de Imprenta fue promulgada el 09 de abril de 1917: ba jo el nombre de Le \ sobre deli tos de 
Imprenta 
Francisco Zarco, quien en los trabajos análogos de la Constitución del 
57, propuso la negativa al indulto tratándose de delitos 
oficiales,quedando finalmente el texto del artículo 112 de la siguiente 
manera: 
Artículo 112.- Pronunciada una sentencia de responsabilidad 
por delitos oficiales, no puede concederse al reo la gracia del 
indulto.(U) 
También en relación a la aplicación de las penas encontramos que 
el término de prescripción de la responsabilidad por los delitos y faltas 
oficiales solo podía exigirse en el período que el funcionario ejerciera su 
encargo y hasta un año después; de lo que desprendemos que tanto los 
delitos como las faltas en este rubro tenian también el mismo 
tratamiento legal. 
6.- Ley General de Responsabilidades de los Funcionarios y 
Empleados de la Federación y del Distrito Federal de 1940. 
No obstante que la Constitución política de 1917 estableció en su 
artículo 111 la obligación al Congreso de la Unión para que en la mayor 
brevedad expidiera la Ley Reglamentaria respectiva a la 
Responsabilidad oficial de los Servidores Públicos, esta no fue creada 
sino hasta 23 años después, ya que fue en 1940 cuando se expidió la ley 
Rc\ i s l a Mexicana de Justicia. O p c i l . p. 194. 
General de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la 
Federación y del Distrito y Territorios Federales, siendo Presidente de la 
República el Sr. Lic. Lázaro Cárdenas, haciendo uso de las facultades 
que expresamente le concedió el Congreso, por decreto del 31 de 
diciembre de 1936 para legislar en materia Penal y Procesal Penal; 
disciplina jurídica que continúa siendo la ratio legis en materia de 
responsabilidades de los Funcionarios Públicos. La Ley Cárdenas, como 
así se le ha dado en llamar, es considerada como la primera Ley de 
Responsabilidades de los Funcionarios Públicos en México y de la cual 
podemos destacar los siguientes puntos: 
La ley en cuestión está compuesta por seis Títulos en los cuales se 
establece la distinción entre los altos funcionarios de la Federación, los 
Gobernadores de los Estados y los diputados de las legislaturas locales y 
entre los demás funcionarios y empleados de la Federación y del Distrito 
Federal, así mismo en sus disposiciones preliminares nos percatamos 
que en su artículo 5o, al referirse al proceso que regula los delitos y 
faltas oficiales se estableció como un procedimiento penal 
encontrándonos nuevamente que este binomio de faltas y delitos, 
continuaba siendo reglamentado por un mismo procedimiento. Así 
mismo en el capítulo de delitos y faltas oficiales de los altos 
funcionarios de la Federación, de los Gobernadores de los Estados y de 
los diputados de la legislaturas locales textualmente se enumeró en el 
artículo 15 las conductas que se consideraban delitos oficiales 
sancionándolas con: 
"/.- Destitución del cargo o privación del honor de que se 
encuentre investido; 
II.- Inhabilitación para obtener determinados empleos, cargos 
u honores, por un término que no baje de cinco años y no 
exceda de diez; 
¡11.- Inhabilitación para toda clase de empleos, cargos u 
honores por el término señalado en la fracción anterior" (12) 
En el numeral 16 se contemplaron las faltas oficiales señalándose 
por exclusión todas las infracciones que no estén normadas como 
delitos, sancionándolas con la suspención del cargo en cuyo desempeño 
hubieran sido cometidas, por un término no menor de un mes ni mayor 
de seis meses. 
Como ya se mencionó anteriormente la ley distinguió entre los 
altos funcionarios de la Federación, Gobernadores de los Estados y 
Diputados de las legislaturas locales y los demás funcionarios y 
empleados de la Federación y del Distrito Federal, por lo que también 
ñie obvio se hiciera una distinción entre los delitos y faltas oficiales de 
acuerdo a dicha clasificación, motivo por el que consecuentemente 
encontramos setenta y dos fracciones del artículo 18 de la Ley en 
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cuestión, la que determina los distintos tipos penales que fueron 
considerados como delitos, mientras que de las faltas, se hizo mención 
en el numeral 21 cuando señaló también por exclusión todas aquellas 
infracciones y omisiones que no fueran conceptuadas como delitos. 
Con respecto a la figura procesal de la supletoriedad, la ley en 
comento estableció en su artículo 22: 
"En todo aquello que no pugne con las disposiciones de la 
presente ley, son aplicables las reglas consignadas en el 
Código Penal".^ 
Como podemos observar, fue la legislación en materia penal la 
que estableció el legislador para que el Juzgador acudiera a la misma al 
individualizar la pena en todos aquellos casos de hermenéutica jurídica, 
e inclusive en aquellos actos de integración procesal, debido a que el 
propio procedimiento respectivo a los delitos y faltas oficiales se 
tramitaba ante un juez penal quien estaba facultado para decidir 
primeramente si lo separaba de su cargo durante el período que duraba 
el proceso, debiendo claro está haberle tomado previamente en tiempo y 
forma su declaración preparatoria y dictar un auto de formal prisión en 
caso que procediera, y una vez terminado dicho proceso y formulando 
las conclusiones del Ministerio Público y del acusado y su defensor, el 
Juez debía remitir el expediente al Jurado de Responsabilidades 
Oficiales de los funcionarios y empleados Públicos, de conformidad con 
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lo que establecía nuestra Constitución, para la indagación y aplicación 
de las sanciones respectivas, por el Tribunal del Pueblo. 
Llamado este Tribunal del Pueblo, fue debidamente reglamentado 
teniendo un especial cuidado en determinar el funcionamiento y las 
atribuciones del mismo, fijando a su vez de una manera clara la forma de 
su integración, la que estaba compuesta de los diversos sectores sociales, 
a fin de que la representación popular fuera más efectiva y democrática, 
a la vez que se buscó representar y proteger las garantías constitucionales 
de los funcionarios ya que desde entonces se consideró en la exposición 
de motivos de la misma que podían estar expuestos a la asechanza del 
ciudadano común que cree tener el derecho a lograr lo que solicita 
equivocadamente en algunas ocasiones; lo que entorpecería la labor de la 
Administración Pública. Esto motivó para que se tuviera especial 
cuidado al reglamentar bajo la tutela del Derecho Penal el Jurado de 
Responsabilidades Oficiales de los Funcionarios y Empleados de la 
Federación, como lo podemos deducir del último párrafo en artículo 78 
de la ley en comento y que a la letra dice: "1.a integración, competencia 
y procedimientos de los jurados de responsabilidades, a que se refiere 
los dos párrafos anteriores, se sujetarán a las disposiciones de este 
título y a las de los Códigos de Procedimientos Penales respectivos",(H) 
Así mismo en el numeral 79 se señalaba: 
( I 4 ) 0 p . cit . p . U . 
"El Jurado de Responsabilidades se formará de siete 
individuos, que deberán ser 
/.- (Reformado por el artículo octavo de decreto de reforma 
diversas leyes para concordarlas con el decreto que formó el 
arículo 43 y demás relativos de la Constitución Política de Ios-
Estados Unidos Mexicanos publicado en el diario Oficial de 
23 de diciembre de 1974, en vigor noventa días después como 
sigue): 
/.- Un representante de los servidores públicos de /a 
Eederación, del Distrito Federal o Estado; 
II.- Un representante de la prensa; 
III.- Un profesionista, perteneciente a cualquiera de las 
profesiones liberales, que no sea ni funcionario ni empleado 
Público; 
IV.- Un profesor; 
V.- Un obrero. 
VI.- Un campesino; 
VIL- Un agricultor, industrial o comerciante. 
.. cit. p . l l . 
Lo anterior se complementa con los numerales 82, en el que se 
remite la actuación del Jurado al Código Federal de Procedimientos 
Penales, y 96 fracciones primera y segunda, en las cuales se señala 
igualmente al Código Federal de Procedimientos Penales para regular el 
procedimiento que resolverá las causas tramitadas ante el Jurado de 
Responsabilidades. 
7.- Ley de Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la 
Federación y del Distrito Federal 1980. 
En este cuerpo legislativo el H. Congreso de la Unión retoma de 
entre las ideas de sus antecesores, lo referente a la obligación que tiene 
el Estado de proveer las medidas necesarias para perseguir a los 
funcionarios Públicos que no cumplan con su cometido, y que violando 
la confianza que en ellos se deposita, hacen de la función pública el 
medio para satisfacer sus ansias de poder, atentando contra la riqueza 
pública o la riqueza de las personas, conduciendo a la Nación a la 
decadencia y a la inconformidad, motivo por lo que se consideró que la 
ley de 1940 no respondía a los reclamos de justicia del pueblo. Fué 
urgente la realización de una reforma trascendental en dicha materia, en 
la cual podemos observar que desaparece el distingo entre los delitos de 
los altos funcionarios de la Federación y los cometidos por los demás 
funcionarios de la Federación y del Distrito Federal y Territorio Federal, 
lo cual, observamos con beneplácito que atinadamente fue inspirado en 
la garantía individual del derecho natural del hombre a ser tratado igual 
ante la ley. También nos encontramos con la tipificación de lo que 
consideró como delitos oficiales, la que se encuentra contemplada en 
artículo 3o de la ley en comento y que a la letra dice: 
"Son cielitos oficiales los actos u omisiones de los 
funcionarios o empleados de la Federación o del Distrito 
Federal, cometidos durante su encargo o con motivo del 
mismo, que redunden en perjuicio de los intereses públicos y 
del buen despacho. 
Redundan en perjuicio de los intereses públicos y del buen 
despacho: 
/.-. El ataque a las Instituciones democráticas; 
II.- El ataque a la forma de gobierno republicano, 
representativo y federal; 
III. - El ataque a la libertad del sufragio; 
IV.- La usurpación de atribuciones; 
V- Cualquiera infracción a la Constitución o a las leyes 
federales, cuando causen perjuicios graves a la Federación o 
a uno o varios Estados de la misma, o motiven algún trastorno 
en el funcionamiento normal de las Instituciones; 
VI.- Las omisiones de carácter grave, en los términos de la 
fracción anterior; 
VII.- Las violaciones sistemáticas a las garantías individuales 
o sociales; 
VIH- ¡ín general los demás actos u omisiones en perjuicio de 
los intereses públicos y del buen despacho, siempre que no 
tengan carácter delictuoso conforme a otra disposición legal 
que los defina como delitos comunes. 
Los delitos a que se refiere este articulo no se cometerán 
mediante la expresión de ideas IÍ1). 
La anterior redacción aunque tuvo la intención de mejorar la 
aplicación de la justicia en el rubro de responsabilidades oficiales, tuvo 
la suerte fallida de muchas disposiciones taxativas en las que el 
legislador se queda corto en la enumeración de supuestos ilícitos. 
En lo que respecta a los funcionarios que gozaban de fuero se 
constituyó el requisito de procedibilidad para perseguir los actos 
punibles que cometiesen; consistiendo la sanción para este caso en la 
privación del puesto que desempeñase y la inhabilitación para obtener 
otro por el tiempo que determinara la ley. 
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Muy especialmente con relación a nuestro trabajo de 
investigación, encontramos que en el artículo 4o se señalan las faltas 
oficiales como: 
"Las infracciones que afecten de manera leve ios intereses 
públicos y del buen despacho y no transciendan al 
funcionamiento de las Instituciones y del Gobierno, en que 
incurran los funcionarios durante su encargo o con motivo 
del mismo"(]1) 
Estableciéndose la sanción de suspención del cargo por un 
término no menor de un mes ni mayor de seis meses o inhabilitación 
hasta por un año para obtener otro cargo. Remitiéndonos también a la 
ley de Imprenta en los casos de delitos o faltas oficiales para 
funcionarios que no gocen de fuero. Estableciendo el principio de 
supletoríedad en materia penal en el capítulo V de las Disposiciones en 
el artículo 62 que señalaba lo siguiente: 
" En todas las cuestiones relativas a! procedimiento, no 
previstas en esta ley, y en la apreciación legal de las pruebas, 
se observarán las disposiciones del C 'ódigo Federa! de 
Procedimientos l'enales, observándose también en su caso, 
las del Código Penal en cuanto fueran aplicables"^ 
r O p . cii.. p -
x ldcm..p.6 
Así mismo observamos que durante el desarrollo de los 
procedimientos en los delitos y faltas oficiales de los funcionarios que 
no gocen de fuero y que en la misma se enumeran, se establece la 
competencia del Código de Procedimientos Penales, así como los 
Juzgados de Distrito con jurisdicción en materia penal para conocer de 
dichos procedimientos. 
C A P Í T U L O S E G U N D O 
Legislación Vigente 
1.- Introducción. 
El primero de enero de 1983 entró en vigor el actual régimen de 
Responsabilidades Oficiales para los Funcionarios y Empleados Públicos, 
compuesto por la Reforma y adiciones al título IV de nuestra Ley 
Fundamental, las cuales originaron el nacimiento de una nueva ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 
Siendo el Lic. Miguel de la Madrid Hurtado, Presidente 
Constitucional de nuestro País en esa época, en la que la renovación moral 
fue una de las notas características de la Reforma Administrativa, el 
Constituyente Permanente reformó integralmente el anteriormente citado 
Titulo Cuarto de nuestra Constitución. Como ya lo vimos en el analisis 
histórico que realizamos en el capítulo anterior; el mencionado Titulo IV, 
permaneció casi sin variación durante 65 años, debido a que el texto 
original de la Constitución de 1917 había adaptado básicamente lo 
dispuesto por la Constitución de 1857 adecuándose, por supuesto, a la 
realidad histórica del momento en cuestión, ya que si bien es cierto el 
establecimiento de un régimen apropiado de responsabilidades de los 
servidores públicos ha sido una preocupación constante de nuestro sistema 
democrático, aunado a que la aspiración de los mexicanos siempre se ha 
caracterizado por consolidar un Estado de Derecho que exija a los 
servidores públicos que cumplan con un perfil de moralidad y honestidad; 
encontramos que estas reformas constitucionales adoptadas en diciembre de 
1982 denotan una mejor técnica jurídica y ofrecen un tratamiento 
sistematizado y más completo de la responsabilidad de los servidores 
públicos, y es precisamente en estos trabajos legislativos donde se incluye 
por primera ocasión en la historia de México el calificativo de servidor 
público a las personas que, durante toda la historia de la Administración 
Pública de nuestro país, se les venía denominando Funcionarios y 
Empleados Públicos; rompiendo con una tradición que demostraba una 
cultura que ofrecía a los funcionarios públicos un estatus de superioridad 
que se filtraba a travéz del quehacer de la función Pública. 
2.- Fundamento Constitucional. 
La modalidad de la denominación de servidor público, que fue 
establecida en el primer párrafo del artículo 108 constitucional, y que 
adoptaron las legislaturas de los Estados, ha venido a formar el nuevo 
carácter del servidor público, a la vez que permite la concientización del 
ciudadano de su derecho a exigir el debido cumplimiento de ese servicio, 
enterrando en nuestra historia la denominación de los llamados " A l f ó s 
Funcionarios" para dar origen a una verdadera igualdad ante la ley al tratar 
a todos los servidores públicos sin ninguna distinción, no dándole 
importancia a su jerarquía, rango o lugar de empleo. 
Con relación a la responsabilidad del Presidente de la República se 
establece que solo podrá ser acusado por la Cámara de Diputados por 
traición a la patria y delitos graves del orden común ante la Cámara de 
Senadores quien resolverá conforme a la legislación penal aplicable; 
dejando a la actividad interpretativa del Congreso la labor de decidir que 
delitos se consideran graves reduciendo a cero los pocos delitos que 
señalaba taxativamente la Constitución del 1857 y que consistían en además 
de los de traición a la patria, delitos graves del orden común, la violación 
expresa a la Constitución y ataques a la libertad electoral, los establecidos 
en la Constitución de 1824 consistentes en traición contra la independencia 
nacional o la forma establecida de gobierno, por cohecho soborno o actos 
dirigidos a impedir que se realizaran las elecciones del presidente, 
senadores y diputados, o que estos tomen posesión o que se ejerzan las 
facultades que se le atribuyen. 
En el artículo 109 de nuestra Carta Magna encontramos la 
fundamentación a la Ley de Responsabilidad Federal de los Servidores 
Públicos objeto de nuestro estudio por lo que nos permitimos transcribirlo 
integro en razón a su importancia fundamental y que a la letra dice: 
"El Congreso de la Unión y las legislaturas de los estados, 
dentro de los ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán 
las leyes de responsabilidades de los servidores Públicos y ¡as 
demás normas conducentes a sancionar a quienes, teniendo este 
carácter, incurren en responsabilidad, de conformidad con las 
siguientes prevenciones: 
/.- Se impondrán, mediante juicio político, las sanciones 
indicadas en el artículo 110 a los servidores Públicos señalados 
en el mismo precepto, cuando en el ejercicio de sus funciones 
incurran en actos u omisiones que redunden en perjuicio de los 
intereses públicos fundamentales o de su buen despacho. 
No procede el juicio político por la mera expresión de ideas; 
II.- La comisión de delitos por parte de cualquier servidor 
Público será perseguida y sancionada en los términos de la 
legislación penal y; 
III.- Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores 
Públicos por los actos u omisiones que afecten la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deban sus 
empleos, cargos o comisiones. 
Los procedimientos para la aplicación de las sanciones 
mencionadas se desarrollarán autónomamente. No podrán 
imponerse dos veces por una sola conducta sanciones de la 
misma naturaleza. 
Las leyes determinarán los casos y las circunstancias en los que 
deba sancionar penalmente por causa de enriquecimiento ilícito 
a los servidores Públicos que durante el tiempo de su encargo, o 
por motivos del mismo. por sí o por tníerpósita persona, 
aumenten substancialmente su patrimonio, adquieran bienes o se 
conduzcan como dueños sobre ellos, cuya procedencia lícita no 
pudiesen justificar las leyes penales sancionarán con el 
decomiso y con la privación de la propiedad de dichos bienes, 
además de las otras penas que correspondan. 
"Cualquier ciudadano, bajo su más estricta responsabilidad y 
mediante la presentación de elementos de prueba, podrá 
formular denuncia ante la Cámara de Diputados del Congreso 
de ¡a limón respecto de las conductas a las que se refiere el 
presente artículo".(l) 
Es importante tener una idea general de las nuevas responsabilidades 
en que los servidores públicos pueden incurrir a través de esta reforma, no 
sin perder la perspectiva que el presente trabajo está dedicado a analizar la 
responsabilidad administrativa, la cual encuentra su fundamento 
constitucional en el párrafo marcado con el número tres romano del artículo 
anteriormente transcrito y en el que encontramos una reforma que da 
respuesta al reclamo de un pueblo dinámico y participativo en la vida 
pública, y que propone establecer las directrices jurídicas a fin de que los 
servidores públicos realicen sus actividades con honradez, lealtad, 
imparcialidad, economía y eficacia, definiendo las obligaciones de los 
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políticos, la responsabilidades en que incurren por su incumplimiento, los 
medios para identificarlos y las sanciones y procedimiento para prevenirlo 
y corregirlo. 
Este Sistema se compone de cuatro modalidades de la 
responsabilidad: La penal, la civil, la política la administrativa. 
La responsabilidad penal que respondiendo al criterio fundamental 
de la democracia, el cual establece que todos los ciudadanos son iguales 
ante la ley, y en el que únicamente se señala la declaratoria de procedencia 
como requisito indispensable para juzgar por la vía ordinaria a los 
servidores públicos que gozan de fuero constitucional. De esta manera, 
dicho procedimiento se presenta como un instrumento para remover a los 
servidores públicos de alta jerarquía (sin utilizar dicha expresión) sin 
entregar a un órgano político como necesariamente es el Congreso la 
potestad para privarlos del patrimonio o lo que es peor aún, de su libertad, 
bienes jurídicos, que, definitivamente son tutelados por el Derecho Penal; 
y que por lo tanto, solamente que la autoridad judicial penal, así lo 
resuelva, dichos bienes podrían ser afectados, evitando, con esta medida los 
excesos de la posesión política. 
Así mismo, la reforma en comento haciendo alarde de una magnífica 
jurisprudencia técnica en sus dos aspectos: sistemática jurídica y técnica 
jurídica esclareció y distinguió las responsabilidades de tipo político de las 
de carácter estrictamente penal como lo podemos observar en la fracción 
marcada con el número II del artículo 109 anteriormente señalado, el cual 
derogó el juicio por Jurado Popular para los llamados delitos oficiales y 
que por lo general concluían con la absolución del procesado por dicho 
jurado, atendiendo a "razones de equidad' ya que de acuerdo con los 
estudios realizados por el Instituto de Administración Pública encontramos 
que los funcionarios de alta jerarquía raramente eran procesados, y dicho 
instrumento jurídico solo servía para proceder en contra de servidores de 
menor jerarquía que por un motivo u otro era indispensable su destitución. 
En relación a las infracciones de carácter político, estas se refieren a 
aquellos actos u omisiones de los servidores públicos en el ejercicio de sus 
funciones y que redundan en perjuicio de los intereses públicos 
fundamentales o de su buen despacho, las cuales se encuentran previstas 
por el artículo 7 de la ley reglamentaria y que prevén conductas 
caracterizadas por negligencia, incompetencia, arbitrariedad o 
deshonestidad, con independencia de que las mismas tipifiquen o no algún 
delito sancionado por la legislación penal. 
Por lo que sus sanciones se concretan a la destitución e inhabilitación 
del servidor público; debiendo distinguir los casos en que se considere que 
efectivamente existe una presunta responsabilidad penal, supuesto en que 
se deberá tramitar el juicio de procedencia, es decir que se substanciará 
solamente ante la Cámara de Diputados la destitución para después 
iniciarle un proceso penal ante las autoridades correspondientes; mientras 
que en el supuesto de que la conducta únicamente constituya infracciones 
de carácter político o el proceso se debía substanciar ante las dos Cámaras 
del Congreso en un proceso inspirado en el Impeachment Americano el 
cual fue concebido como una institución de censura para separar de su 
encargo al servidor público por haberle perdido la confianza. 
Contrario al Impeachment de origen británico que correspondía a una 
verdadera jurisdicción ordinaria, ya que el parlamento se consideraba 
competente, para resolver sobre delitos y sanciones penales; así lo podemos 
corroborar en la mención que realizó el Lic. Jesús Orozco Enrique en sus 
comentarios a la fracción l del artículo 109 en el que señala a manera de 
ejemplo de la actividad del Impeachment Británico. 
En relación a la responsabilidad civil debemos señalar que se 
encuentra establecida en el artículo 1927 del Código Civil para el Distrito 
Federal, el cual a la letra dice: 
"El Estado tiene la obligación de responder del pago de los 
daños y perjuicios causados por sus servidores públicos con 
motivo del ejercicio de sus atribuciones que les están 
encomendadas. Esta responsabilidad será solidaria tratándose 
de actos ilícitos dolosos, y subsidiaria en los demás casos en los 
que solo podrá hacerse efectiva en contra del Estado cuando el 
servidor público directamente responsable no tenga bienes o los 
que tenga no sean suficientes para responder de los daños y 
perjuicios causados por sus servidores públicos. "í2) 
De lo que deducimos que la Responsabilidad Civil no solo se trata de 
una responsabilidad derivada de actos entre particulares, si no también de 
aquellos realizados por servidores públicos que en el desempeño de un 
cargo oficio o comisión causen algún daño a los particulares o al propio 
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salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y 
eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y 
comisiones; las sanciones aplicables por los actos u omisiones 
en que incurran, así como los procedimientos y las 
autoridades para aplicarlas. Dichas sanciones, además de las 
que señalen las leyes, consistirán en suspenc/ón, destitución e 
inhabilitación, así como en sanciones económicas y deberán 
establecerse en beneficios económicos obtenidos por el 
responsable y con los daños a que se refiere la fracción III del 
artículo 109, pero no podrán exceder de tres tantos de los 
beneficios o de los daños y perjuicios causados". 
"La ley señalará los casos de prescripción de la 
responsabilidad administrativa tomando en cuenta la 
naturaleza y consecuencia de los actos y omisiones a que se 
hace referencia la fracción II del artículo 109 cuando dichos 
actos u omisiones fuesen graves los plazos de prescripción no 
serán inferiores a tres años "í4) 
Claramente observamos que el Constituyente Permanente tuvo la 
intención de señalar los principios básicos en que se fundamentaría la 
responsabilidad administrativa de los servidores públicos, la cual debía ser 
reglamentada por el Congreso de la Unión en una nueva Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, estos dispositivos reflejan el 
propósito de encontrar nuevas alternativas para sancionar al servidor 
' Const i tución Política de los Estados Unidos Mexicanos . Op . cit. . .p.98. 
público deshonesto o incompetente en el nuevo concepto de moralización 
del sector público dentro de una esfera de actividades administrativas que 
se encuentra por su tradición histórica y su naturaleza jurídica de la función 
sancionadora del Estado en el umbral entre la legislación penal de la cual la 
Ley Reglamentaria no se pudo sustraer de su influencia resultando un 
procedimiento que como veremos en un capítulo especial, no cumple en 
todo lo que debiera con las expectativas de justicia de los mexicanos, por 
no ser sus disposiciones lo suficientemente precisas e idóneas para que al 
mismo tiempo de no permitir impunidades, tampoco impida la correcta 
gestión administrativa respetando las garantías de legalidad a que tienen 
derecho los servidores públicos al igual del común de los ciudadanos. 
3.- La Ley Federal De Responsabilidades De Los Servidores Públicos. 
A).-Denominación de la Ley. 
El espíritu que prevalecía en el titular del poder ejecutivo Licenciado 
Miguel de la Madrid Hurtado con relación a los motivos que 
fundamentaban la creación de esta ley, nos lo hace saber en las palabras 
que envió al Congreso adjuntas a la exposición de motivos de la misma y 
que a continuación se transcriben: 
"H. Representación Nacional: 
Estoy cierto de que la sola expedición, por buenas que sean, no 
acaba VICIOS ni prácticas arraigadas; pero también lo estoy, de 
que sin buenas leyes ¡os compromisos políticos como lo es la 
renovación que postulo corren el riesgo de convertirse en meros 
prédicas despojadas de efectividad. 
Las leyes como las que planteo a esa H: Representación tienen 
también el propósito de que los poderes de la Unión revi tal icen y 
compartan el compromiso de sanear la vida nacional, de 
reivindicar los usos republicanos y de responder a una viva 
demanda popular. 
Por lo anterior, y con fundamento en la fracción I, del artículo 
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
por el digno conducto de ustedes, me permito presentar a la 
consideración del H. Congreso de la Unión la presente iniciativa 
de decreto de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, en los siguientes términos" 
Ahora bien, en la exposición de motivos que presentó el Señor 
Presidente señala que la iniciativa que en ese momento presenta, define las 
obligaciones políticas y administrativas de los servidores públicos, según 
las siguientes palabras textuales: "Esta iniciativa propone reglamentar 
dicha propuesta de reformas constitucionales a fin de que los servidores 
públicos se comporten con honradez, lealtad, imparcialidad, economía y 
eficacia. Define las obligaciones políticas y administrativas de los 
servidores públicos, las responsabilidades en que incurren por su 
incumplimiento, los medios para identificarlo y las sanciones y 
procedimientos para prevenirlo y corregirlo ".(Í1) 
Le> Federal de Responsabi l idad de los Servidores Públicos. Ed. Tal leres Gráf ico de la Nación. México. 
1992. p. 18 
Lc> Federal de Responsabi l idad de los S e n idores Públicos. O p cit .p X 
Efectivamente al analizar el contexto de la ley, en el siguiente índice. 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. 
TITULO PRIMERO. 
Capítulo único. Disposiciones generales. 
TITULO SEGUNDO. Procedimientos ante el Congreso de la Unión en 
materia de juicio político declaración de procedencia. 
Capítulo 1. Sujetos, causas de juicio político y sanciones. 
Capítulo II. Procedimiento en el juicio político. 
('apítulo III. Procedimiento para la declaración de procedencia. 
Capítulo IV. Disposiciones comunes para los capítulos II y III del Título 
Segundo. 
TITULO TERCERO. Responsabilidades administrativas. 
Capítulo I. Sujetos y obligaciones del servidor público. 
Capítulo II. Sanciones administrativas y procedimientos para aplicarlas. 
TITULO CUARTO. 
Capítulo único. Registro patrimonial de los servidores públicos. 
TRANSITORIOS. 
Nos encontramos con que la Ley está compuesta fundamentalmente 
de dos procedimientos uno correspondiente al Título Segundo que prevé 
los actos que se realizarán ante el Congreso de la Unión en materia de 
Juicio Político y Declaración de Procedencia y el relativo al Título Tercero 
de las Responsabilidades Administrativas; por lo que en un estudio 
estrictamente de técnica jurídica observamos que el nombre de la ley 
pretende ser muy ambicioso al determinar Ley de Responsabilidades, sin 
hacer limitación de a que clase de responsabilidades específicamente se 
refiere, por lo que no cumple con las expectativas del lector que 
necesariamente en un análisis hermenéutico, la sintaxis del título de la 
misma lo lleva a deducir, que se incluye en dicha reglamentación la 
totalidad de la normatividad de las responsabilidades de los servidores 
públicos, como son además de las anteriormente señaladas y que prevé la 
ley; la penal, la civil y la laboral. 
Por supuesto que quienes conocen la sistemática jurídica, sabrán que 
dichas responsabilidades se encuentran reguladas en el Código Penal, el 
Civil y en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, pero 
las leyes no son creadoras exclusivamente para los expertos en esta 
disciplina jurídica sino para ser comprendidas muy especialmente por el 
común de los ciudadanos, quienes tendrían una visión mas clara de su 
contenido si en el rubro de la misma se delimita la clase de 
responsabilidades, que se regulan en ella es decir responsabilidades 
políticas y administrativas. 
B) Interpretación, Integración y Supletoriedad. 
La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, es 
una reglamentación especial, que prevé el problema de técnica jurídica 
consistente en la existencia de lagunas de ley; el cual es resuelto por el 
artículo 45 de la misma que señala la supletoriedad del Código Penal y de 
Procedimientos Penales para efectuar el proceso de integración. 
Lo anterior lo inferimos al interpretar dicho dispositivo que a la letra 
dice: 
^artículo 45.- lin todas las cuestiones relativas al procedimiento no 
previstas en esta ley, así como en la apreciación de las pruebas, se 
observarán ¡as disposiciones del Código Federal de Procedimientos 
Penales. Asimismo, se atenderán, en lo conducente, las del Código 
Penar(1) 
No obstante el texto anterior, doctrinalmente, han surgido dudas 
sobre la aplicabilidad de este dispositivo al juicio de responsabilidad 
administrativa debido a la ubicación del mismo, ya que como podemos 
apreciar en el índice, que se transcribió en el punto anterior; el numeral 45 
se encuentra al final del Titulo Segundo que regula el procedimiento de la 
responsabilidad política. 
Consideramos que no debemos tomar en cuenta la razón anterior; 
basándonos en el principio jurídico que reza " en donde ¡a ley no distingue 
no debemos distinguir la hipótesis que nos ocupa no distingue, por lo que 
al señalar; " las cuestiones relativas al procedimiento no previstas en esta 
ley" interpretamos que se refiere a la totalidad de las normas que forman la 
misma, por lo que es un error realizar la exégesis de dicho dispositivo en 
sentido contrario a la letra de la ley. 
La labor hermenéutica, se realiza en muy diferentes circunstancias, 
pues en ocasiones el texto legal es tan claro que " no es lícito eludir su 
letra''^ Contrariamente a lo que acontece cuando la expresión es obscura, 
pues tenemos que utilizar otros métodos "para controlar, completar, 
restringir o extender su letra'*9' 
En la formula que analizamos; para iniciar un análisis 
interpretativo de dicho ordenamiento, es indispensable primero que 
definamos el concepto de interpretación. Para el maestro (¡arela 
Maynez: " interpretar significa desentrañar el sentido de una 
expresión " y continua expresando "el problema capital de la teoría de 
la interpretación es saber que debe entenderse por sentido de la 
Si en el presente caso empleamos el método exegético el cual 
consiste en encontrar la voluntad del legislador a través de una concepción 
filológica-histórica en la que se realizan estudios de los trabajos 
preparativos y las exposiciones de motivos de la norma en cuestión; a fin 
de descubrir la evolución de dicho ordenamiento; encontramos que el 
Procedimiento de Responsabilidades Administrativas tiene una tradición 
histórica de índole eminentemente penal. Ahora bien, por otra parte desde 
Op CU . 9 67 
* Fenet. Recueil cumplct des t r a \ a u \ p repa ra loncs du codc C i u l . t o m o I. pag 7. Apud . Eduardo García 
Ma>ne / . Int roducción al Estudio del Derecho. Ed Pornia. México. 199?. ed. 47. p .344 
Frace de J h c n u g . Apud. Edua rdo García Ma> i ie / . O p c i t . p 344 
1,1 Eduardo. García M a v u e / . Op. c i t . p. 325 
el punto de vista del método lógico sistemático, el cual busca el sentido 
lógico objetivo de la ley como expresión del derecho, podemos deducir que 
la norma de supletoriedad analizada y prevista en el artículo 45 
anteriormente transcrito, reúne los requisitos exigidos por el razonamiento 
de los juicios lógico jurídicos toda vez que en la totalidad de la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos no encontramos un 
precepto contradictorio al señalado por lo que dicho ordenamiento puede 
catalogar de juicio universal necesario y verdadero, lo anterior porque no 
existe ninguna disposición que indique la contingencia de su aplicación en 
el caso de que se den los supuestos por el previsto y verdadero por estar 
investido de la formalidad de las fuentes legislativas del Derecho. 
Existe otra clase de interpretación a la que también podemos someter 
bajo la óptica de su análisis al multicitado precepto; esta es la gramatical, y 
en la que consideramos que sin lugar a dudas también sale muy bien 
librado el sentido de la interpretación realizada, debido a que la 
terminología empleada por el legislador, no nos deja lugar a dudas del 
alcance del precepto, ya que las palabras "las cuestiones relativas al 
procedimiento no previstas en esta ley" nos indican la totalidad de la ley, y 
por lo tanto la autoridad está obligada a resolver conforme al texto legal en 
virtud de que el significado de la misma se puede desprender de su 
descripción literal así nos lo explica magistralmente el maestro Edmundo 
Hussel, citado por García Maynes al señalar que " la significación de las 
palabras son el sentido mismo de las mismas en relación con su objeto y 
concluimos que el objeto" de la expresión "en esta ley" significa la 
totalidad de la misma. 
Una vez determinado el término de interpretación y los métodos que 
podemos utilizar para desentrañar el alcance de la norma en que se 
establece la supletoriedad de la ley penal, pasaremos a realizar un breve 
análisis de la figura jurídica de supletoriedad, la cual es definida por el 
¡lustre jurista Licenciado Manuel González Oropeza como: 
"es la categoría asignada a una ley o respecto de uso, costumbres y 
principios para integrar una omisión en la ley o interpretar sus 
disposiciones en forma que se integren con principios generales 
contenidos en otras leyes .(,l) 
La doctrina ha considerado que cuando la referencia de una ley a otra 
es expresa, debe entenderse que la aplicación de las normas supletorias se 
harán en los supuestos no contemplados por la primera ley y que la 
complementará en las omisiones que se realicen ya sea por la imposibilidad 
de señalar absolutamente todos los supuestos normativos o voluntarios por 
razones de economía legislativa, en la que la técnica jurídica le permite a la 
autoridad acudir a las fuentes de una ley para deducir sus principios y 
subsanar sus omisiones y así evitar la reiteración interminable de normas 
generales en leyes especializadas, de esta manera la supletoriedad de la 
legislación es una cuestión de aplicación para dar debida coherencia al 
sistema jurídico la que se observa generalmente en leyes especializadas con 
relación a leyes de contenido general que compartan la misma "ratio legis " 
En nuestro sistema mexicano la Suprema Corte de Justicia de la 
11 Diccionar io Jurídico Mexicano . Ed Porrúa. e Instituto de Invest igaciones Jurídicas. U N A M . . Mc.xico. 
I987.p 3019 
Nación siguiendo el principio anteriormente comentado ha manifestado los 
siguientes criterios: 
"SUPLETORIEDAD DE LA LEY. Requisitos para que opere, los 
requisitos necesarios para que exista la supletoriedad de unas normas 
respecto de otras son: A) que el ordenamiento que se pretenda suplir lo 
admita expresamente, y señale el estatuto supletorio; B) que el 
ordenamiento objeto de supletoriedad prevea ¡a institución jurídica de que 
se trate; ( j que no obstante esa previsión, las normas existentes en tal 
cuerpo jurídico sean insuficientes para su aplicación a la situación 
concreta presentada, por la carecía tota! o parcial de la reglamentación 
necesaria, y D) que las disposiciones o principios con los que se vaya a 
llenar la deficiencia no contraríen, de algún modo, las bases esenciales 
del sistema legal de sustentación de la institución suplida. Ante la falta de 
uno de estos requisitos no puede operar ¡a supletoriedad de una legislación 
en otra. 
CUARTO TR1BUNAI COLEGIADO EN MA TERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 124 92. Microlodo Azteca, S.A. Je C.V. 6 de febrero de 1992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Orla. Secretaria: Ana Maria Serrano 
Oseguera. 
Amparo en revisión 958 91. Desarrollo Galenas Reforma, S.A. de C.V. 19 de marzo de 
1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gilda Rincón Oria. Secretaria Ana Marta 
Serrano Oseguera. 
Amparo directo ¡433 92. Gilberto Plores Agilitar y otros. 26 de marzo de ¡992. 
Unanimidad de votos. Ponente: Ale ¡andró Viltagomez Gordillo en sustitución de ta 
Magistrado Gilda Rincón Orla. Secretaria: Ana María Serrano Oseguera. 
Amparo directo 3582 92. Tumbo de la Montaña, S.P.R de R.L.9 de /ulto de 
¡992. Unan mudad de votos. Ponente: Mauro Migue! Reyes Zapata. Secretario: Luis 
AreUano Hohelsberger. 
Amparo directo 604 94. Videotique, S.A. de (\V. y otros 17 de febrero de 1994. 
11nanimidad de Votos. Ponente: Gilda Rincón Orta. Secretaria: Ma. Elisa Delgadillo 
Granados". 
"SUPLE!'ORÍFJ)AD DE LAS LEYES CUANDO SE APLICA. La 
supletoriedad sólo se aplica para integrar una omisión en la ley o 
para integrar sus disposiciones en forma que se integre con principios 
generales contenidos en otras leyes. Cuando ¡a referencia de una ley 
a otra es expresa, debe entenderse que la aplicación de la supletoria 
se hará en los supuestos no contemplados por la primera ley que la 
contemplará ante posibles omisiones o para la interpretación de sus 
disposiciones. Por ello, la referencia a leyes supletorias es la 
determinación de las fuentes a las cuales una ley acudirá para 
deducir sus principios y subsanar sus omisiones. La supletoriedad 
expresa debe considerase en los términos que la legislación es una 
cuestión de aplicación para dar una debida coherencia al sistema 
jurídico. El mecanismo de supletoriedad se observa generalmente de 
leyes de contenido especializados con relación a leyes de contenido 
general. El carácter supletorio de la ley resulta, en consecuencia, una 
integración, y reenvío de una ley especializada a otros textos 
legislativos generales que fijen los principios aplicables a la 
regulación de la ley suplida; implica un principio de economía e 
integración legislativas para evitar la reintegración de tales 
principios por una parte, así como la posibilidad de consagración de 
Gaceta del Semanar io Judicial de la Federación. Tr ibunales Colegiados de Circuito, octava época, 
tomo 76. abril 1994. Tes is 1.40. C.J. /58. p 33 
los preceptos especiales en ¡a ley suplida 
TERCER IRIBUNAL COLEGIADO EN MAIERJA ADMINISTRA TIVA. PRIMER 
CIRCUITO. 
Amparo directo 173 91 María Verónica Jucirez Mosqueda. 3 de abril de 1991. 
Unanimidad de votos. Ponente: Genaro David Gongora Pimenlel. Secretario: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco. 
Para complementar lo anterior, la doctrina a señalado los requisitos 
necesarios a fin de que exista la supletoriedad de una ley con respecto a 
otra, entre los cuales se señalan que, el ordenamiento que se pretenda suplir 
lo admita expresamente y señale la ley aplicable; que la ley a suplirse 
contenga la institución jurídica de que se trata; que no obstante la 
existencia de esta, las normas reguladoras en dicho ordenamiento sean 
insuficientes para su aplicación al caso concreto que se presente, por falta 
total o parcial de la reglamentación necesaria; y que las disposiciones con 
los que se vaya a colmar la deficiencia no contraríen las bases esenciales 
del sistema legal de sustentación de la institución suplida. 
4.- Tesis del Derecho Penal Administrativo. 
Se ha sostenido en la doctrina la existencia de una rama del derecho, 
que tiene por objeto la regularización del poder disciplinario de la 
Administración Pública, denominada Derecho Penal Administrativo, 
disciplina que tiene como finalidad, "establecer las infracciones o 
contravenciones administrativas destinadas a sancionar la violación de las 
1 Gaceta del Semanar io Judicial de la Federación. Tr ibunales Colegiados de Circuito. Semanar io 
Judicial de la Federación o c t a \ a época, tomo VII. Ma>o. 1991 
leyes administrativas ".(14) 
Si a lo anterior le agregamos, el conocer el hecho de que la tendencia 
legislativa que ha imperado en México, con relación a los delitos 
Administrativos o Especiales, ha sido que desaparezcan estos de las leyes 
administrativas y sean tipificados por el Código Penal, con el objeto de 
mejorar la sistematización de dichas normas, que si bien son de naturaleza 
penal por constituir delitos, se desenvuelven en el mundo de la 
Administración Pública; tal es el caso de todas las figuras delictivas que se 
encontraban en la Ley de Responsabilidades de los Funcionarios Públicos 
de 1940; conductas que fueron derogadas por la ley de 1980 y sancionadas 
por las reformas al Código Penal Federal de 1982, quedando únicamente 
tipificadas las infracciones administrativas, en la misma. 
Todo lo anterior aunado al análisis exhaustivo de cada uno de los 
preceptos que componen el título de responsabilidades administrativas de 
la ley en comento, nos llevan a la conclusión que encontramos en ella una 
clara tendencia a utilizar términos y procedimientos propios del Derecho 
Penal, lo que nos inclina a justificar la supletoriedad de los códigos penales 
y de procedimientos penales, a fin de que dicho ordenamiento cumpla con 
el principio de legalidad a que están sujetos todas las normas que 
constituyen nuestro universo jurídico mexicano. 
1 " Andrés. Serra Rojas. Derecho Administrat ivo. Ed. P o m i a . México . 1994. p. 155 
5. Antítesis 
Si bien es cierto todo lo anteriormente señalado, y la tradición 
histórica de nuestro sistema de responsabilidades es de naturaleza penal, 
debemos aclarar que ella se rompe con las reformas realizadas el 31 de 
diciembre de 1982 en donde el legislador quiso por primera ocasión en toda 
la historia de México establecer cuatro modalidades de la responsabilidad, 
la penal y la civil, que por supuesto deberán estar regidas por las leyes 
relativas; y la política y administrativa para las cuales crean una nueva ley 
Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos; la responsabilidad 
Política sigue teniendo su fundamento procesal en el derecho penal; 
mientras que la administrativa pretende basarse en un procedimiento 
autónomo regido por leyes administrativas en donde se incluye la 
competencia del Tribunal Fiscal, de la Federación habilitado por reforma 
de esa misma fecha para que empiece a conocer de dichos asuntos y en el 
que por lo tanto resuelva la pretendida responsabilidad administrativa de 
conformidad con el Código Fiscal, ordenamiento que regula los 
procedimientos ante dicho tribunal, y el Código Civil como supletorio a 
dicho procedimiento. 
Tesis que nos parece pudiera haber sido la voluntad del legislador; 
pero que no resuelve, la razón del por que existen notas características del 
derecho penal que son incluidas en dicho procedimiento, a no ser que el 
legislador en su afán de crear un proceso autónomo deja aspectos sin 
resolver con respecto a elementos de culpabilidad, así como en los 
fundamentos que determinan la individualización judicial de las sanciones; 
como es el caso de la reincidencia, además de establecer un período para 
realizar la investigación que presuma la responsabilidad del inculpado; 
disposiciones todas las anteriores propias de la ciencia penal y que al no ser 
claras y congruentes las normas que determinan ese proceso autónomo de 
responsabilidad administrativa, nos encontramos con un gran vacío en la 
legislación administrativa y aun en la normatividad de la materia civil 
incurriendo así en una de la más graves faltas en que el resultado del 
proceso legislativo puede incurrir, es decir la violación al principio de 
legalidad. 
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C A P I T U L O T E R C E R O 
La Responsabilidad de los Servidores Públicos en el Derecho 
Comparado. 
1.- Preámbulo. 
Desde que el ser humano se organizó en un Estado, se tuvo la 
inquietud de la limitación del poder como un derecho natural del hombre, 
nos basta recordar, como las primeras tribus que formaron la humanidad, 
aplicaban el ostracismo para desterrar a sus jefes, cuando en algún momento 
se hacían sospechosos de intentar extralimitarse. 
Siglos después en Roma, se prohibió a los cónsules en campañas 
militares regresar a la República sin autorización del Senado, bajo penas 
muy severas. Y en la Edad Media, los teólogos autorizaron el tiranicidio 
para castigar al soberano que cometiera graves abusos con sus súbditos. 
En la Edad Moderna ñie la Organización Política Inglesa la que sirvió 
de modelo a esta Institución, debido a que en la época de la Ilustración, fue 
el parlamento quien conquistó de manera paulatina las facultades para 
sancionar a los colaboradores de la Corona. Este sistema fue trasladado a 
Estados Unidos desde donde ha tenido una gran influencia en América 
Latina. 
Podemos hablar de un tercer sistema, en donde se encuadra la 
Constitución Francesa de 1958, que confiere la competencia exclusiva a una 
Alta Corte de Justicia, para vigilar la labor de los servidores públicos, 
basada en los mecanismos introducidos para las enseñanzas de Carlos María 
Secondat, Barón de Montesquieu, en virtud de las cuales realiza la 
distribución del poder entre varios organismos con el objeto de que cada 
uno de ellos sirva de freno a los demás. 
Con el fin de conocer los criterios que prevalecen en otras naciones 
con relación a la responsabilidad de los servidores públicos, y así 
determinar sus notas comunes y las diferencias específicas dividimos las 
legislaciones según la situación geográfica de los países estudiados en dos 
categorías, pertenecientes al Continente Americano y al Europeo. 
Generalizando, se pueden distinguir tres sistemas con relación a la 
autoridad que posee la facultad de exigir la responsabilidad de los 
funcionarios o servidores públicos los cuales son: 
/.- el legislativo que atribuye a la Cámara Popular la facultad de 
acusar a los Ministros, y a la Cámara alta o Senado de juzgarlos. Este 
sistema, a pesar de ser injusto, es el mas generalizado, estando vigente en 
Inglaterra, Italia, Hungría, Estados Unidos, Argentina, Brasil, Orange y 
Servia. En los países en que hay una sola C 'amara, ésta acusa y juzga; 
2.- Sistema judicial, que otorga a un tribunal especial, compuesto de 
jueces y magistrados, la competencia del juicio, previa la acusación 
parlamentaria, Sigúese este sistema en (irecia, Bélgica (Tribunal de 
Acusación), Holanda, Suiza (Tribunal Federal compuesto de una Cámara 
de acusación (que conoce de crímenes y delitos contra la Federación; alta 
traición, conculcaciones del derecho de gentes, y delitos políticosj, otra 
para la criminal, y otra de acusación). Austria ofrece la particularidad de 
que ambas Cámaras tienen el derecho de acusación; 
3.- Sistema mixto, que se diferencia del anterior en que las Cámaras 
tienen participación en el Tribunal que ha de juzgar; lo sigue Alemania, 
en donde existe para esto el llamado Tribunal Supremo del Estado 
(staatsgerichtof), En Noruega el derecho de acusación pertenece a la 
Segunda Cámara del Storthing, que puede procesar igualmente a los 
miembros del Consejo de Estado, del Supremo Tribunal y del Storthing.(¡> 
2- Legislación Americana. 
A.- Argentina. 
La Constitución argentina que entró en vigor en Octubre de 1983, 
después de veintitrés años de abrogada no establece ninguna ley especifica 
sobre responsabilidad de los servidores públicos, por lo que la Ley de 
Contabilidad de la Nación no prevé un Tribunal de Cuentas en el que se 
(1) Encic lopedia Universal I lus t rada Ed. Espasa , Calpe . tomo X X X V . p.664 
pueda enjuiciar a los magistrados y demás funcionarios; sin embargo en las 
Provincias si existe de manera indirecta: "Una Oficina encargada de la 
Fiscalización de los recursos manejados por el listado que se llama 
Contaduría Oeneral de la Nación "í2) 
Esta oficina 110 posee funciones judiciales y por lo tanto no dicta 
resoluciones que se puedan constituir en cosa juzgada con relación a la 
materia de responsabilidad, es más bien un Tribunal de Cuentas 
incoiporado a un órgano de control interno que tiene competencia para 
revisar las finanzas de los Magistrados y Funcionarios. 
Se distinguen en dicho país varias clases de responsabilidades en 
que pueden incurrir los gestores de la Administración Pública. La 
responsabilidad, solo alcanza un limitado grupo de funcionarios y 
magistrados, la civil, penal y administrativa, se aplica a los empleados y 
funcionarios en general, según sea el tipo de infracción cometida, una 
sanción civil de naturaleza patrimonial o una penal que afecta al 
funcionario en sus derechos personales, como es el de la libertad; y 
finalmente la sanción disciplinaria es aplicada al funcionario precisamente 
como tal, es decir en su carácter o calidad de funcionario público. Lo 
anterior de acuerdo con la Ley de Contabilidad y Organización del Tribunal 
de Cuentas de la Nación y de la Contaduría General de la Nación que 
señala las obligaciones a que están sujetos los funcionarios públicos y que 
podemos resumir de la siguiente manera: "A) Obligación de desempañar 
las labores con la mayor diligencia posible, observando buena conducta, 
: Enr ique Portal . Cód igo Etico de Conduc ta de los Servidores Públ icos Ed inst i tuto de Inves t igaciones 
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respetar a las personas que atienden. Ello se desprende al establecerse que 
los funcionarios deberán responder por los daños causados por su culpa o 
negligencia, y, por los actos y omisiones de disposiciones legales y 
reglamentarias (artículos 90 y 95 de la LCOTCNCGN). 
H) Cumplir con las leyes que determinan el manejo de los recursos 
económicos públicos para los fines establecidos. Los servidores 
encargados de la hacienda pública responderán de los daños causados en 
ésta por su negligencia y deberán cumplir con la que determinen la 
administración de los bienes del Estado (artículos 90, 91 y 95 de la 
LCOTCNCGN). 
C) Contratación, adquisición y enajenación de los bienes públicos. Dentro 
de la legislación argentina se menciona que los servidores públicos 
deberán tener autorización por parte de su superior (de cada uno de ¡os 
poderes) y comunicárseles a la Contaduría General, para la transferencia 
patrimonial del Estado, de lo cual se desprende que debe abstenerse de 
contratar, adquirir o enajenar un bien del dominio público directa o 
indirectamente, sin la previa autorización requerida (artículos 51-54, 5H y 
59 de la LCOTCNCGN). 
D) Realizar la declaración patrimonial. Los servidores públicos de los 
poderes del Estado responsables de rendir sus cuentas, deberán realizarlo 
mensual mente ante el Tribunal de Cuentas, y excepcionalmente en las 
comisiones especiales dentro de los treinta días siguientes al término de la 
Comisión o cada trimestre (artículos 90, 91, 96, 9H y 99 de ¡a 
LCOTCNCGN). 
H) Denunciar por escrito ¡a responsabilidad administrativa de otros 
servidores públicos. Los servidores que reciban órdenes de realizar o 
abstenerse y se den cuenta que se realizará una infracción, deberán 
comunicarlo a sus superiores por escrito (artículos 95 y IIH de la 
LCOTCNCGN). 
El procedimiento que se lleva a cabo ante la Contaduría no es con 
características jurisdiccionales, sino el de un antecedente de la ejecución 
judicial; consecuencia lógica de lo anterior es que sus resoluciones no traen 
aparejada ejecución, por ello no tienen el carácter de sentencia, pues no 
tienen en sí la fuerza ejecutiva que corresponde a dichas resoluciones, 
considerándoseles simplemente resoluciones emanados de un órgano 
administrativo, el cual para ejecutarlas necesita el auxilio del poder 
ejecutivo. 
En Argentina también detectamos legislación en algunas 
prohibiciones con la cual está regulada por la Ley de Enjuiciamientos de 
Magistrados y Funcionarios la que prevé tribunales de cuentas como es el 
caso de la Providencia de Buenos Aires una de las que se considera más 
avanzada al respecto, ya que su tribunal es un órgano además de 
físcalizador Consultivo, sus miembros son inamovibles, por lo que tienen 
libertad de actuar en una forma más eficaz y sin influencias de índole 
política. 
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B.- Venezuela. 
Aunque la Constitución de Venezuela establece una Contraloría 
General de la República como sucede en México está no depende del Poder 
Ejecutivo, sino del Legislativo por ser Organo auxiliar del Congreso, la 
cual tiene como obligación realizar el control, vigilancia y fiscalización de 
los ingresos, gastos y bienes nacionales. En su legislación encontramos un 
Cogido Etico establecido en el Reglamento sobre el Régimen Disciplinario 
para los Funcionarios Públicos de Carrera; el cual en primer lugar establece 
las bases para una carrera dirigida a los funcionarios Públicos, los que 
responden penal, civil, administrativa y disciplinariamente por los delitos, 
faltas, hechos ilícitos e irregularidades administrativas las cuales quedan 
resumidas en los siguientes puntos: "A) Desempeñar las labores con la 
mayor diligencia posible, observar buena conducta, respetar a las 
personas que atiendan. Los funcionarios públicos deberán prestar sus 
servicios personalmente con la eficiencia requerida, guardando una 
conducta decorosa con toda consideración y cortesía debida (artículos 2H, 
fracciones I y III, 59 fracciones I y II de la L(A). 
B) Cumplir con las leyes que determinan el manejo de los recursos 
económicos públicos y los fines establecidos. El funcionario público 
deberá vigilar, salvaguardar los bienes e intereses de la administración, 
cumpliendo con la (1onstitución, las leyes y los reglamentos (artículo 28, 
fracciones Vy VII, de la LCA). 
C) Guardar la reserva de los asuntos que lleguen a su conocimiento con 
motivo de su trabajo. Los funcionarios no deberán revelar asuntos 
reservados, confidenciales o secretos, de los cuales tengan conocimiento 
(artículos 28 fracción IVy 62, fracción VII, de la LCA). 
D) Respeto a sus superiores e inferiores. El funcionario público deberá 
acatar las órdenes e instrucciones de sus superiores jerárquicos y deberán 
tener consideración y respeto a sus superiores, subalternos o compañeros 
(artículos 28, fracción II y 60, fracción II, de la LCA). 
E) No desempeñar o realizar funciones de otro cargo o comisión oficial o 
particular. Al desempeñar un cargo publico remunerado, el funcionario 
público estará impedido para desempeñar cargo, profesión o actividad ya 
sea público o privado (artículos 31-33 de la LCA). 
F) Emplear a sus subalternos con los requisitos requeridos por las leyes y 
no hacer recomendaciones de personas que puedan obtener beneficios. 
Ambas leyes determinan que un funcionario público no podrá recomendar 
a personas determinadas para ser nombradas, obteniendo estas ventajas o 
beneficios de la carrera administrativa (artículo 60, fracción VI, de la 
LCA). 
CT) Excusarse en los casos requeridos por las leyes. Los funcionarios 
públicos deberán inhibirse del conocimiento de asuntos en que tuvieran 
interés directo ellos, su cónyuge o sus familiares (artículo 30 de la LCA). 
H) Abstenerse de recibir dinero o regalos a consecuencia del ejercicio de 
sus funciones. Los funcionarios no deberán aceptar cargos, honores o 
recompensas de gobiernos extranjeros, sin la autorización del Senado, ni 
tampoco recibir cimero u otro beneficio material de particulares (artículos 
29, fracción IVy 62, fracción VI, de la LCA). 
Denunciar por escrito responsabilidades administrativas que tenga 
conocimiento. Los funcionarios están obligados a comunicar a la 
autoridad que corresponda los hechos que merezcan sanción 
administrativa (artículo 4 del RSRDFPN). 
I) Cumplimiento de las disposiciones jurídico-administrativas. Los 
funcionarios públicos tienen la obligación de cumplir lo dispuesto en la 
constitución, las leyes, los reglamentos y los diversos actos administrativos 
(artículo 28, fracción VIII, de ¡a LCA). 
J) Contratación, adquisición y enajenación de los bienes públicos. Los 
funcionarios estarán impedidos para celebrar contratos o auspiciar 
gestiones de personas públicas o jurídicas por sí, por persona interpuesta 
o en representación de otro, con la República, los estados, los municipios 
(artículo 29 de la LCA).(A) 
Debemos aclarar que la Contraloría no tiene facultades 
jurisdiccionales ya que solo coadyuva con el Congreso en sus funciones; y 
que es la Corte Federal de Venezuela quien tiene facultades para conocer 
de las acusaciones contra el contralor y subcontralor. 
El artículo 234 de la Ley Reglamentaria del Tribunal de Cuentas de 
ese país, actualmente establece: 
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"Artículo 234.-(a) Corresponde a la Contraloría General de la 
República el control, vigilancia y fiscalización de los ingresos, 
gastos y bienes nacionales, así como las operaciones relativas a 
los mismos, (b) La Ley determinará la organización y 
funcionamiento de la Contraloría General de la República, así 
como la oportunidad, índole y alcance de su intervención."<5) 
C- Brasil. 
En Brasil como en Venezuela es el Congreso Nacional el que tiene 
atribuciones para llevar la fiscalización contable, financiera presupuestaria, 
operacional y patrimonial de la Unión y de los entidades de la 
administración a través de un Tribunal de Cuentas de la Unión, el cual es 
competente para revisar las declaraciones patrimoniales tanto del 
presidente como de los demás servidores que manejan presupuesto o bienes 
de la Unión. Además se establece la jurisdicción local de responsabilidades 
para los estados, quienes pueden tener su propio tribunal de cuentas estatal 
de acuerdo al código ético; según se desprende del texto de la Constitución 
de la República Federativa de Brasil, promulgada el 24 de enero de 1961 en 
sus articulos 70 al 74, 114 y 115 que regulan tanto la actividad del 
Congreso de esta materia como la competencia y funciones de los 
Tribunales de Cuentas. 
Tribunal de Cuentas (Account ing Bord). se puede.consul tar medio electrónico Internet, http / /www 
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En el estatuto de Funcionarios Públicos Civiles de la Unión de Brasil 
se encuentran enumeradas las siguientes responsabilidades de los 
Funcionarios Públicos: "a) Desempeñar las labores con la mayor 
diligencia posible, observar buena conducta, respetar a las personas que 
atiendan. Los funcionarios públicos deberán dirigir sus actos de manera 
asidua, puntuales y discretos, además de tratar de no omitir un acto 
importante en el servicio (artículos ¡94, fracciones ¡a ¡V y 207, fracción 
¡V, del EFPCU). 
b) Cumplir con las leyes que determinan el manejo de los recursos 
económicos públicos y los fines establecidos. El funcionario público está 
obligado a respetar la Constitución y el manejo de la hacienda pública 
(artículos ¡94, fracción VIy 207, fracción V¡, del EFPCU). 
c) Guardar la reserva de los asuntos que lleguen a su conocimiento con 
motivo de su trabajo. Los funcionarios públicos estarán obligados a 
guardar los secretos que tengan a consecuencia de su cargo (artículo 206, 
fracción VIH del EFPCU). 
d) Respeto hacia sus superiores e inferiores. Los funcionarios públicos 
tienen la obligación de obedecer las ordenes superiores, excepto de cuando 
estás sean ilegales y deberán referirse a ellas de manera respetuosa, pero 
podrán criticarlas desde el punto de vista doctrinario; además deberán 
respetar la ideología política de sus subalternos (artículos 194, fracción 
V¡¡ y ¡95 fracciones / y V de EFPCU). 
e) Realizar por escrito las irregularidades de que tenga conocimiento. El 
funcionario público deberá comunicar a su superior de las irregularidades 
de que tenga conocimiento en razón de su cargo, (artículo ¡94, fracción 
Vil, del EFPCIJ). 
f ) No desempeñar o realizar funciones de otro cargo o comisión oficial o 
particular. El funcionario público no podrá desempeñar dos cargos o 
puestos públicos, ni tampoco desempeñar puesto privado, sólo en los casos 
señalados por las leyes y disposiciones reglamentarias de la Unión; 
además no podrá participar en la gerencia o en empresas industriales o 
comerciales ( artículos IHH-192 y 194, fracciones VIy VII del EPFCU). 
g) Abstenerse de recibir dinero o regalos a consecuencia del ejercicio de 
sus funciones por parte de particulares. El funcionario público no podrá 
valerse de su cargo para obtener provechos personales, como propinas, 
comisiones o regalos (artículo 195, fracciones IVy Xdel EEPCU). 
h) Cumplimiento de las disposiciones juridico-administrativas. El 
funcionario público debe lealtad a las instituciones constitucionales y 
administrativas alas cuales sirve, además de a las normas legales y 
reglamentarias (artículo 194, fracciones Vy VI del EEPCU). 
j) Velar por la economía pública. El funcionario público deberá velar y 
vigilar que esté siempre en orden la economía y conservación del material 
que le fuere confiado y deberá pedir autorización a la autoridad 
competente para retirar cualquier documento u objeto de repartición 
(artículos 194, fracciones IX y X, ¡95, fracción II y 206, fracción VIII, del 
EFFCUj.<6) 
El Tribunal de Cuentas de Brasil, está estructurado en su Ley 
Reglamentaria de la siguiente manera: 
"Artículo 73. El Tribunal de Cuentas de la Unión, integrado por 
nueve Ministros, tiene la sede en el ¡)istrito Federal, su cuadro 
propio de personal y jurisdicción en todo el territorio nacional 
ejerciendo, en lo que cupiere, las atribuciones previstas en el art. 
96. "m 
D.- Colombia, Paraguay, Uruguay, Bolivia, Chile, Ecuador y Perú. 
Colombia.- Es en la Ley 13 de 1984 donde el Estado de Colombia, 
pretende establecer un sistema disciplinario aplicable a todos sus 
funcionarios públicos, abarcando las tres competencias; nacionales, 
departamentales y municipales. En dicha ley encontramos la diferencia 
entre falta disciplinaria y sanción, ya que la primera se considera " el 
incumplimiento de deberes o abusos de los derechos, o la incursión por los 
empleados en prohibiciones "(8) contemplándose que dan lugar a la 
destitución; además también se consideran sanciones: La amonestación 
escrita y censura con anotación en la hoja de vida a cargo del superior 
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inmediato; multa hasta cierta cuantía y suspención hasta por 30 días, a 
cargo del Jefe del organismo o dependencia regional y la destitución por la 
autoridad nominada. 
La imposición de las anteriores sanciones señaladas no impide la 
posibilidad de que se inicie un procedimiento disciplinario ante la 
Procuraduría General de la Nación, quien está autorizada por la 
Constitución para super vigilar la conducta de los funcionarios públicos. 
Cabe aclarar que dicho procedimiento disciplinario es independiente de la 
responsabilidad penal, cuya responsabilidad alcanza a los empleados que 
hayan cesado en sus funciones y la acción prescribe en cinco años. 
En este sistema administrativo encontramos establecido el servicio 
civil de carrera administrativa, en la Ley 13 de 1984, el cual está regulado 
por el Consejo Superior del Servicio Civil que estará integrado por una 
representación de los partidos liberal y conservador, el jefe del 
departamento administrativo, el director de la Escuela Superior de la 
Administración Pública, un representante elegido por los empleados y 
representantes del Congreso Nacional. 
La realidad de la carrera administrativa es declarada en el informe 
del Departamento Administrativo del Servicio Civil al Congreso y el cual 
menciona "A escala nacional puede decirse que ha existido un cierto 
empeño en la puesta en marcha de la carrera; de otro lado, no obstante, 
por razones de pragmatismo político, se ve en ella un estorbo a! libre 
nombramiento de funcionarios y una traba para remplazar a aquellos que 
la demanda política exige. No hay confianza en los niveles superiores de la 
administración en los beneficios de la carrera ni se cree que a través de 
sus mecanismos se recluta el personal más idóneo. A escala departamental 
y municipal este buen propósito de tecnificación del Estado ha sido 
prácticamente inexistente ".(9) 
Paraguay - " artículo 203. El Tribunal de Cuentas será 
dividido en dos salas. La primera tendrá competencia exclusiva en los 
juicios contenciosos-administrativos; la segunda, en el control de las 
cuentas de inversiones del Presupuesto (i ene ral de la Nación, sobre 
cuya ejecución informará anualmente al Poder Ejecutivo y a la 
Cámara de Diputados. La Ley podrá ampliar sus atribuciones "(l(1) 
Uruguay.- "Artículo 208. (a) El Tribunal de Cuentas estará 
compuesto por siete miembros que deberán reunir las mismas 
calidades exigidas para ser Senador, (b) Serán designados por la 
Asamblea General por dos tercios de votos del total de sus 
componentes. Regirán a su respecto las incompatibilidades 
estableadas en los artículos 123, ¡23, 124 y ¡25. (c) Sus miembros 
cesarán en sus funciones cuando la Asamblea general, que sustituya a 
la que los designó, efectué los nombramientos para el nuevo período, 
(d) Podrán ser reelectos y tendrán cada uno de ellos, tres suplentes 
para los casos de vacancia, impedimento temporal o licencia de los 
titulares".(U) 
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Solivia.- "Artículo 154.- Habrá una oficina de contabilidad y 
controlador fiscales que se denominará Contraloría General de la 
república. La ley determinará las atribuciones y responsabilidades 
del Controlador General y de los funcionarios de su dependencia. El 
Controlador General dependerá directamente del Presidente de la 
República, será nombrado por este de la terna propuesta por el 
Senado y gozará de la misma inamovihdad y período que los 
Ministros de la Corte Suprema de Justicia" 
Chile- "Artículo 87.- (a) Un organismo autónomo con el 
nombre de Contraloría General de la República ejercerá control de la 
legalidad de los actos de la Administración, fiscalizará el ingreso y la 
inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los 
demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinará y 
juzgará las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de 
esas entidades; llevará la contabilidad general de la Nación, y 
desempeñará las demás funciones que le encomiende la ley orgánica 
constitucional respectiva, (b) El Controlador General de la República 
será designado por el presidente de la República con acuerdo del 
Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio, será 
inamovible en su cargo y cesará en él al cumplir 75 años de edad'\iX^) 
Ecuador - "Artículo 113.- La Contraloría General del Estado 
es el organismo técnico y autónomo que controla el manejo de los 
Organo Contralor Inspector General , se puede consultar medio electrónico. Internet, 
h t tp / w w w georgetown.edu/Lat A m e r Poht ica l /Conipora t i \c /Conse jo /Cont ra lor ia /mot 263 html 
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recursos públicos y la normal i viciad y consolidación contable de los 
mismos, el control sobre los bienes de propiedad de las entidades del 
sector Público y la asesoría y reglamentación para los fines indicados 
en este artículo. La vigilancia de la Contraloría se extiende a las 
entidades de derecho privado que reciban subvenciones estatales, en 
lo relativo a la correcta utilización de las mismas. 
Per ú.-"Articulo 145.- (a) La función de uniformar, centralizar 
y consolidar la contabilidad pública así como la de elaborar la 
Cuenta General, corresponden al Sistema Nacional de Contabilidad, 
el cual además propone las normas contables que deben regir en el 
E.- Estados Unidos de América. 
El Sistema Norteamericano, atribuye al Senado Federal la facultad 
exclusiva de juzgar a todos los altos funcionarios, es decir a los dotados de 
inmunidad incluyendo al Presidente de la República, pero en este último 
supuesto debe dirigir los debates el Vicepresidente y no la Suprema Corte 
de Justicia; de conformidad con el artículo I sección II, inciso C de la 
Constitución Federal de 1787. 
En un estudio realizado por Alexis Tocqueville, en su clásico libro 
sobre la Democracia en América, sostuvo que la ventaja del juicio político 
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norteamericano sobre el inglés era que no aplicaba penas judiciales, sino 
solo sanciones politicas de destitución por lo que, correspondía a los jueces 
ordinarios conocer de los mismos hechos tipificados como delitos; 
situación que no sucedía en Inglaterra o en Francia en donde era la misma 
Camara de Lores en el primero, y el Senado en el segundo, quienes 
aplicaban las penas; afectando de sobremanera la división de poderes; 
criterio que fue compartido por el tratadista y magistrado en la Corte 
Suprema de Norteamérica, Josephstory. 
En este país encontramos que el control de la responsabilidad 
administrativa que se efectúa a través de la Oficina de Administración y 
Presupuesto dependiente del Departamento del Tesoro y a través de 
organismos sui generis, por tratarse de un sistema jurídico sajón; sin 
embargo existe una norma de conducta de los empleados del Organo 
Ejecutivo de los Estados Unidos, el que contiene: "i.- Orden ejecutiva 
¡2674 primera parte y 2.- reglamento de la parte 2635 del titulo 5 del 
código de! reglamento Federal" 
En los cuales encontramos y resumimos las siguientes obligaciones y 
que serán sancionados, siempre y cuando actúen de mala fé. " a) El 
servicio público exige lealtad a la legislación. Por ser este servicio un 
patrimonio de carácter público, exige de los empleados la lealtad a la 
Constitución, a las leyes, a los principios éticos y a los reglamentos 
supletorios de las agencias del gobierno de los Estados Unidos de 
Norteamérica, por encima de las ganancias personales, b) Intereses 
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financieros. Los empleados públicos no deben poseer intereses financieros 
que estén en conflicto con el desempeño concienzudo de sus deberes, es 
decir, estará impedido para conocer de los asuntos relacionados con su 
propio interés o de su cónyuge, hijos o socios, a excepción de los casos 
señalados por ¡as disposiciones legales (sección 2635.402 de las 
NECEOEEU). c) Guardar la reserva del conocimiento e información con 
motivo de su cargo. Los empleados no deberán participar en transacciones 
financieras utilizando información del gobierno que no es pública, ni 
permitir el uso impropio de dicha información para beneficio de ningún 
interés particular (sección 2635.703 de las NECEOEEU). d) Abstenerse de 
recibir dinero o regalos de! ejercicio de sus funciones. Un empleado por 
razón de su cargo, no debe solicitar ni aceptar regalo alguno, ni ningún 
otro artículo de valor monetario de ninguna persona o entidad que busque 
una acción oficial de, hacer negocios con, o llevar a cabo actividades 
reguladas por la agencia del empleado; o cuyos intereses puedan ser 
afectados substancialmente por el desempeño o no desempeño de los 
deberes del empleado, así como aceptar regalos de subalternos, este último 
a excepción de los casos señalados en las disposiciones legales (subpartes 
b y c de las NECEOEEU). e) No comprometer al gobierno. Sin 
autorización, los empleados no deben estar comprometidos ni hacer 
promesas de ningún tipo, dando a entender que comprometen al gobierno 
de los Estados Unidos de Norteamérica, f ) No sacar provecho por el cargo. 
El empleado no debe aprovechar su cargo público para obtener ganancias 
particulares (sección 2635.702 de las NECEOEEU). gj Imparcialidad en 
sus actividades. Los empleados deben aprovechar imparcialmente y no dar 
tratamiento preferencial a ninguna organización privada ni a individuo 
alguno (sección 2635.502 de las NECEOEEU). h) Contratación, 
adquisición y enajenación de los bienes públicos. Los empleados deben 
proteger y conservar la propiedad federal, y no deben usarla para 
actividades que no sean autorizadas (sección 2635.704 de las 
NECEOEEU). ij No desempeñar o realizar funciones de otro cargo o 
comisión oficial o particular. Los empleados no deben llevar a cabo 
trabajos fuera de su empleo. Incluso buscar o negociar empleos que estén 
en conflicto con sus deberes y responsabilidades gubernamentales (sección 
2635.502, subparte f y 2635.802 de las NECEOEEU). j) Denunciar por 
escrito cualquier falta de que tenga conocimiento. Los empleados deben 
denunciar a las autoridades correspondientes cualquier despilfarro, 
fraude, abuso y corrupción de que tengan conocimiento, k) Cumplimiento 
de sus obligaciones. Los empleados deben cumplir de buena fe sus 
obligaciones como ciudadanos, incluso todas sus obligaciones financieras 
justas, especialmente las que las leyes impone, como impuestos federales, 
estatales o locales (sección 2635.801 y 2635.809 de las NECEOEEU) l) 
Igualdad de oportunidades. Los empleados deben adherirse a todas las 
leyes y reglamentos que ofrecen igualdad de oportunidad a todos los 
ciudadanos estadounidenses, sea cual fuere su raza, sexo, origen nacional, 
edad o impedimento, mj Desempeñar labores con la mayor diligencia 
posible, observando buena conducta. Los empleados deben esforzarse por 
evitar cualquier acción que aparente estar violando las leyes o las normas 
de ética que se estipularon anteriormente, n) Honestidad. Los empleados 
deben llevar a cabo sus deberes empeñándose por realizar un esfuerzo 
honesto, (sección 2635.501 de las NECEOEEU) ".<l6) 
3.-Legislación Europea. 
1,61 Op.c i t . .ps .214.215 y 216. 
A.- Inglaterra. 
El Sistema Inglés inicia por la acusación de la Cámara de los 
Comunes ante la de los Lores la cual se constituye para este efecto como 
"High Court of porliament" (Cámara Alta del Parlamento), que actúa como 
órgano revisor respecto de los altos funcionarios del organismo ejecutivo, 
es decir del gobierno; con la característica especial de que las sanciones que 
aplican no solo son de carácter político sino también penal, debido a que 
resuelven sobre la culpabilidad del presunto responsable. El ejemplo más 
dramático lo constituye la sanción impuesta en 1694 a Carlos I, que 
consistió en su ejecución ordenada por Oliverio Cronwel, líder del 
parlamento en ese entonces. 
B.- España. 
Los antecedentes del tema en España se remontan a épocas en que 
las cortes de Valencia sancionaban los actos de los oficiales del Rey. 
Este sistema se le ha considerado judicialista, en virtud de que la 
decisión final tanto en la responsabilidad política y penal, contra los altos 
funcionarios la aplica el órgano supremo del poder judicial. 
La Constitución de Cádiz de 1812 fundamentó la creación del 
Tribunal de Mayor de Cuentas el que fue creado en 1828 como un órgano 
colegiado de naturaleza gubernativo y Judicial, la cual se ejercía con 
carácter de delegado del rey, ya que a el le pertenecía la potestad de juzgar, 
en 1851 fué reorganizado sobre bienes modernos, conservando su carácter 
supremo en la parcela jurisdiccional (judicial) tiempo despues en 1931 en 
la Carta Republicana se adopta el ejemplo de la Constitución austríaca de 
1920, ya que su artículo 92 se dispone que la responsabilidad por 
infracciones a la Constitución y a las leyes debía exigirse ante las Cortes, a 
las cuales correspondía ejercer la acusación ante el Tribunal de Garantías 
Constitucionales. 
Actualmente la Constitución de 1978, establece la creación del 
Tribunal de cuentas, el que en su artículo 136 establece la obligación a 
toda persona que maneje caudales o efectos de la Hacienda estará obligado 
a responder de su manejo al Tribunal de Cuentas; este concepto es 
semejante al que regula nuestra Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos en relación a la determinación que se hace del servidor 
público. 
La ley de Funcionarios Civiles del estado regula la responsabilidad 
ante las Cortes, una vez que el tribunal de Cunetas comunique las 
infracciones o responsabilidades en que hubiere incurrido algún 
funcionario y las cuales se resumen en la siguientes descripción: "a) 
Desempeñar ¡as labores con ¡a mayor diligencia posible, observar buena 
conducta y respetar a las personas que atiendan. Los funcionarios públicos 
en el desempeño de sus atribuciones deberán guardar sigilo riguroso y 
respeto de los asuntos que conozca por razón de su cargo (artículos 80 y88 
inciso c, de la LFCE). b) Guardar la reserva de los asuntos que lleguen a 
su conocimiento con motivo de su trabajo .Los funcionarios públicos 
deberán guardar sigilo riguroso y respeto de los asuntos que conozca por 
razón de su cargo (artículos 80 y 88, inciso c, de la LFC 7i). c) Respeto a 
sus superiores e inferiores. Los funcionarios deberán colaborar lealmente 
con respeto y obediencia hacia sus superiores jerárquicos, además 
deberán tratar con esmerada corrección y apoyo a sus inferiores (artículos 
76 y 79 de la LFCE). d) No desempeñar o realizar funciones de otro cargo 
o comisión oficial o particular. Los funcionarios públicos están impedidos 
a desempeñar ejercicios de cualquier cargo, projesum o actividad que 
impida o menoscabe el estricto cumplimiento de sus deberes, así como 
desempeñar otro cargo de la administración estatal ( 82-86 de la LFCE). 
e) Supervisión y denuncia por escrito de responsabilidad administración de 
subalternos. Los funcionarios públicos que tengan a su cargo personal de 
la administración pública, no deberán tolerar, cubrir o inducir a la 
comisión de una falta porque incurrirán en responsabilidad (artículo 90 de 
la LFCE). f ) Cumplimiento de las disposiciones jurídico administrativas. 
Los funcionarios públicos están obligados a acatar los principios 
fundamentales del movimiento nacional (Constitución Política de Fspaña) 
y demás leyes fundamentales (artículos 76 y 88 inciso e de la LFCE) ".íl7) 
C.- Francia 
Aunque la Institución de las Cortes de Cuentas tiene una gran tradición 
histórica en Francia ya que en la Declaración de Derecho del Hombre y del 
Ciudadano del 26 de agosto 1789, se establecía en el artículo 14: " todos los 
ciudadanos tienen el derecho de unificar por si mismo, o por sus 
representantes la necesidad de la contribución pública, de aceptarla 
O p c i l .ps .211 214 
libremente, de vigilar su empleo y determinar la cuota, la base, la 
recaudación y la duración,,(l8) en su Constitución actual no se establece 
ningún mecanismo de control ni para el gasto público ni para regular las 
faltas cometidas por sus funcionarios públicos ; sin embargo crea el 
Consejo Económico y Social que es un órgano de consulta para la Corte de 
Cuentas, la que aun conserva mucha de la organización y composición que 
le estructuró el Emperador Napoleón Bonaparte, ley de 16 de septiembre 
del 1807. 
Por primera ocasión en el estudio que realizamos del derecho 
comparado aparece la figura del "porquet" Ministro Público, la cual es 
representada por el Procurador General quien delega funciones a un 
consejero de primera clase para que intervenga en la Corte de Cuentas 
verificando que los responsables presenten sus cuentas en los plazos fijados 
por la ley, así como fiscalizar la actuación de las Cámaras de la Corte, 
convirtiéndose en un control dentro del sistema de control, aspecto que no 
habíamos encontrado en los demás legislaciones y que seguramente será 
muy conveniente a los intereses públicos. 
La Corte de Cuentas en Francia tiene atribuciones jurisdiccionales y 
constitucionales prioritariamente, mientras que las de orden administrativo 
son ejercidas fundamentalmente por autoridades administrativas de orden 
inferior de conformidad con la ley que determina los derechos y las 
obligaciones de los funcionarios y que resumimos a continuación: 
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"a) desempañar las labores con la mayor diligencia posible, observar 
buena conducta, respetar a las personas que atiendan. Los funcionarios 
públicos consagran íntegramente su actividad profesional a las labores 
que les son confiadas, y tienen el deber de satisfacer las solicitudes de 
información del público (artículos 27, primer párrafo y 28, primera parte 
párrafo de la LDLOF). b) Guardar la reserva de los asuntos de que tengan 
conocimiento con motivo de su trabajo. Los funcionarios están obligados 
al secreto profesional en el ámbito de la normatividad institucional del 
Código Penal, asi como de sus actos, informes o documentos de que tengan 
conocimiento en el ejercicio de sus funciones (artículo 26 de la LDLOF). c) 
respeto hacia sus superiores e inferiores Todo funcionario publico debe 
someterse a las instrucciones de sus superiores, salvo en los casos en que 
la orden dada sea manifiestamente ilegal (artículo 26 de la LDLOF). d) No 
desempeñar o realizar funciones de otro cargo o comisión oficial o 
particular. Los funcionarios no pueden ejercer a título profesional una 
actividad privada lucrativa de ninguna naturaleza; las condiciones en las 
cuales quede excepcionalmente derogada esta prohibición se encuentran 
determinadas por el Consejo del Estado (artículo 28, segunda parte del 
primer párrafo , de la LDLOF".(,9) 
El parlamento en Bélgica nombra a los miembros del Tribunal de 
Cuentas el cual sigue los parámetros establecidos por la legislación 
francesa debido a su cercanía con este país. Este tribunal si se encuentra 
establecido en la Constitución y su funcionamiento lo detallan sus leyes 
reglamentaria y orgánica del mismo; los que le dan un carácter 
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jurisdiccional y administrativo. El resultado de sus observaciones, son de 
especial interés para el parlamento en el proceso de creación de la ley del 
presupuesto ya que se le considera la piedra angular del mismo. Sus 
resoluciones se pueden recurrir a través del recurso de revisión ante el 
mismo tribunal o ante la corte de casación. 
D.- Italia 
En la antigua Roma encontramos el estudio de la cosa pública el que 
se desenvuelve a través de toda la historia de Italia, actualmente en su 
Constitución (promulgada el 27 de diciembre de 1947) se establece el 
Tribunal de Cuentas como órgano de control presuntivo de legitimidad de 
la gestión del presupuesto del Estado, el cual ejercerá de forma preventiva; 
tendrá su sede en Roma; y en ella también interviene el Procurador General 
desempañando funciones del Ministerio Público; sus miembros son 
inamovibles; sus decisiones pueden ser impugnadas por el recurso de 
nulidad ante la Corte de Casación. 
En la ley 20 de enero de 1962 denominada Normas sobre el 
Procedimiento y Juicios de acusación, disponen que corresponde a la Corte 
Constitucional la facultad de juzgar al Presidente de la República y a los 
Ministros integrantes del gobierno; debiendo intervenir 16 miembros 
designados al comienzo de cada legislatura, los cuales serán escogidos 
entre los ciudadanos comunes que reúnan los requisitos para ser electos 
Senadores. 
En dicho ordenamiento de Constitucional de la República Italiana se 
establece los organismos aplicables del Consejo de Cuentas en su articulo 
100 que a la letra dice: 
"El Consejo de Estado será un organismo de asesoramiento 
jurídico administrativo y de tutela de la justicia en la 
administración. 
El Tribunal de Cuentas ejercerá el control preventivo de 
legitimidad de los actos del gobierno y también el control 
posterior sobre la gestión del presupuesto del listado. 
Participará en los casos y en la forma que establezca la ley, en 
la inspección de la gestión financiera de las entidades a las que 
el estado subvenciona por vía ordinaria. Comunicará 
directamente a las Cámaras los resultados de la verificación 
efectuada. 
La ley asegurará la independencia de los organismos (el 
Tribunal de Cuentas y el Consejo Nacional de Economía y 
Trabajo) y de sus miembros frente al gobierno ".(20) 
La Corte de Cuentas de Italia, con sede en Roma, está dividida en 
tres secciones: una de controlador y dos jurisdiccionales. Está integrada por 
un presidente general, tres presidentes de sección; veintitrés consejeros, un 
procurador general; tres viceprocuradores generales; veinticuatro primeros 
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refrendarios y treinta refrendarios. 
El Presidente General de la Corte preside todas las secciones. El 
Procurador General y los Viceprocuradores Generales desempeñan las 
funciones propias del Ministerio Público. 
La Corte de Cuentas actúa como Tribunal de primera y ultima 
instancia, siendo tribunal de apelación de las providenciales y comunales, 
resueltas por los consejeros de prefectura. La sección de controlador 
delibera en las observaciones producidas por los Consejeros delegados, que 
actúan en los ministerios, por actos o decretos contrarios a las leyes y 
reglamentos. 
Después de haber realizado este breve análisis comparativo entre los 
diferentes legislaciones Americanas y Europeas encontramos que la 
responsabilidad de los servidores públicos es nota característica en cada 
uno de ellos, por lo que podríamos tomar algunos ejemplos para adaptarlos 
a nuestra Legislación a fin de mejorarla, como es el hecho de que en 
algunos países, es el Poder Legislativo, a través de su departamento de 
Contraloría quien lleva a efecto el control y revisión de la actuación de los 
servidores públicos. 
C A P I T U L O C U A R T O 
La Potestad Punitiva del Estado 
1.- Introducción. 
El derecho, entendido como el conjunto de normas jurídicas que 
regulan la vida del hombre en sociedad, tiene como principal misión 
garantizar la convivencia social por lo que todo aquello que se oponga a la 
misma debe ser reprimido por el Estado, mediante el cual actúa la sociedad. 
Esta actividad, que constituye el derecho punitivo sería innecesaria si los 
seres humanos respetáramos voluntariamente las normas jurídicas, evitando 
la aplicación de ese derecho sancionador que regula el incumplimiento de 
nuestros deberes el que se traduce en una actividad ilícita, la que pone en 
peligro o lesiona un bien jurídico tutelado por el Derecho. 
Es un acto inherente al hombre repeler la agresión que representa la 
conducta ilícita; sin embargo a través de la evolución de la humanidad, y la 
creación del Estado, solo a este corresponde el derecho y el poder de 
sancionar las conductas ilícitas, quien no tiene más limites que la razón y la 
justicia. 
Para la sociedad, el poder punitivo, aparece desde que el hombre tiene 
conciencia de lo ilícito, la pena nace de la función de la defensa social, sin la 
que sería imposible mantener el orden público; ya que la actuación injusta 
crea sentimientos intrínsecos de la necesidad de restaurar en el bien jurídico 
lesionado, además de protegerlo de la repetición del ilícito por el mismo 
sujeto o por otro que quisiera imitarlo; es por ello que la raíz de la función 
expiatoria de la pena la encontramos en la necesidad del ser humano de 
satisfacer nuestro espíritu de justicia. 
La norma punitiva, que nace de la violación a una obligación, se 
compone de la descripción de una conducta que configura la infracción y el 
señalamiento de la pena. De ese mandato de obrar o de abstenerse en 
abstracto, en cuanto vale para todos, y del que surge para el Estado la 
pretensión a la obediencia del mismo; nace el "Derecho Sancionador" por 
lo que al cometerse el acto ilícito automáticamente observamos una 
conversión de esta norma; la primera relación de obediencia abstracta es una 
nueva relación "Jus Puniendr consistente en la obligación que tiene el 
infractor de sufrir la pena y el derecho que le corresponde al Estado de 
aplicarla. 
El Estado en razón de su Soberanía e Imperio; ejerce la potestad de 
castigar los ilícitos, potestad que se traduce en autoridad de disciplinar 
dentro de los únicos limites de legalidad prescritos por el mismo de esta 
autolimitación del Estado Soberano, surge un Derecho Subjetivo para el 
individuo, consistente en exigir que los órganos de la autoridad encargados 
de aplicar el "Jus Puniendiobren dentro de los limites que marca la ley. 
2.- La Potestad Sancionadora de la Administración 
Si trasladamos los anteriores conceptos a la actividad regulada por el 
Derecho Administrativo nos encontramos con que existe una corriente de 
tratadistas que pretenden crear una disciplina autónoma denominada 
Derecho Penal Administrativo(1) integrada por un conjunto de normas 
especialmente para regular el ilícito administrativo en sus modalidades de 
delitos y faltas o infracciones administrativas. Dicha doctrina nació en 
Alemania, en una primera etapa, James Goldshmitd, considera que existen 
violaciones al orden jurídico es decir, quebrantamientos a los bienes 
jurídicos individuales, a través de conductas violatorias de deberes morales; 
y violaciones a las normas de Administración Pública protectoras del bien 
común o Estatal, en la que la obediencia es contra un orden administrativo, 
consistiendo el elemento material del ilícito en el quebrantamiento de un fin 
administrativo; surgiendo de dicho ilícito una pena que nace del poder 
punitivo autónomo de la administración. 
Para Goldshmitd el ilícito administrativo es diferente al ilícito criminal 
de lo que se deriva que el delito administrativo es distinto del criminal, ya 
que la conducta antiadministrativa, se traduce en la omisión de prestar ayuda 
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a la Administración dirigida a favorecer el bienestar público; no como bien 
jurídico, sino como objeto de tutela de la administración; mientras que en el 
delito criminal hay un menoscabo en los bienes jurídicos individuales que 
gozan de la protección del derecho penal. 
Eusebio Gómez comparte esta teoría afirmando que toda vez que el 
derecho penal administrativo y el derecho penal ordinario comparten 
semejanzas, difieren en la finalidad y que "no se traía de prevenir hechos 
contrarios a la convivencia social, sino la de asegurar el orden 
administrativo, el desenvolvimiento normal de la actividad administrativa, 
sus sanciones aunque de orden coercitivo, como las del derecho penal 
ordinario, tiene una función distinta'\(2) 
García Oviedo considera que la administración tiene un derecho penal 
autónomo, lo que explica diciendo: "El correctivo y disciplinario en la 
Administración realiza una función judicial penal, mediante la cual toma 
directamente a su cargo la defensa de sus derechos e intereses contra un 
determinado orden de transgresiones punibles, la noción de lo ilícito 
administrativo y de un derecho penal administrativo es una realidad". 1 ^ 
Benjamín Villegas estima que la distinción entre el delito y 
contravención se encuentran en una diferente fisionomía que presentan 
ambos hechos ilícitos; ya que en "El régimen de la prescripción y de la 
acción y de la pena, obedece en el Derecho Penal a otros principios, las 
2 Migue) Acosia Romero > Edua rdo López Bclancur t . Deli tos Especiales . Ed Por rua . México. 1989. p. 23 
3 Ga rc í a Ociedo. Derecho A d m i n i s t r a d o . Ed E I S A . Madr id . 1968 ed. 9a. Apud Miguel Acosta Romero. 
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condiciones personales del agente, que son tenidas en la cuenta por el 
Derecho Penal no juegan "principaliter" en la contravención; la 
incriminación de los hechos es mucho más restringida en el delito que en la 
contravención, la sanción en la contravención puede ser aplicada a 
personas de existencia ideal, mientras que la sanción en el delito es 
aplicable al hombre, en la contravención puede alcanzarse en la gente a 
las consecuencias del hecho, lo que es inadmisible es el Derecho Penat\l4) 
El citado autor señala que el carácter de la sanción es un punto en el que 
coinciden el derecho penal y el administrativo, ya que la pena se aplica por 
igual a los delitos que a las controversias administrativas y por consecuencia 
el principio de nula poena sine lege también rige en esta última materia. 
Entre los tratadistas que comparten este mismo criterio; se encuentran 
Enrique Sayaqués Lozao quien manifiesta que: "La tendencia más acertada 
es afirmar la existencia de sanciones administrativas con caracteres 
distintos de las penas penales. "h > Ya que en la mayoría de los países no 
hay diferencia entre la naturaleza de los hechos que configuran delitos y 
faltas administrativas; y los criterios de diferenciación dependen de múltiples 
factores como; la naturaleza del orden jurídico vulnerado, la necesidad de 
una reparación más intensa; las modalidades de lugar y tiempo son las que 
entre otras características toma en cuenta el legislador para diferenciar entre 
la creación de un delito o una infracción administrativa; lo anterior se deduce 
de la siguiente información que menciona Soyaqués Lazao "La diferencia 
entre las infracciones y las sanciones penales y administrativas esta dada 
(4) B e n j a m í n Vil legas . Derecho Adminis t ra t ivo . Ed. T ipográ f ica Argen t ina 1949 A p u d Migue l Acosta Romero. 
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por el derecho positivo ".(6) 
Para Félix Sarria, la Administración Pública crea disposiciones normativas 
que tienen como finalidad garantizar el cumplimiento de sus propios fines, 
entre los que se encuentran la pena administrativa, lo que se determina como 
consecuencia a la desobediencia del mandato; para el citado autor, la 
diferencia fundamental entre el derecho criminal común, y el derecho penal 
administrativo, se encuentran en, la imputabilidad, base del primero, 
mientras que en el segundo es una cuestión secundaria o en ocasiones 
inexistente. 
Existe una corriente doctrinal contraria a la anterior, que considera a 
la represión de las infracciones administrativas como una rama del derecho 
penal ordinario, en virtud de que tanto estas como los ilícitos penales, tienen 
el mismo objetivo que es el de proteger intereses superiores de índole moral; 
tanto unas como las otras constituyen verdaderas violaciones al orden 
jurídico, por lo que los defensores de esta posición sustentan la unidad 
conceptual del derecho, y les resulta inadmisible una indebida parcelación 
del mismo, derivada de la pretensión de dar autonomía dogmática a una 
materia que simplemente constituye una especialidad del derecho penal. 
Para Edmundo Mezguer: Es una cuestión extraordinariamente difícil y 
debatida, deslindar el delito de policía o contravención administrativa, del 
delito criminal. El llamado delito de policía no es objeto del derecho 
6 En r ique S a \ a q u e z Lazao. T ra tado de Derecho Adminis t ra t ivo Montev ideo Uruguav. 1974. ps 427 y 
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Administrativo, sino parte integrante del derecho penal; por tanto, debe 
afirmarse que "El llamado delito de policía o delito administrativo cae bajo 
las reglas del derecho Penal'' Mancini, "Reconoce que el derecho penal 
administrativo es auténtico derecho penal y les son aplicables los 
principios generales de este ".(8) 
Arturo Rocco, basa su teoría de la identidad entre el llamado derecho penal 
administrativo y el derecho penal común, en el hecho de que el delito y la 
contravención son figuras jurídicas penales, idénticas en razón del genero al 
que pertenecen; ya que ambos ilícitos comparten el genero próximo de las 
ilicitudes de las acciones antijurídicas como también de los hechos ilícitos 
del derecho privado y público; lo que deducimos de la siguiente 
manifestación: "todo hecho ilícito es en realidad, una acción humana 
imputable ilícita y dañosa. En este sentido todos los delitos y 
contravenciones son ciertas violaciones y ofensas al derecho, 
transgresiones de la ley. Es manifiesto que delito y contravención son 
ambos delitos. "(9) 
Una vez expuestas las dos corrientes anteriormente señaladas; es 
necesario distinguir dentro del ilícito administrativo, las conductas que aun 
compartiendo la misma naturaleza administrativa constituyen verdaderos 
delitos de aquellas otras que son señaladas como infracciones o faltas 
administrativas por el derecho vigente. 
E d m u n d o M e z g u e r S t ra f r rech . en Lelirbuch. M u n i c h . Berl in. 1933-1949. ed 3. Apud Miguel Acosta 
Romero . O p cu . , p .25 . 
(8 M a n / i n i . Vicenzo \ t rat tato d e Diritto Penale . I tal iano. Tur ia . 1961-1964. voi p n m c r o . Apud Miguel 
Acosta Romero O p cit . . p. 24. 
l9) Ar turo . Rocco. O p r e Guind iche . L ' agge t to del reatue dela giur idica penale . R o m a . 1932. vol i . 
Apud .MigueI Acosta R o m e r o Op.ci t . . p.25. 
Consideramos que es importante aclarar que la terminología empleada 
al hablar de infracciones, a contribuido en la conñisión del denominado 
derecho penal administrativo; ya que la mayoría de las leyes administrativas 
tienen un capítulo de sanciones en el que prevén delitos e infracciones, sin 
embargo el término de infracción es utilizado indistintamente para señalar 
una falta administrativa o el hecho constitutivo de un delito. 
Estamos ciertos que todos los delitos, independientemente de su 
ubicación sistemática, son contrarios al orden público y forman parte del 
derecho penal, mientras los ilícitos administrativos que no constituyen 
delito, son faltas administrativas que pertenecen al derecho Administrativo. 
Al respecto el maestro Serra Rojas nos dice: "La infracción administrativa 
es el acto u omisión que definen las leyes administrativas y que no son 
considerados como delitos por la legislación penal por considerarlas faltas 
que ameritan sanciones menores "iU)) 
Como podemos observar la doctrina a confundido el término de 
infracción, al utilizarlo indistintamente para determinar diferentes conceptos. 
Para el objeto de la presente investigación limitaremos el término de 
infracción a los fines del Derecho Administrativo. 
Reenliart al respecto menciona; "Depende de la concreta gravedad 
Maltes . Herniz , Problemas de De recho Penal Adminis t ra t ivo . Revista de Derecho 
P r ivado .Madr id .p . l .Apud . . Miguel Acosta Romero . O p . c i t . p 26 
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calificada como hecho punible o como falta administrativa "tU) 
Por lo que, dicho autor considera que es una diferencia cualitativa la 
que existe entre ambos ilícitos, ya que solamente en los hechos punibles 
criminales se muestra un bien jurídico claramente perfilado, mientras que la 
falta administrativa, esta constituida no por un ataque material a los bienes 
protegidos, sino por la insubordinación, por la desobediencia, por la 
negligencia en el cumplimiento de las disposiciones administrativas de 
seguridad, amenazando a menudo la perturbación de la actividad 
administrativa del Estado; y su sanción a diferencia de la del delito que esta 
impuesta por un acto jurisdiccional, es consecuencia de actos meramente 
administrativos, y generalmente son menos severas que las impuestas por el 
tipo penal, ya que sus caracteres son distintos, y están dados por el Derecho 
Positivo. 
3.- Fundamento Constitucional. 
El Derecho Administrativo, inspirado en el interés publico y el 
mantenimiento del orden jurídico, consagra la potestad sancionadora de la 
Administración Pública, a través de las infracciones administrativas, que son 
hechos ilícitos que no constituyen delito y que encuentran su fundamento 
constitucional en el artículo 21 el cual establece: 
"La imposición de penas es propia y exclusiva, de la 
(11) Reenhor t . Maurach . Deluschs. Slrafreclil . Kars ruche . Cofo. Mul le r . 1958. Apud Miguel Acosta 
Romero . O p cit.. p 27 
autoridad judicial. La persecución de los delitos incumbe al 
Ministerio Publico y a la Policía Judicial, la cual estará bajo 
la autoridad y mando inmediato de aquel. Compete a la 
autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las 
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las 
que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por 
treinta y seis horas; Pero si el infractor no pagare la multa 
que se hubiese impuesto, se permutara esta por el arresto 
correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y 
seis horas. 
Si el in fractor fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá 
ser sancionado como mulla mayor del importe de su jornal o 
salario de un día. 
"Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa no 
excederá del equivalente a un día de su ingreso". í l 2 ) 
En el anterior precepto observamos que, nuestra Carta Magna, 
traslada el espíritu del constituyente del 57, que estableció también en su 
artículo 21, la competencia para la autoridad administrativa de castigar las 
infracciones a los reglamentos de policía, el cual tenía la siguiente redacción: 
"La aplicación de las penas, propiamente como tales, 
es exclusiva de la autoridad judicial, la política y la 
administrativa solo podrán imponer, como corrección hasta 
12 Const i tuc ión Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos . O p . c i t . p 18 
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quinientos pesos de multa o hasta un mes de reclusión en el 
caso y modo que expresamente determine la ley"(]i) 
Este principio fue corregido por las reformas del Código Penal de 
1891 y las realizadas al Código de Procedimientos Penales de 1894 que al 
reglamentar el artículo 21 constitucional, el citado Código Penal en su 
artículo quinto definía las faltas como infracciones de los reglamentos o 
bandos de policía y buen gobierno, tipificándolas en cuatro clases según su 
gravedad, disponiendo que las faltas no comprendidas en el código serían 
castigadas con arreglo a los reglamentos o bandos de policía y buen 
Gobierno; regulando por su parte el código de procedimientos citado, que las 
faltas en general se castigarían gubernativamente mientras no dispusiera otra 
cosa el Código de Procedimientos. 
"Principio que fue trasladado al código penal de }912 que en su 
libro IV de las faltas, capítulo I de reglas generales, estableció: art. ¡145, 
el castigo de las faltas corresponde, por regla general, a la autoridad 
gubernativa" ,<14> 
Indudablemente que existe una continuidad de espíritu, con respecto 
del artículo 21 de la Constitución de 1917 y el 21 de la de 1857 por lo que se 
refiere a las facultades de las autoridades administrativas para imponer 
sanciones económicas y arrestos calificados de correccionales de acuerdo 
con las leyes de policía y bandos de buen gobierno. Tesis que fue 
13 Miguel Angel . García Domínguez . Derecho Fiscal Penal Ed Porrua. México . 1994. p 43. 
<14) T raba jos de Revisión del Código Penal . Provéelos de Reforma > Exposic ión de motivos, de tip de la 
of icina impresora de las es tampi l las . México 1912. T o m o II. p 394 
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corroborada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia, la cual 
fue muy clara al establecer que la autoridad administrativa, solo puede 
imponer sanciones a los infractores a través de un procedimiento que respete 
el derecho de defensa de los mismos, en virtud de una resolución 
debidamente fundada y motivada, de acuerdo con los lincamientos de los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tesis que a continuación se 
transcriben: 
INFRACCIONES, AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.- Si bien es 
cierto que la Constitución las faculta para castigar las infracciones a ¡os 
reglamentos gubernamentales y de policía, también lo es que la imposición 
de tales castigos debe ser, no al arbitrio de quien los impone, sino con 
estricta sujeción a lo que disponga por los mismos reglamentos u otra ley, 
en lo que no se opongan al artículo 21 constitucional. " 
Apéndice al Semanario judicial de ¡a f ederación, 1975, tercera parte, 
segunda sala, tesis 417, pág. 693. 
'•INFRACCIONES, SANCIONES IMPUESTAS POR AUTORIDADES 
ADMINISTRATIVAS. FUNDATENTACION.- Si bien conforme al artículo 
21 constitucional, tienen facultades para castigar las faltas, también lo es 
que se deben fundar debidamente sus determinaciones, citando la 
disposición municipal, gubernativa o de policía, cuya infracción se 
atribuye al interesado, y si no cumplen con tales requisitos, violan las 
garantías consignadas en el artículo 16 de la Constitución 
Apéndice al semanario judicial de la federación, 1975, Tercera 
parte. Segunda Sala, tesis 419, pág. 695.(l3) 
Si tomamos en cuenta la tesis expuesta por el ilustre Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia, Ignacio L. Vallaría, en su estudio sobre la 
Constitucionalidad de la facultad economico-coactiva, con la que sostiene 
que, el ejercicio de la acción directa de la administración, donde se incluye 
la aplicación de sanciones, no ataca el principio de división de poderes, pues 
el Ejecutivo debe tener dentro de su esfera todos los medios de una 
autoridad para hacer efectivo el cumplimiento de los deberes políticos y 
administrativos con arreglo a las leyes, sin necesidad de pedir auxilio a otro 
Poder. Por lo que si a contrariu sensu, le estuviera prohibido al titular de las 
obligaciones consignadas en las leyes administrativas el uso de los medios 
necesarios para hacer cumplir estaría de sobra aquel poder a quien la 
Constitución encarga, a un coercitivamente en la esfera administrativa la 
exacta observancia de las leyes; por lo que sería absurdo el supuesto de que 
para cada uno de sus actos, necesitára el auxilio de un juez aún en los ilícitos 
menos graves como es el caso de exigir una multa por infracción a bandos de 
policía. 
Esta facultad sancionadora de la Administración pública no solo 
debemos entenderla limitativa a los reglamentos de policía y buen gobierno 
ya que si bien es cierto el artículo 21 constitucional, solo a estos alude, 
debemos entender que si esta disposición se interpreta de forma literal, nada 
más existirán las infracciones a los reglamentos gubernativos, por lo que 
151 Miguel Angel García D o m í n g u e / . Op.cil . . p. 49 
todas las demás violaciones a la ley únicamente podrían tipificarse como 
delitos; lo que daría por resultado la imposibilidad de la aplicación de la 
fracción I del artículo 89 Constitucional que faculta a la autoridad 
administrativa para ejecutar las leyes, al dejarla sin la fuerza para el 
desempeño de tal función. 
4.- Naturaleza de las Sanciones Administrativas. 
La sanción es definida por Miguel Acosta Romero, como la 
consecuencia jurídica desfavorable para el sujeto que se aplica en caso de 
infracción. Las sanciones administrativas comprenden la facultad correlativa, 
y la disciplinaria;(16) entendiendo por esta ultima la que se ejerce sobre 
aquellos individuos que se encuentran sometidos a una relación especial de 
sumisión, que en el ejercicio de la función pública son colocados en una 
situación especial frente al Estado la cual se configura como una 
manifestación de supremacía organizativa especial del mismo en orden al 
cumplimiento de las funciones y servicios que le otorga el régimen jurídico 
que regula sus relaciones, y que por lo tanto cuando dicho individuo 
participa en el ejercicio del poder público como servidor del mismo queda 
sujeto a un régimen especial de obligaciones, que al incumplirlas se hace 
acreedor de sanciones disciplinarias que son de naturaleza administrativa por 
ser reguladas por leyes administrativas, impuestas por autoridades y 
procedimientos de la misma naturaleza. 
* "La responsabi l idad discipl inaria se hace efectiva, median te la j e ra rqu ía , que existe en la carrera 
judicial, pud icndo los super iores j e rá rqu icos corregir d i sc ip l inar iamente a los inferiores, cuando estos 
in f r in jan las leves procesales > t ambién por otros motivos. Encic lopedia Universal I lustrada. Ed Espasa 
Calpe . p 1316. tomo L. 
Dicho régimen esta regulado por la Ley de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos a nivel Federal y en las leyes de Responsabilidades 
Estatales en el ámbito nivel local conforme a las cuales la facultad 
sancionadora se deposita en el Superior Jerárquico o en un órgano de la 
administración como lo es la Secretaria de la Contraloría General de la 
Federación, así como en un tribunal autónomo como lo es el Tribunal Fiscal 
de la Federación investido de competencia federal, y el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo que es su homólogo en la competencia 
regional; los cuales deberán respetar el derecho de audiencia, aún en el 
supuesto que no se establezca en la norma, según disposición de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación que establece en la Jurisprudencia que a 
continuación se transcribe: 
"ACTOS ADMINISTRATIVOS, INCONSTTTUCIONAIJDAD 
DE LOS NO ES NECESARIO RECIAMAR LA LEY, 
CUANDO ÉSTA ES OMISA RESPECTO DEL 
CUMPLIMIENTO DE IAS FORMALIDADES ESENCIALES 
CONSAGRADAS POR ARTÍCULO 14 CONSTITUCIONAL. 
Las autoridades administrativas están obligadas a llenar los 
requisitos que señale la norma secundaria aplicable y, 
además, a cumplir las formalidades esenciales del 
procedimiento, de tal suerte que, aunque la ley del acto no 
establezca, en manera alguna, requisitos ni formalidades 
previamente a la emisión del acuerdo redamado, de todas 
suertes queda la autoridad gubernativa obligada a observar 
las formalidades necesarias para respetar la garantía de 
previa audiencia que consagra el artículo 14 constitucional. 
En estas condiciones, no es siempre indispensable para el 
quejoso atacar la inconstitucionahdad de la ley respectiva, 
puesto que para alcanzar el otorgamiento del amparo, basta 
que el mismo agraviado demuestre la contradicción entre el 
acto combatido y la Carta Fundamental. "<l7) 
Existen diversas clases de sanciones administrativas que varían desde 
el apercibimiento, la amonestación, la suspensión, inhabilitación, destitución, 
cancelación, clausura, decomiso, multa y arresto hasta por 36 horas, además 
de las medidas de apremio que son recursos que la autoridad utiliza para 
hacer cumplir sus determinaciones. Ya que se les consideran medios de 
coacción para obligar al gobernado a observar los requerimientos que le 
hace la autoridad. 
5.- Naturaleza del Régimen Jurídico de la Responsabilidad de los 
Servidores Públicos. 
Para comprender la naturaleza de la responsabilidad de los servidores 
públicos, en este punto pretendemos sintetizar el régimen jurídico que regula 
las actividades de los mismos en relación a los preceptos que determinan sus 
1171 Luis H. Dclgadi l lo Gutiérrez. Elementos de Derecho Adminis t ra t ivo T curso. Ed. L imusa . México. 
1991. ps. 153 \ 154. 
prevista en el Título ya citado, artículo 111 párrafo noveno de la 
Constitución; y por último con características laborales, mismas que están 
constitucionalmente fundadas en el apartado B del artículo 123 de nuestro 
máximo ordenamiento jurídico. De las cuales tomaremos, de las tres 
primeras; la responsabilidad penal y la política para ser estudiadas en este 
capítulo y la última o sea la responsabilidad administrativa, será tratada en 
capítulo diferente, por estar constituida por el conjunto normas que dan 
origen al título del presente estudio "Los Códigos Penal y de 
Procedimientos Penales como supletorios a la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos ". 
6.- Responsabilidad Penal. 
El maestro José María Luis Mora, señala que "la responsabilidad 
constitucional, puede provenir de un verdadero delito o de una simple falta, 
según sea de perversidad y malicia, o de simple ineptitud".(2,1) 
Declaración realizada en 1980 con motivo del congreso realizado por 
la Procuraduría General de Justicia en coordinación con la Universidad 
Autónoma de México en relación al análisis de los entonces recientes 
reformas efectuadas a la Ley Federal de Responsabilidades de los 
servidores públicos, la cual nos da una idea, si bien de los avances que se 
veían gestando en materia de responsabilidad penal y administrativa de los 
(20) José Ma. Luis Mora . Revista Mexicana de Justicia. Procuradur ía Genera l de República. Ed Ta l les de 
Morales . México. 1980. p. 28 
servidores públicos, también de los elementos de obscuridad, que fueron 
subsanados en parte por las ulteriores reformas. 
Dos años después, en 1982 se realizó un cambio total en la 
Administración Pública, con el que se pretendió crear una política de 
concientización moral en los servidores públicos; Las reformas que se 
realizaron al Código Penal, en ese año no quedaron exentas de ese 
movimiento, ya que en ellas encontramos más que un sentido represivo, un 
espíritu de prevención de las conductas ilícitas. En las mismas se legisla 
sobre los delitos cometidos por servidores públicos, los cuales estaban 
regulados desde 1940 en la Ley de Responsabilidades y que frieron 
trasformados a delitos del orden común. 
Lo anterior lo observamos al analizar los 13 tipos penales121) que 
describen las conductas que pueden ser comisibles por los servidores 
públicos como delitos, comparados contra las 35 conductas tipificadas en la 
Ley de responsabilidad de los servidores públicos de 1940; y que tuvo 
vigencia hasta 1980; dato característico del nuevo proceso de 
despenalización de nuestro régimen punitivo, resultado del avance de la 
civilización que el Estado pretende garantizar a través de otras figuras no 
penales, como es la vía de la inhabilitación y suspención, cumpliendo con 
unos de los objetivos más importantes del derecho penal de convertirse en el 
último de los peldaños de la administración de justicia, aplicable solo en los 
casos mas extremos, en donde es indispensable la intervención de la 
Los trece delitos se refieren a las reformas del Código Penal e fec tuadas el dos de d ic iembre de 1982. 
se pueden consul tar en el disco compacto de la Sup rema Cor te de Justicia de la Nación Edic ión Especial 
sobre Derecho Penal . 
intimidación la ejemplaridad de conservación del orden social. Pensamiento 
que se expresa en la exposición de motivos del Lic. Miguel de la Madrid 
Hurtado al mencionar " el ejercicio de la acción penal es el recurso de 
úliima instancia con que cuenta la sociedad para proteger de la 
inmoralidad que infringe la ley. "(22) 
Hay que reconocer, que el legislador puede en principio, convertir 
toda infracción administrativa en delito, siempre y cuando lo realice con 
estricto apego a los principios generales de la Teoría del Delito, así como a 
las fuentes materiales de la norma penal que en una época y lugar 
determinado influyen en las directrices de una sana política criminal. 
Por lo anteriormente descrito, es indispensable que iniciemos, 
señalando así, a vuelapluma, algunos de los conceptos básicos de la teoría 
del delito, en donde el lugar de la piedra angular de la misma lo constituye su 
definición. 
El delito, considerado como un hecho, contingente, resultado de 
fuerzas antisociales, se define materialmente por la teoría pentatómica 
Alemana, describiendo por orden de prelación lógica sus cinco elementos; 
como la conducta típica antijurídica, culpable y punible. Por lo que es 
necesario que el legislador al elevar una conducta de responsabilidad de los 
servidores públicos a la categoría de delito, analice detenidamente si reúne la 
característica de antijuridicidad que consiste en "el juicio valora!ivo de 
t22) Diar io Oficia l de la Federación. E\"posicion de inot i \os . r e fo rmas al Codigo Penal para el Distri to 
Federal en mater ia del Fuero c o m ú n y para toda la República en mater ia Federal . 5 de enero de 198 > 
naturaleza objetiva, que recae sobre la conducta o el hecho típico en 
contraste con el derecho, por cuanto se opone a las normas de cultura 
reconocidas por el estado "(23) .Así las cosas, al oponerse la conducta a las 
normas que el estado instituye, con base en la cultura del pueblo se creara 
el tipo penal con su correspondiente reglamentación de culpabilidad; y su 
consecuencia sancionadora, la pena que es considerada como un mal 
necesario. Así mismo es indispensable incluir en este apartado la definición 
formal del delito, la que esta constituida por la descripción que realiza el 
Código Penal en su artículo 6 el cual otorga el carácter de delito a la acción 
u omisión que sancionan las leyes penales; entendiéndose como tales además 
de las descritas en el mismo; todas aquellas conductas típicas antijurídicas, 
culpables y punibles previstas en las leyes administrativas. 
René González de la Vega, al señalar: "El ejercicio de la acción 
penal es un servicio público de seguridad y de orden" (24) nos remite a las 
expresiones usadas por la exposición de motivos que acompañó al Código 
Penal de 1931; y que boy en día al paso de los años y avances tecnológicos, 
observamos que dichos postulados continúan vigentes. 
Actualmente, se distinguen con claridad los ilícitos penales en que 
pueden incurrir los servidores públicos ya que ellos se encuentran tipificados 
en la propia Constitución Federal en el capítulo X del el Código Penal y 
excepcionalmente en algunas leyes especíales., como por ejemplo los delitos 
cometidos por las autoridades responsables en el juicio de amparo, de los 
231 Pavón Va/conce los . Derecho Penal Mexicano. Ed Porrua. México. 1991. p 101 
(24) Rene Gonzá lez de la Vega. Responsabi l idad Penal de los Func ionar ios Públicos. INAP. Praxis 60 . 
México. 1984. 
que al respecto, el Dr. Valdemar Martínez Garza en su obra, La Autoridad 
Responsable en el Juicio de Amparo en México, precisa muy claramente la 
división de la Responsabilidad Penal de las Autoridades en el Juicio de 
Amparo de acuerdo con la Ley que las contempla, según sea el delito 
previsto en nuestra Carta Magna o en la Legislación Ordinaria*23' lo cual no 
siempre fue así, según quedó señalado anteriormente (26) en la Ley de 
Responsabilidades de 1940, excluyendo los altos funcionarios, para los que 
previo un régimen especial basado en el texto constitucional bajo el título de 
juicio político; por delitos comunes, estructuró un sistema ad hoc para 
funcionarios y empleados; en su artículo 18 describió una amplia tipología 
que comprendió 72 conductas antijurídicas incluyendo delitos, faltas y 
omisiones cometidos en el ejercicio de función pública. Estableciendo 
diversos sanciones, de acuerdo a la gravedad de la infracción, sistema que 
fue muy criticado por no establecer el principio de igualdad ante la ley; y que 
estuvo en vigor hasta la fecha en que el legislador invocando dicho principio 
canceló el capítulo de la Ley Cárdenas en que taxativamente se señalaba las 
faltas y delitos anteriormente mencionados con un espíritu meramente 
admirústrativista la Ley de responsabilidades de los Funcionarios y 
Empleados de la Federación, del Distrito Federal y de los Altos Funcionarios 
del Estado, publicada el viernes 4 de enero de 1980 previo solamente 
sanciones a las infracciones políticas y administrativas, considerando que las 
de orden penal deberían estar consignadas en el código punitivo; pero con 
125 El Dr Martínez. Garza nos aclara en este punto, la facul tad que t iene la Sup rema Corte de Justicia 
para ac tuar en el Ejercicio de la Acción Pena), señalando el aparen te conf l ic to normat ivo entre los 
ar t ículos 21 > 102 por una par te y el 107 f racción XVI de nuestra Const i tución. Consúl tese: Va ldemar . 
Martínez. Garza . La Autor idad Responsable en el Juicio de A m p a r o en México. Ed. P o m i a . México. 
1994. ps. 211 a 219. 
(26) Supra vid. Capí tu lo Pr imero . Subtema 6 Ley General de los Func ionar ios y Empleados de la 
Federación del Distri to Federal de 1940. 
un gran defecto de técnica legislativa, ya que al abrogar la Ley anterior de 
Responsabilidades crea la impunidad total en esta materia, dejando un 
auténtico vacío legal, por que el Código Penal de 1931 se encontraba 
derogado en lo correspondiente a dicha materia y con ellos se acarreo el 
sobreseimiento en numerosos procedimientos que se tramitaban, debido a 
que esta nueva ley de 1980 operó de hecho como una ley de amnistía hasta 
1982, en que se retoman y refuerzan los derogados delitos; los que a su vez 
fueron trasladados al código penal en las reformas del 30 de diciembre de 
1982 dentro de la corriente de unificación de los tipos penales en el código 
de la materia, disminuyendo de esta manera el auge que había cobrado la 
tendencia relativa a la creación de delitos especiales, tipificados en las leyes 
administrativas. 
Actualmente la Ley de Responsabilidades conserva con relación a la 
materia penal en vigor, únicamente la regulación del juicio de procedencia, 
para los servidores públicos que gozan de la inmunidad procesal; y que 
consiste en que no se podrá proceder penalmente en su contra sin que 
previamente la Cámara de Diputados declare que hay lugar a proceder en 
contra del inculpado. Ahora bien, es cierto que la impunidad procesal 
consagrada en el artículo 111 de nuestra Carta Fundamental se encuentra 
plenamente justificada para salvaguardar la continuidad de la función 
constitucional tan importante que desempeñan algunos servidores públicos, 
también es cierto que es conveniente que para evitar los abusos de tal 
inmunidad se deben establecer algunos lünites de la misma. 
Considero importante aclarar que la inmunidad no es sinónimo de 
impunidad, ya que cuando la cámara de diputados resuelve que no hay lugar 
a proceder, ello no significa que cuando el servidor público haya cumplido 
con el período de su encargo no pueda ser procesado con los fundamentos 
que se le imputan, sino al contrario el Ministerio Público tendrá cuando 
menos 3 años para ejercer las acciones respectivas en consideración a los 
términos marcados en el Código Penal interrumpiéndose las plazos de 
prescripción penal, durante el término que el servidor público continúe 
desempeñando su cargo. 
Para finalizar el presente capítulo correspondiente a la responsabilidad 
penal de los servidores públicos, es necesario hacer referencia a la que se le 
imputa al Presidente de la República la cual esta delimitada por el artículo 
108 en el párrafo segundo en el que se menciona: "/i7 presidente de la 
República, durante el tiempo de su encargo, solo podrá ser acusado por 
traición a la patria y delitos graves del orden común "<27) 
Y solo podrá ser acusado ante la Cámara de Senadores quien 
resolverá con base en la Legislación Penal aplicable. Observamos que señala 
un procedimiento diferente, en atención a la importancia del cargo y a la 
continuidad interrumpida que se requiere para tal función a efecto de 
garantizar la estabilidad nacional. 
El constituyente del 17 adoptó la formula que hoy conocemos 
"Traición a la Patria" y "Los delitos graves del orden comúnlo que ha 
sido motivo de curiosidad y especulaciones, insatisfechas, ya que por 
27) Const i tución Política de los Estados Unidos Mexicanos O p cu. , p 91 
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décadas nos hemos preguntado ¿Cuáles son los delitos graves? ¿los que 
admiten libertad provisional? ¿los enlistados en el artículo 22 constitucional? 
¿el cohecho, como lo previo explícitamente la constitución del 24? ¿el 
enriquecimiento ilícito por ser la única conducta que explícitamente 
determina actualmente la Constitución? ¿o debemos creer que la 
clasificación queda al Senado?, en los términos del párrafo cuarto del 
artículo 111 Constitucional, el cual determina que la cámara de senadores 
resolverá con base a la legislación penal en cuanto al juicio de desafuero. 
En resumen, la política criminal mexicana en relación a la 
responsabilidad de los servidores públicos, ha avanzado lentamente, 
penosamente, en el umbral entre el derecho penal y el Derecho 
Administrativo, sin distinguir claramente entre el ilícito penal y el 
administrativo, esperando por décadas, la muy deseada reforma penal 
integral, en donde debe prevalecer, el arbitrio judicial, la disminución del 
casuísmo, la transmisión de la pena a medida de seguridad, efectividad en la 
reparación del daño, la simplificación de los procedimientos legales que 
permitan una adecuada individualización administrativa de la pena acorde a 
las necesidades de la sociedad y la personalidad del delincuente. De las 
anteriores reflexiones consideramos que algunas se han logrado, pero 
todavía falta mucho de realizar, ya que hoy en día la corrupción es tema del 
diario acontecer al igual que lo ha sido desde la colonización de nuestra 
Patria; en algunas ocasiones se responsabiliza al sistema, sin aceptar que al 
igual de lo que sucede en el Derecho Penal, el sistema lo constituimos todos 
los ciudadanos, porque la sociedad siempre tendrá los delincuentes que se 
merece; y el Derecho Penal recoge los mínimos del mínimo ético, y su 
intervención no es un triunfo social; porque ya lo explicamos, en la 
reprobación del delito y del delincuente vamos todos involucrados.*28' 
7.- La Responsabilidad Política. 
El juicio Político es el instrumento por medio del cual se determina la 
responsabilidad política, el mismo ha sido definido por el maestro Antonio 
Riva Palacio como:" El proceso que encargado a un órgano definido, 
determine que la conducta de un servidor público ha dejado de 
corresponder a los elementos intrínsecos y extrínsecos que políticamente 
determina su calidad de tal y que por lo tanto debe dejar de serlo ".(29) 
En otra descripción, Fauzi afirma que: "El juicio se refiere a la 
aptitud para continuar o no desempeñando el puesto público, que por 
razón del cargo y la importancia de la función pública, debe ser juzgado 
por un órgano jurisdiccional especial"í?<,). 
Los antecedentes del juicio político lo encontramos en la institución 
del Impeachment, que ha existe en el derecho de los Estados Unidos de 
Norteamérica. El proceso que es encargado a un órgano definido, el cual 
determina que la conducta de un servidor público a dejado de tener 
credibilidad; debe diferenciarse de la responsabilidad política en los sistemas 
' En los i res p r imeros años del presente sexenio la S E C O D A M . presento 1.740 denunc ias penales, en 
contra de servidores públicos, por conductas delict ivas Información deta l lada en la pag ina de Internet, 
ht tp //vwwv secodam. gob. tnx/ 
2 9 José Luis. Vázquez Alfaro . Codigo Etico de Conduc ta de los Serv idores Publico. O p cit.. p .66 
301 Idem 
parlamentarios, ya que en estos se alude a la posibilidad de que el 
parlamento formule un voto de censura al gobierno, en virtud de haberle 
perdido la confianza, y en cuyo caso los ministros se encuentran obligados a 
renunciar. Mientras que en México lo encontramos reglamentado en la 
fracción I del articulo 109 Constitucional la cual determina la imposición de 
las sanciones indicadas en el artículo 110 a los servidores públicos de primer 
nivel (aunque se cuida de no utilizar este término, ni ninguno análogo), al 
remitirnos a los fiincionarios que señala el artículo 110 nos damos cuenta 
que estamos en ese supuesto; siempre y cuando estos en el ejercicio de sus 
funciones incurran en actos u omisiones que redundan en perjuicio de los 
intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, correspondiendo a 
la ley reglamentaria del Título Cuarto establecer las causales respectivas, 
agregando en el segundo párrafo de dicha fracción la improcedencia del 
mismo por la mera expresión de ideas; disposición que de manera particular 
se garantiza para los diputados y senadores, en el dispositivo 61 del 
mismo ordenamiento legal. 
Los sujetos de juicio político, se enumeran en los primeros párrafos 
del mencionado artículo 110, los cuales señalan a: 
"Los senadores y diputados al Congreso de la limón, los Ministros 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de la 
Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de 
Departamento Administrativo, los Diputados de la Asamblea del Distrito 
31 E n el Capi tu lo relativo al Poder Legislat ivo de la Const i tución Mex icana de 1917. el p r imer pár rafo 
del ar t ículo 61 señala que los d iputados y senadores son inviolables por las opin iones que manif ies ta el 
desempeño de sus cargos y j a m á s podran ser reconvenidas por ellos 
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Federal, el Jefe de Gobierno del Distrito Federal, el Procurador General 
de la República, el Procurador General de Justicia del Distrito Federal, los 
Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, los Magistrados y Jueces del 
fuero común del Distrito Federal, los Consejeros de la Judicatura del 
Distrito Federal, el Consejero Presidente, los Consejeros Electorales, y el 
Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral, los Magistrados del 
Tribunal Electoral, los Directores Generales y sus equivalentes de los 
organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a estas y fideicomisos 
públicos. 
Los Gobernadores de los Estados, Diputados I.ocales, Magistrados 
de los Tribunales Superiores de Justicia Locales y en su caso, los miembros 
de los Consejos de las Judicaturas Locales, solo podrán ser sujetos de 
juicio político en los términos de este título por violaciones graves a esta 
('onstitución y a las leyes federales que de ella emanen, así como por el 
manejo indebido de fondos y recursos federales, pero en este caso la 
resolución será únicamente declarativa y se comunicara a las legislaturas 
Locales para que, en ejercicio de sus atribuciones, procedan como 
corresponda. "i32) 
Las sanciones se determinan en el párrafo tercero del mismo 
dispositivo constitucional en cuestión, las cuales consistirán en la destitución 
e inhabilitación (desde 1 hasta 20 años, de conformidad con el artículo 8 de 
la ley reglamentaria) para desempeñar funciones, empleos, cargos o 
32 Const i tución Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos de 1917. O p cit.. p. 95s 
comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público. Encontrando la 
definición de estos conceptos en el diccionario Jurídico Mexicano, el cual 
señala que destituir significa: "separar a uno de su cargo como corrección 
o castigo "; mientras que el vocablo inhabilitar el mismo instrumento de la 
lengua española lo define como: "declarar a uno inhábil o incapaz de 
ejercer u obtener cargos públicos, o de ejercitar derechos civiles o 
políticos(?2) la cual concuerda con la definición encontrada en el 
diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia, que interpreta este 
vocablo como la acción "de declarar a uno inhábil o incapaz de ejercer u 
obtener algún empleo, oficio, cargo o ventaja". 04' 
En los siguientes tres párrafos del artículo 110, se regula el 
procedimiento que concomitantemente con la ley reglamentaria, los cuales 
establecen, que el mismo se inicia con la acusación de la Cámara de 
Diputados, previa substanciación del procedimiento, con audiencia del 
inculpado, y declaración de la mayoría absoluta de sus miembros presentes 
ante la cámara de senadores, la cual es erigida en Jurado de Sentencia 
resolviendo a través de las dos terceras partes de los miembros presentes. 
Por otra parte, las declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados 
y Senadores son inatacables; aclarando que obviamente, queda a salvo la 
procedencia del juicio de amparo, en el supuesto de no satisfacer los 
presupuestos. Así mismo, el artículo 114 de nuestra Carta Magna establece, 
que el juicio político solo podrá iniciarse durante el período del encargo y 
dentro e un año después, no pudiendo exceder la substanciación del 
(32 Dicc ionar io Jur ídico Mexicano . Ed Porrua. México . 1 9 8 7 . p s 1719 > 1927 
^ Joaquín Escr iche . Dicc ionar io Razonado de Legis lac ión y Jur i sprudencia . D e Norba ja . Cal i forn ia . 
México 1974. p.870. 
procedimiento de un año. 
El juicio político de esta manera, se presenta como el instrumento para 
remover a los servidores públicos de alta jerarquía, pero sin entregar al 
Congreso, como anteriormente sucedía, la potestad de privarlo de su 
patrimonio o de la libertad, bienes jurídicos que son tutelados por la esfera 
jurisdiccional, por lo que cuando se finca una responsabilidad política se 
realiza con independencia de que los mismo hechos constituyan un delito 
sancionado por la legislación penal común, lo que requerirá que una vez 
removido del cargo el servidor público presunto responsable, se le sustancie 
el procedimiento penal ante las autoridades competentes. 
Las infracciones de carácter político, se refieren a aquellos actos de 
los servidores públicos en el ejercicio de sus funciones y que redundan en 
perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, 
mismos que se encuentran previstos por el artículo 7 de la ley reglamentaria 
y, a diferencia de la precisión de los tipos penales, las del juicio político se 
caracterizan por su vaguedad, quedando al criterio imperante entre los 
miembros de las cámaras, su especificación. Tradicionalmente, se ha 
dividido en cuatro sectores. 
"¡) El ataque a las instituciones democráticas o a la forma de gobierno 
republicano, representativo y federal. 
2) Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales y 
sociales, entre las que se encuentra la libertad del sufragio. 
3) La usurpación de atribuciones y cualquier infracción a la Constitución o 
a las Leyes Federales o las omisiones de carácter grave "cuando causen 
perjuicios graves a la Federación, a uno o varios Estados de la misma, a la 
sociedad, o motiven algún trastorno en el funcionamiento normal de las 
instituciones ". 
4) Las violaciones graves o sistemáticas a los planes, programas y 
presupuestos de la Administración Pública Federal o del Distrito Federal y 
a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos federales 
o del Distrito Federal. Sin embargo, no procede el juicio político por la 
simple expresión de ideas" 
Como lo señalamos anteriormente en la Responsabilidad administrativa 
recae el objeto del presente trabajo; por lo que pasamos a estudiarla con 
mayor detenimiento en el siguiente capítulo. 
(35> Josc Luis Vá7quez Alfaro. E) Juicio Polílico O p . c i t . p 69 
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C A P I T U L O Q U I N T O 
Procedimiento Sobre el Juicio de Responsabilidad 
Administrativa de los Servidores Públicos. 
1.- Marco Normativo. 
Como ya hemos apuntado anteriormente el marco normativo de la 
responsabilidad administrativa actual, se fundamenta en las reformas del 28 
de diciembre de 1982, realizado al Título Cuarto de la Constitución 
denominado de la Responsabilidades de los Servidores Públicos en el que 
se modificaron los artículos 109, fracción III y 113 para crear el 
fundamento Constitucional de la nueva responsabilidad administrativa; 
estableciendo las bases a fin de elaborar la ley reglamentaria 
correspondiente, la cual fue publicada el 30 de diciembre de 1982; con esta 
misma fecha se creó la Secretaría de la Contraloría General de la 
Federación, dependencia del poder ejecutivo que tiene como finalidad entre 
algunas otras; " promover que la vigilancia, supervisión, evaluación y 
control que se desarrolla, se constituyera en medio preventivo para evitar 
la corrupción dentro de Administración Publica, llevando así a la practica 
los conceptos de renovación moral y requerida por el país " (1), al mismo 
tiempo fue, indispensable ampliar el ámbito de competencia del Tribunal 
Fiscal de la Federación, para convertirlo en un tribunal administrativo, 
revisor de las resoluciones dictadas en los juicios de responsabilidad 
administrativa. 
2.- Autonomía del Procedimiento Administrativo. 
La Ley Federal de Responsabilidades nos remite a nuestra Carta 
Magna para determinar las responsabilidades en que puede incurrir el 
servidor público, las cuales anteriormente hemos señalado y son: la 
política, la penal y la administrativa señalándose destacadamente que estos 
procedimientos son autónomos, los que se pueden iniciar dos o más a la 
vez, y que tienen características muy peculiares que los hacen autónomos 
entre ellos. 
Existe una limitación constitucional, que observamos que no es 
respetada/2 ' en la práctica, según estudio de campo realizados, que no es 
respetada; Según entrevista realizada con autoridades pertenecientes a 
Contralorías Internas, ellas consideran que es correcto aplicar dos 
sanciones de la misma naturaleza dentro del mismo proceso. Y que consiste 
en la limitación que marca la parte final del artículo cuarto de la ley 
comentada la cual determina que no podrán imponerse dos veces por una 
Josc Trinidad. Laz Cardonas. La Contratar ía \ el Control Interno en México. Ed Fondo de Cultura 
Econoinico. México . 1993. ed. 2a. p.497 
2 Según entrevista realizada con autor idades pertenecientes a Cont ra lonas Internas, el los consideran que 
es correcto aplicar dos sanciones de la misma naturaleza dentro del inismoa proceso. 
sola conducta sanciones de la misma naturaleza; de tal forma que si se opta, 
de acuerdo con la gravedad de la falta, por la suspención, no se podrá 
imponer la destitución o cualquier otra sanción de las contempladas por el 
precepto citado, dentro del mismo procedimiento; ya que es oportuno 
aclarar que en proceso distinto, si se permitiría aplicar una sanción de la 
misma naturaleza que la señalada en otro proceso; por ejemplo en un juicio 
laboral, si se permitiría solicitar la terminación de los efectos del 
nombramiento, dejando a salvo la obligación constitucional y su 
fundamento axiológico, ya contenido en los propios postulados 
Constitucionales que encierran el cumplimiento del deber con legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia, efectuando el servidor público 
la tarea que le sea encomendada absteniéndose de cualquier acto u omisión 
que cause la suspención o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o 
ejercicio indebido de su empleo cargo o comisión, so pena de la aplicación 
de una sanción administrativa, penal o civil; extendiéndose la autonomía de 
dichos procedimientos a las obligaciones y derechos señalados en la Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. 
3.- Sujetos de la Responsabilidad Administrativa. 
Los sujetos de responsabilidad administrativa son lógicamente los 
servidores públicos; y por tales debemos entender los que reconoce el 
artículo 108 Constitucional en su primer párrafo y que a continuación 
describimos: 
* " Los representantes de elección popular. 
* Los miembros del poder Judicial Federal. 
* Los miembros del Poder Judicial del Distrito Federal. 
* Los Funcionarios y Empleados y en general toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 
Administración Pública, Federal o en el Distrito Federal. 
* Los servidores del Instituto Federal Electoral y en el tercer párrafo 
señala: 
* Los Gobernadores de los Estados. 
* Los Diputados a las Legislaturas Locales. 
* Los Miembros de los Consejos de las Judiculaturas Locales. 
* Los Magistrados de los Tribunales Supremos de Justicia Locales. 
A la lista anterior debemos agregar lo establecido en el artículo 2o. 
de la Ley de Responsabilidades, la que considera como sujetos a la misma, 
los servidores públicos mencionados en el párrafo primero y tercero del 
artículo 108 Constitucional y todos aquellas personas que manejan o 
apliquen recursos económicos federales, esta última parte del artículo 2o. 
de la Ley objeto de nuestro estudio, ha sido considerada por algunos 
31 Lev Federal de Responsabi l idades de los Servidores Públicos. Op. cit.. p. 156 
autores como inconstitucional, en cuanto va mas allá de lo establecido por 
nuestra Carta Magna, al entender el carácter de los Servidores públicos a 
cualquiera que maneje o aplique recursos federales; disposición que puede 
resultar peligrosa, ya que supuestamente se pueden reclamar a particulares 
responsabilidades que son propias de los servidores públicos, sin importar 
la causa de su intervención; aunque aparentemente el artículo 46 del mismo 
ordenamiento legal corrige esta anomalía al señalar que "incurren en 
responsabilidad administrativa los servidores Públicos a que se refiere el 
artículo 2o., no por eso deja de ser una redacción con una deficiencia de 
técnica legislativa muy notoria. 
4.- Obligaciones Administrativas de los Servidores Públicos. 
La obligación desde el punto de vista jurisfilosófico "es el deber 
jurídico, normativamente establecido de realizar u omitir determinado acto 
y a cuyo incumplimiento por parte del obligado, es imputada, como 
consecuencia, una sanción activa, es decir, un castigo ",(4) 
La ley reglamentaria del artículo 113 Constitucional el cual señala 
que se establecerán las obligaciones de los servidores Públicos en las leyes 
sobre responsabilidades administrativas, reglamentó en su artículo 47, 
veinticuatro fracciones, los que constituyen el catálogo de obligaciones, y 
las cuales enumeramos a continuación: 
4 Encic lopedia Jurídica Omeba . T o m o XX. Ed Dnski l l . Buenos Aires 1990 p 616. 
" fracción i- cumplir con la máxima diligencia el servicio que le 
sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que 
cause la suspención o deficiencia de dicho servicio o implique 
abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión " 
Es indiscutible que para alcanzar la eficiencia se actúe con la 
máxima diligencia y así poder lograr los valores de la función pública 
establecidos por nuestra Carta Magna fundamental: Observamos también 
que la presente obligación coincide con la prevista en la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado, en su artículo 44 fracción I que a la 
letra dice: "desempeñar su labor con la intensidad, cuidado y apropiado, 
sujetándose a la dirección de sus jefes y reglamentos respectivos "(6) 
"fracción II.- Formular y ejecutar legalmente, en su caso, los 
planes, programas y presupuestos correspondientes a su 
competencia, y cumplir las leyes y otras normas que determinen 
el manejo de recursos económicos públicos ".í7) 
Esta obligación, tiene antecedentes remotos, como ya lo estudiamos 
en el capítulo primero, es elemento sine equa none, un buen manejo de 
fondos y valores para el perfecto desarrollo del Estado. 
"fracción III.- Utilizar los recursos que tengan asignados para el 
desempeño de su empleo, cargo o comisión, las facultades que le 
,5) Lc> Federal de Responsabil idad de los Servidores Públicos. Legis lación del Traba jo Burocrát ico. Ed. 
Porrua. México. 1997. p. 356 
6) Lc> Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. Legislación del T raba jo Burocrát ico. 
O p cit .p 37. 
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sean atribuidas o la información reservada a que tenga acceso 
por su función exclusivamente para los fines a que están 
afectos 
En este dispositivo encontramos 3 obligaciones que son: 
* Utilizar los recursos que se tengan asignados para el desempeño del 
empleo, cargo o comisión. 
* Utilizar las facultades atribuidas y; 
* Utilizar la información a que tenga acceso exclusivamente para los fines 
afectos. 
Para un mejor cumplimiento de esta obligación es importante que los 
servidores públicos reciban sus manuales en donde se les informe el estilo 
o política en que deben utilizar sus recursos; ya que la Secretaría de la 
Contraloría debe realizar principalmente labor preventiva. 
"Fracción IV- Custodiar y cuidar la documentación e 
información que por razón de su empleo, cargo o comisión, 
conserve bajo su cuidado o la cual tenga acceso, impidiendo o 
evitando indebidas de aquellas. "(9) 
Recordemos que la información oficial constituye patrimonio 
<8' Lev Federal de Responsabi l idades de los Servidores Públicos. O p ci t . .p .356 
9 Idem. 
nacional y es de trascendental importancia para efectos administrativos y 
jurídicos e inclusive además de falta administrativa constituye el 
incumplimiento de dicha fracción, causa de terminación de los efectos del 
nombramiento de acuerdo a la ley federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado. 
"Fracción V.- Observar buena conducta en su empleo, cargo o 
comisión, tratando con respeto, diligencia, imparcialidad y 
rectitud a las personas con las que tenga relación con motivo de 
* "(10) este. A ' 
Es interesante observar que la presente obligación es eminentemente 
una característica de una norma además de jurídica, moral; por la que su 
incumplimiento nos llevaría al nacimiento de las responsabilidades, 
administrativa, laboral y penal (delito de abuso de autoridad). 
"Fracción VI.- Observar en la dirección de sus inferiores jerárquicos 
las debidas reglas del trato y abstenerse de incurrir en agravio, 
desviación o abuso de autoridad. "(ll) 
Distinguimos entre la presente falta administrativa y el delito de 
abuso de autoridad en que mientras la primera se limita a "sus inferiores 
jerárquicos" en el segundo no se distingue la persona que puede sufrir el 
agravio por lo que también puede ser el superior jerárquico, otro servidor 
público, algún usuario o en fin cualquier persona. 
10) O p cit.. p. 356. 
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"Fracción VII.- Observar respeto y subordinación legítimas con 
respecto a sus superiores jerárquicos inmediatos o mediatos, 
cumpliendo las disposiciones que éstos dicten en el ejercicio de 
sus atribuciones. "(l2) 
Esta fracción también esta contemplada en la Ley Federal de los 
Trabajadores al Servicio del Estado. 
"Fracción VIII.- Comunicar por escrito al titular de la 
dependencia o entidad en la que presten sus servicios, las dudas 
fundadas que le suscite la procedencia de las órdenes que 
reciba" }n) 
La presente responsabilidad, basada en el principio de disciplina 
obliga al trabajador a comunicar por escrito fundamentalmente las dudas 
que tenga con respecto a las ordenes recibidas. 
"Fracción IX.- Abstenerse de ejercer las funciones de un empleo, 
cargo o comisión después de concluido el período para el cual se 
le designó o de haber cesado, por cualquier otra causa, en el 
ejercicio de sus funciones ".(l4) 
La conducta anteriormente descrita está normada en un juicio 
prohibitivo, también esta tipificada en el artículo 214 del Código Penal 
como el delito de ejercicio indebido de servicio público. 
12 Lev Federal de Responsabil idades de los Servidores Públicos. O p cit .p 356 
<13 Idem 
"Fracción X.- Abstenerse de disponer o autorizar a un 
subordinado a no asistir sin causa justificada a sus labores por 
más de quince días continuos o treinta discontinuos en un año, 
así como de otorgar indebidamente licencias, permisos o 
comisiones con goce parcial o total de sueldo y otras 
percepciones, cuando las necesidades del servicio público no lo 
ex ijan"!X5) 
Para complementar la anterior disposición es indispensable analizar 
los reglamentos de Condiciones Generales del Trabajo del personal de los 
diferentes dependencias del gobierno, y así poder resolver las dudas con 
respecto a los motivos por los que se pueden autorizar los permisos y sus 
condiciones. 
"h'racción XI.- Abstenerse de desempeñar algún otro empleo, 
cargo o comisión oficial o particular que la ley le prohiba ".(l6) 
La presente disposición es correlativa del artículo 125 de la 
Constitución General de la República, el que señala la prohibición de 
desempeñar dos cargos federales de elección popular, o uno federal y otro 
del Estado, también de elección popular. 
"Fracción XII- Abstenerse de autorizar la selección, 
contratación, nombramiento o designación de quien se encuentre 
inhabilitado por resolución firme de la autoridad competente 
(15) O p cit.. ps. 356 > 357 
16) Idem.. 357 
para ocupar un empleo, cargo o comisión en el servicio 
público" }X1) 
El Código Penal prevé el delito de abuso de autoridad y la Corte a 
considerado que este sería un supuesto siempre y cuando el servidor 
público conociere de la inhabilitación. 
"Fracción XIII.- Excusarse de intervenir en cualquier forma en 
la atención, tramitación o resolución de asuntos en los que tenga 
interés personal, familiar o de negocios, incluyendo aquéllos de 
los que pueda resultar algún beneficio para él, su cónyuge o 
parientes consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o 
aviles, o para terceros con lo que tenga relaciones 
profesionales, laborales o de negocios, o para socios o 
sociedades de las que el servidor público o las personas antes 
re feridas formen o hayan formado parte; "(l8) 
La descripción anterior constituye un supuesto de incompetencia 
subjetiva del servidor público, su abstención deberá constar por escrito, 
exponiendo las razones que juzgue pertinentes ante su superior jerárquico. 
"Fracción XIV.- Informar por escrito al jefe inmediato y en su 
caso, al superior jerárquico sobre la atención, trámite o 
resolución de los asuntos a que se hace referencia la fracción 
anterior y que sean de atención, tramitación y resolución, 
1171 Op. . CU-. 357 
18 . . 
Idem 
cuando el servidor público no pueda abstenerse de intervenir en 
ellos" m 
En relación a esta fracción cabe lo comentado en el párrafo 
inmediatamente anterior, agregando que el superior jerárquico, para efectos 
de esta ley, es el titular de la dependencia, mientras que su je fe inmediato 
es el funcionario de quien depende inmediatamente. 
"Fracción XV- Abstenerse, durante el ejercicio de sus funciones 
de solicitar, aceptar o recibir, por sí o por interpósita persona, 
dinero, objetos mediante enajenación a su favor en precio 
notoriamente inferior al que el bien que se trate y que tenga en el 
mercado ordinario, o cualquier donación, empleo, cargo o 
comisión para sí, o para las personas a que se re fiere la fracción 
XI11, y que procedan de cualquier persona física o moral cuyas 
actividades profesionales, comerciales o industriales se 
encuentren directamente vinculadas, reguladas o supervisadas 
por el servidor público de que se trate en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión y que implique intereses en conflicto. 
Esta prevención es aplicable hasta por un año después de que se 
haya retirado del empleo, cargo o comisión ",(2()) 
Actos, todos los anteriores que pueden tipificar en alguna conducta 
descrita por el Código Penal, según sean las circunstancias, como pueden 
ser abuso de autoridad, cohecho, etc. 
19 Op. . cit.. p. 357 
20 Ídem. 
"Fracción XVI.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin 
obtener o pretender obtener beneficios adicionales a las 
contraprestaciones comprobables que el Estado le otorga por el 
desempeño de su función, sean para él o para las personas a las 
que se refiere la fracción XIII ".{2l) 
Si el trabajador pretende obtener beneficios adicionales, incurrirá 
además en una falta de probidad y honradez, prevista por la ley Federal de 
los Trabajadores al Servicio del Estado. 
"Fracción XVII.- Abstenerse de intervenir o participar 
indebidamente en la selección, nombramiento, designación, 
contratación, promoción, suspención, remoción, cese o sanción 
de cualquier servidor público, cuando tenga interés personal, 
familiar o de negocios en el caso, o pueda derivar alguna 
ventaja o beneficio para él(22) 
Esta infracción tiende a impedir la parcialidad del servidor público 
quien con su intervención beneficiaría al recomendado y muy 
probablemente a su persona. La conducta descrita, se encontraba 
anteriormente prevista en el Delito de Nepotismo. 
"fracción XVIIL- Presentar con oportunidad y veracidad, las 
declaraciones de situación patrimonial, en términos establecidos 
por esta ley".{2}) 
2 l , O p c i t . . p.357 
22 Idem. ps. 357 v 358 
23 Ib 
Es una obligación contenida en el título de la ley que estamos 
comentando y es a la vez una prueba preconstituida a su favor del servidor 
que no tiene nada que temer y es honesto. 
"Fracción XIX.- Atender con diligencia las instrucciones, 
requerimientos y resoluciones que reciba de la Secretaría de la 
Contraloría, conforme a la competencia de ésta "/24) 
La Secretaría de la Contraloría puede aplicar los medios de apremio 
que le señala le ley en comento en su artículo 77, con el fin de dar 
cumplimiento coercitivo a la presente obligación. 
"Fracción XX.- Supervisar que los servidores públicos sujetos a 
su dirección, cumplan con las disposiciones de este artículo; y 
denunciar por escrito, ante el superior jerárquico o la 
contraloría interna, los actos u omisiones que en ejercicio de sus 
funciones llegare a advertir respecto de cualquier servidor 
público que pueda ser causa de responsabilidad administrativa 
en los términos de esta ley, y de las normas que al afecto se 
expidan ".<25) 
Cabe lo que ya comentamos con respecto al superior jerárquico (2<S) 
Fracción VI del articulo 47 en comento, además es importante señalar que 
el artículo 57 de la ley referida señala que la denuncia será por escrito y 
ante la Contraloría interna, por lo que consideramos tiene dos opciones a 
2 4 ) O p . c i t . . p "558 
2 5 Idem 
2 6 Supra v i d . capi tulo actual, sublema 4. Art 47. f racción VI 
donde dirigir su denuncia. 
"Fracción XXL- Proporcionar en forma oportuna y veraz, toda 
la información y datos solicitados por la instrucción a la que 
legalmente le compete la vigilancia y defensa de los derechos 
humanos, a efecto de que aquella pueda cumplir con las 
facultades y atribuciones que le correspondan ".(27) 
La presente fracción se incluyó en las reformas del 20 de diciembre 
de 1990, a fin de colaborar con la Institución de Derechos Humanos, a raíz 
del nacimiento de dichas instituciones; y para evitar negativas de algunas 
autoridades a otorgarles informes. 
"Fracción XXII - Abstenerse de cualquier acto u omisión que 
implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica 
relacionada con el servicio público ".(28) 
Es una obligación que encierra una conducta omisiva de hacer o 
dejar de hacer actos que impliquen el incumplimiento de una disposición 
jurídica relacionada con el servicio público. 
"Fracción XXIII. - Abstenerse, en ejercicio de sus funciones y con 
motivo de ellas, de celebrar o autorizar la celebración de 
pedidos o contratos relacionados con adquisiciones, 
arrendamientos y enajenación de todo tipo de bienes, prestación 
271 Lev Federal de Responsabi l idad de los Servidores F*ublicos, p. 158 
2 8 O p cit.. p 358 
de servicios de cualquier naturaleza y la contratación de obra 
pública con quien desempeñe un empleo, cargo o comisión en el 
servicio público, o bien con las sociedades de las que dichas 
personas formen parte, sin la autorización previa y específica de 
la Secretaría a propuesta razonada, conforme a las disposiciones 
legales aplicables, del titular de la dependencia o entidad de que 
se trate. Por ningún motivo podrá celebrarse pedido o contrato 
alguno con quien se encuentre inhabilitado para desempeñar un 
empleo, cargo o comisión en el servicio público" 
La actual fracción también se incluyó en las reformas de diciembre 
de 1990, a fin de evitar se propiciaran conductas deshonestas. 
"Fracción XXIV.- Las demás que le impongan las leyes y 
reglamentos. 
Cuando el planteamiento que formule el servidor público a su 
superior jerárquico debe ser comunicado a la Secretaría de la 
('ontraloría General, el superior procederá a hacerlo sin 
demora, bajo su estricta responsabilidad, poniendo el trámite en 
conocimiento del subalterno interesado. Si el superior jerárquico 
omite la comunicación a la Secretaría de la Contraloría 
General, el subalterno podrá practicarla directamente 
informando a su superior acerca de este acto. '\>M>) 
29 Op.cit . . p .358 
3 0 Idem. 
El legislador incluyó al presente catálogo taxativo todas las demás 
obligaciones que prevean otras leyes y reglamentos; a fin de evitar quedara 
impune su incumplimiento al no ser aquellos reconocidas por la ley de la 
materia. 
5.- Autoridades. 
Las autoridades que tienen competencia para conocer de los juicios 
de responsabilidad de los servidores públicos se encuentran enumeradas en 
el artículo 3 de la Ley materia de nuestro estudio; y son las siguientes: 
"I.- La Asamblea de Representantes del Distrito Federal; 
II.- La Secretaría de la Contraloría General de la Federación; 
III.- Las dependencias del Ejecutivo Federal; 
IV.- El Departamento del Distrito Federal; 
V.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación; 
VI.- El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal; 
VII.- El Tribunal Fiscal de la Federación; 
VIII.- Los tribunales de trabajo, en los términos de la legislación 
respectiva; 
IX:- Los demás órganos jurisdiccionales que determinen las 
leyes. '*3 0 
En las fracciones anteriores observamos que señalan las autoridades 
competentes para conocer de responsabilidades de diferentes naturalezas; 
por lo que nos vamos a circunscribir a la responsabilidad administrativa la 
cual puede hacer efectiva a través de: 
* La Secretaría de la Contraloría General de la Federación. 
* La Contraloría Interna. 
* Los Superiores Jerárquicos. 
* El Tribunal Fiscal de la Federación. 
El artículo 48 de la Ley de Responsabilidades, realiza una 
interpretación autentica, (32) señalando que se entenderá por Superior 
Jerárquico, al titular de la dependencia, y en el caso de las Entidades, al 
coordinador del Sector correspondiente. 
Además, agrega que se entenderá por Secretaria, a la Secretaria de la 
31 Op.cit . . p. 344 
(32> La interpretación auténtica, es realizada por el propio Poder Legislativo, al expl icarnos el sentido de la 
norma señalada en el texto legal. 
Contraloría y Desarrollo Administrativo, consideramos que la misma es la 
piedra fundamental del programa de renovación moral implantado en 1982, 
pues a ella compete conocer en primera instancia del juicio de 
responsabilidad así como a las Contralorías Internas. " En el combate a la 
corrupción y a la impunidad, la SE('ODAM. ha impuesto 28, 943 sanciones 
administrativas durante el presente sexenio, dijo el Lic. Samuel Alba 
Ley va, Director General de Responsabilidades y Situación Patrimonial de 
la Secretaria de Contraloría y Desarrollo Administrativo, durante una 
reunión de trabajo en Sudáfrica, el 29 de enero de 1998; de las cuales 
detalló que 12,562 fueron apercibimientos; 3,620 amonestaciones; 4,819 
suspenciones; 2,934 destituciones; 2,533 inhabilitaciones para desempeñar 
cargos públicos y 2,501 sanciones económicas " 
Así mismo, el titular del Poder Legislativo al ampliarle su esfera 
competencial al Tribunal Fiscal de la Federación lo convirtió en revisor de 
las impugnaciones hechas a las resoluciones administrativas emitidas por la 
Secretaría de la Contraloría, o las Contralorías Internas. 
En relación a los Departamentos Jurídicos de la Secretarías del 
Estado, la Corte ha sostenido que no son autoridad, plasmándolo así en la 
tesis número 373 de la Segunda Sala según la cita Juan Francisco Arroyo 
Herrera.(34) 
3 3 Información detallada en medio electrónico. Internet. Iittp //wwv. secodam gob .mx / 




En el capítulo II del título Tercero de la Ley Federal de 
Responsabilidad de los Servidores Públicos, se señala la facultad para 
denunciar las irregularidades por cualquier interesado; el cual puede 
interponer quejas y denuncias en unidades específicas a las que el público 
tenga fácil acceso; amén que anteriormente en el punto de las obligaciones 
de este mismo capítulo, ya mencionamos que el servidor público tiene la 
obligación de denunciar por escrito a la Contraloría interna los hechos que 
a su juicio sean constitutivas de responsabilidad administrativa, atribuibles 
a servidores públicos bajo su responsabilidad.'35 ' 
Ahora bien, las sanciones que se señalan en el numeral 53 de la 
ley son: 
"L- Apercibimiento privado o público; 
II.- Amonestación privada o pública; 
III.- Suspendan; 
IV. - Destitución del puesto; 
V - Sanción económica; 
3 5 Supra vid.. Capitulo Actual, subteina 4. Art 47. Fracc X X 
n i 
VI. - Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 
comisiones en el servicio público" (36) 
Criterios para aplicar sanciones: 
En el artículo siguiente encontramos señalados los criterios para 
aplicar las sanciones anteriores, tomando en cuenta los siguientes 
elementos: 
"I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurran y la 
conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier 
forma, las disposiciones de esta ley o las que se dicten con base 
en ella: 
II. - Las circunstancias socioeconómicas del Servidor Público: 
///.- El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del 
infractor; 
IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 
V- La antigüedad del servicio; 
VI.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones; y 
3 6 Lev Federal de Responsabil idades de los Servidores Públicos. O p c i t . p 360 
VII.- El monto del beneficio o perjuicio económicos derivado del 
incumplimiento de obligaciones "(37) 
En este renglón encontramos una gran deficiencia de técnica 
legislativa, suponemos que el legislador al copiar las sanciones de las leyes 
anteriores (los cuales según el análisis histórico realizado en el presente 
trabajo, deducimos que su naturaleza y contenido era penal) y al 
trasladarlos a un nuevo procedimiento que se desea otorgar un alma y 
espíritu administrativo el que bien sabemos tiene sus raíces en el Derecho 
Común. Esto hace que en principio no se señale si los elementos 
enumerados en las fracciones II; III y V se tomará en cuenta para 
agravarlas o atenuarlas; tampoco se aclara el concepto de la fracción VI, 
referente a la reincidencia; circunstancias las anteriores que quedarían 
resueltas en caso de aplicar supletoriamente los códigos penal y de 
procedimientos penales. 
En las normas que regulan la aplicación de las sanciones tampoco 
encontramos reglas relativas a la forma de la culpabilidad en que se haya 
realizado la infracción, es decir dolosa o culposa, ya que es indistinto el 
trato que se otorga a los servidores públicos que cometieron la infracción 
con la intención de producir el resultado o el realizado por culpa del 
infractor. Elementos que afortunadamente si encontramos en una ley más 
moderna como lo es la de Nuevo León la que estipula en su artículo 57 las 
sanciones que pueden ser acreedores los servidores públicos en relación al 
incumplimiento doloso o culposo de sus obligaciones; Lo que permite una 
3 7 O p . c i l . ps 360 y 361. 
administrativa ".(40) 
El procedimiento en cuestión consta de dos etapas; la primera de 
Investigación y la segunda corresponde al Proceso propiamente dicho; 
reguladas ambas en los dispositivos 62, 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley en 
Comento. La anterior división la deducimos de los actos materiales que le 
son impuestos a la autoridad competente, pero desafortunadamente la 
regularización del procedimiento no señala claramente que se trata de dos 
etapas ni mucho menos los limites, y aunque literalmente se utiliza el 
vocablo investigación, en la práctica observamos que a las autoridades de 
las Contralorías no les queda claro la obligación de realizar una labor 
investigadora ni el procedimiento para realizarla acertadamente a fin de que 
ella los conduzca a encontrar la verdad histórica. 
Lo anterior por no tener vocación ni conocimientos para ello, debido a la 
formación contable que tienen los titulares de estas dependencias, los 
cuales la mayoría de las veces no son Licenciados en Derecho, a mayor 
abundamiento, el procedimiento señalado en el artículo 64 tiene una 
naturaleza híbrida en el que encontramos términos del derecho penal como 
es el de "presunto responsable", "presunta responsabilidadAsí mismo 
en la ley local descubrimos frases como "cerrada la instrucción"; 
"infracción instantánea "permanente ", "continua " o "continuada " 
.Por lo que al no señalar la ley, en dicho capítulo un cuerpo legislativo que 
sea supletorio tanto en la valoración de las pruebas como en todo lo no 
previsto en este procedimiento consideramos se deben de aplicar los 
(40) Enr ique del Val. Responsabil idad Administrativa. INAP. Praxis 60 México. 1984, p 100 
Códigos Penal y de Procedimientos Penales de conformidad con él articulo 
45 como se ha determinado ya en resolución el Tribunal Colegiado del 
Octavo Circuito que a la letra dice: 
"RESPONSABILIDAD ADMINISTRA TI VA DE FUNCIONARIOS 
PUBLIC 'OS SON APLIC 'ABLES SUPLETORIAMENTE LAS 
DISPOSICIONES DEL CODIGO FEDERAL I)E PROCEDIMIENTOS 
PENALES Y NO LAS DEL FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. 
En los procedimientos de responsabilidad administrativa, que son 
instaurados conforme al título tercero, capítulo I, de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, para investigar la conducta 
de los servidores públicos que en el ejercicio de sus funciones dejaron de 
cumplir con su obligación de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, 
imparcialidad y eficiencia que deben observar en el desempeño de su 
empleo, cargo o comisión, y en su caso fincarles responsabilidad y 
aplicarles la sanción respectiva, es supletoriamente aplicable el Código 
Federal de Procedimientos Penales, porque en el artículo 45 de la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, expresamente se 
establece que en todas las cuestiones relativas al procedimiento no 
previstas en esa ley, así como en la apreciación de las pruebas, se 
observarán las disposiciones del Código Federal de Procedimientos 
Penales, lo que excluye la aplicación para ese efecto del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, sin que lo impida el hecho de que el atado 
precepto es encuentre contenido en el capítulo IV, del titulo segundo, 
relativo a las disposiciones comunes para los capítulos II y III, de ese 
mismo título, que se refieren al procedimiento en el juicio Político; porque 
al no existir en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, ninguna otra disposición relativa a la supletoriedad\ nada 
permite concluir que en los demás casos sea aplicable el Código Federal 
de Procedimientos Civiles; de ahí que sea el ordenamiento adjetivo penal, 
el aplicable supletoriamente para la substanciación y resolución, de todos 
los procedimientos previstos en la Ley Federal de Responsabilidades, 
incluyendo el relativo a la responsabilidad administrativa de los 
Servidores Públicos 
Amparo en revisión 548 96.-Raúl Rodríguez Garza 06 de noviembre 1996-
unanimidad de votos.-ponente:Marco Antonio Arroyo Montero.-Secretario:Julio Jesús 
Ponce Camino. 
Amparo en revisión 536 96.-Francisco Javier Garibay Agmlar.- unanimidad de 
votos.-ponente. Marco Antonio Arroyo Montero.- Secretario:Julio Jesús Ponce 
Gañimos".(4{) 
La necesidad de regular el procedimiento con precisión responde a 
un principio básico de justicia y legalidad, por lo que en el proceso entre 
sus aciertos encontramos que el mismo se inicia con un citatorio en el que 
se le hará saber al presunto responsable la responsabilidad o 
responsabilidades que se le imputan, al igual que el día y la hora en que se 
verificará la audiencia en la que tendrá el derecho de ofrecer pruebas y 
alegar lo que a su derecho convenga por si o por medio de su defensa; 
como no se señala cuales pruebas, consideramos se deberá entender que las 
admitidas en el Código Penal. A la audiencia deberá acudir el 
representante de la dependencia respectiva. 
(41) T r ibuna les Colegiados de Circuito. Semanario Judicial de la Federación y su gaceta , tomo V. enero de 
1997. Tes i s VIH 1. 8a.p.540 
La audiencia deberá celebrarse en un plazo, contado a partir de la 
citación no menor de 5 días ni mayor de 15. La Secretaría dispondrá de un 
término de 30 días contados a partir de la celebración de la audiencia para 
resolver si existe o no responsabilidad; y en el primer supuesto notificar la 
sanción respectiva dentro de las 72 horas siguientes a la fecha de la 
resolución al interesado, a su jefe inmediato, al representante designado por 
la dependencia y al superior jerárquico. 
Si no se encontraron elementos suficientes para resolver o 
aparecieren otros que impliquen nueva responsabilidad del presunto 
responsable o de otras personas, se dispondrá la practica de investigación y 
citará a otra u otras audiencias. 
La Secretaría de la Contraloría cuenta con facultades para suspender 
temporalmente al servidor público durante el proceso, sin que esto implique 
un perjuicio sobre la responsabilidad del mismo, quien en caso de resultar 
afectado será restituido en el goce de sus derechos y se le cubrirán los 
preceptos que debiera recibir durante el tiempo que estuviere suspendido. 
El mismo procedimiento se seguirá por las Contralorías Internas, en 
todo cuanto sea aplicable y se levantará acta circunstanciada de todas las 
diligencias; y las resoluciones se asentarán en un registro que constará de 
dos secciones, una correspondiente a los procedimientos disciplinarios y 
otra referente a las sanciones impuestas. 
8.- Recursos: 
Los recursos administrativos son definidos como " T o d o medio de 
defensa al alcance de los particulares para impugnar, ante la 
Administración Pública, los actos y resoluciones por ellas dictadas en 
perjuicio de los propios particulares "(42) 
Tradicionalmente hemos visto a los recursos administrativos, como 
el medio de que tiene el particular frente a la Administración Pública; ya 
que ellos nacieron de la transición del régimen absolutista a un Estado 
democrático. 
El recurso aparece en la Ley de Responsabilidades como un medio 
de control con que cuenta el servidor público para obtener la modificación, 
revocación o anulación de las resoluciones de la autoridad que emitió el 
fallo. 
En la ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
encontramos reglamentado en su artículo 70, los recursos de nulidad y de 
revocación en el artículo 71 y demás relativos. El primero se interpondrá 
ante la misma autoridad o indistintamente ante el Tribunal Fiscal de la 
Federación dentro de los 15 días siguientes a la fecha en que surta efecto la 
notificación de la resolución recurrida; y el segundo, se presenta ante la 
propia autoridad. La tramitación se inicia con un escrito en el que se 
expresan los agravios que realizó la autoridad ad quo, y en él, se 
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propondrán las pruebas, acompañando copia de la misma y constancia de la 
notificación. 
Recibido el escrito la autoridad acordará si admite o no el recurso; 
en este punto volvemos a encontrar obscuridad en el texto legal, debido a 
que no aclara que sucede si la autoridad ad quem resuelve no admitir el 
recurso, ni cuales serían los motivos por los que la misma tenga derecho a 
hacerlo. 
Así mismo el numeral 71 en comento continúa señalando que la 
autoridad decidirá si admite las pruebas ofrecidas, desechando de plano la 
que no considere idóneas para desvirtuar los hechos en que se base la 
resolución; el mismo comentario anterior lo podemos aplicar a este otro 
supuesto, ¿qué sucede si el interesado considerara que la determinación del 
desechamiento de las pruebas es incorrecta? aquellas pruebas que sean 
admitidas deberán ser desahogadas antes de dictar la autoridad una 
resolución dentro de los 30 días hábiles siguientes, notificando al 
interesado dentro de las 72 horas siguientes. Como podemos advertir el 
recurso no tiene un término de solución definido debido a que se establecen 
30 días para dictar la resolución a partir del desahogo de las pruebas, pero 
para que se lleve a cabo este período procesal no existe ningún término 
legal; ni mucho menos se encuentra previsto algún termino general para 
los supuestos en el que no se señale uno específico. 
9.- La Suspención. 
A).- Suspención del cargo de Servidor Publico. 
En cualquier momento, el presunto responsable puede ser suspendido 
de su cargo, empleo o comisión, si la Secretaria así lo determina, si a su 
juicio considera que así conviene para la conducción o continuación de las 
investigaciones; y durará todo el tiempo que considere conveniente, sin 
prejuzgar sobre la responsabilidad del inculpado. 
B).- Suspención de la Resolución 
La interposición del recurso suspenderá la ejecución de la resolución 
recurrida, siempre y cuando se reúnan los siguientes requisitos: 
1.- Si se trata de sanciones económicas: 
* Que lo solicite el promovente. 
* Que se garantice el pago en los términos del Código Fiscal de la 
Federación, si se trata de sanciones económicas. 
2 - Si se trata de otras sanciones: 
* que lo solicite el promovente. 
* que se admita el recurso. 
* que la resolución recurrida produzca daños o perjuicios de 
imposible reparación. 
* que la suspención no traiga como consecuencia de la 
consumación, perjuicios al interés social o al servicio público. 
Igualmente procede la suspención temporal, desde el momento de 
iniciar él juicio de determinación de responsabilidad administrativa. 
C A P I T U L O S E X T O 
La Responsabilidad Administrativa Regional de 
los Servidores Públicos. 
Nuevo León. 
1.-Prefacio. 
La responsabilidad de los servidores públicos en las Entidades 
Federativas de México tiene como base los postulados, que se establecen en 
la Constitución Federal en su título IV reformado en 1982; es así como el 
artículo 109 de la misma crea el marco constitucional para la expedición de 
leyes de responsabilidades de los servidores públicos al servicio de las 
Entidades Federativas y de los Municipios; al respecto en el último día de 
sesiones del seminario que se realizó el 28 de abril de 1983 organizado por 
el Instituto de Administración Pública, se mencionó que " Es compromiso 
constitucional, el que las legislaturas locales establezcan su propio régimen 
de responsabilidades para los funcionarios estatales y municipales. El 
pacto federal le impone a México la obligación, surgida de su propia 
vocación republicana de estructurar sistemas homogéneos que logren. 
entre otras cosas, la tan ansiada igualdad ante la ley, sobre todo, 
tratándose de servidores públicos" ,(l) 
La muticitada reforma, realizada en relación a la responsabilidad de 
los servidores públicos, encuentra como elementos que la integran: la política 
de planeación del desarrollo y el principio de renovación moral, los cuales 
requieren para su cumplimiento un régimen comprometido de 
responsabilidades para quienes tienen la obligación de efectuar las 
actividades propias del Estado, permitiendo así que se materializan los 
programas establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000 al que 
todos los Estados se deberán integrar. Javier Dueño García citado por José 
Francisco Ruiz Massieu, se plantea la objetivos básicos de un sistema de 
control de gestión, entre los que se encuentra, una mayor legitimidad de la 
Administración Pública de los Estados y Municipios. 
Figuras jurídicas como la delegación de funciones, es la regularización 
administrativa y la necesidad de crear canales de contacto y de comunicación 
con los ciudadanos, han transformado radicalmente la estructura orgánica de 
la administración y el régimen de responsabilidad de los servidores públicos. 
El régimen estatal de responsabilidad de los servidores públicos ha 
sido una de la más claras muestras de integración de una tendencia general, 
que se expresa en el orden federal y su incorporación al ámbito local. 
El llamado nuevo federalismo; es un término que en materia de 
responsabilidad de los servidores públicos, implica coordinación y 
1 José Feo. Ruiz Mass ieu . Responsabi l idades > Federal ismos INAP Praxis 60. México. 1984. p 134 
delegación de funciones de la Federación para con los Estados, miembros del 
pacto federal. Misma se lleva a efecto a través de la Secretaria de la 
Contraloría y las Contralorías de los Congresos Locales, de cada Entidad 
Federativa. 
2.- Generalidades en Estado de Nuevo León 
En relación a la situación que se plantea con antelación, encontramos que en 
el Estado Nuevo León, el C. Gobernador Licenciado Alfonso Martínez 
Domínguez, presentó una iniciativa de reforma al Título Séptimo de nuestra 
Constitución Política Local el día 26 de diciembre de 1983, a fin de sentar 
nuevas bases jurídicas sobre la materia de responsabilidades de los 
Servidores Públicos; y dándole seguimiento a esta empresa el 11 de 
diciembre de 1984 somete a consideración de la Cámara de Diputados de la 
LXIII Legislatura Local del Congreso del Estado una iniciativa de Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos para el Estado de Nuevo 
León, en la cual considera que: "Es necesario expedir una Ley que 
reglamente la materia y precise en un régimen de! ¡derecho como el 
nuestro, el ámbito de responsabilidades de las personas a quienes ha sido 
encomendada el desempeño de una tarea Pública "<2) 
Es el Titulo Tercero de la entonces reciente Ley Regional, el que 
regula la materia objeto de la presente investigación, consta de dos capítulos 
: Expos ic ión de Motivos. Le> de Responsabil idades de los servidores Públ icos del Estado de Nuevo León 
11 d ic i embre de 1984 proporcionada por la oficialía Ma>or del Congreso del Estado, e) 11 de dic iembre 
de 1997. 
en donde se establecen, las obligaciones inherentes al cargo del servidor 
público y las sanciones a que pueden ser acreedores quienes no desempeñen 
su trabajo con legalidad, honradez e imparcialidad; señalando los 
procedimientos que se deben agotar previamente, así como la determinación 
de que las denuncias anónimas no producirán ningún efecto y las formuladas 
con falsedad ameritarían la imposición de las penas que para tal efecto 
tipifica el Código Penal; en general observamos que dicha ley sigue la 
técnica legislativa del Constituyente Permanente, enumerado en diez 
fracciones las obligaciones de los servidores públicos y estableciendo para 
en caso de incumplimiento las mismas sanciones que la Ley Federal, así 
como sus parámetros de individualización. Sin embargo encontramos en el 
procedimiento una diferencia esencial, ya que el ordenamiento local, 
distingue si la conducta merece la inhabilitación como sanción, la que será 
aplicable por resolución jurisdiccional, y no a través del superior jerárquico 
como en el caso de las demás sanciones; observamos que para estas últimas 
se crea el recurso de revocación y las bases para la ejecución de las mismas. 
En relación a la supletoriedad de la presente ley encontramos que la 
parte final del artículo 30 señalaba: 
"En todas las cuestiones relativas no previstos en esta ley, se 
observarán las disposiciones del derecho común "(3) 
Lo que no nos parece extraño ya que en general la ley es muy 
deficiente, al no garantizar ni el más elemental derecho de audiencia por lo 
3 Le\ de Responsabi l idades de Servidores Públicos para el Estado de Nuevo León. 14 d ic i embre de 1984 
que a todas luces sus procedimientos son anticonstitucionales; sin embargo 
como fuente histórica de la ley de responsabilidades en el Estado es loable 
su promulgación. 
3.- La Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos, vigente en 
Estado y Municipios de Nuevo León. 
En un marco integral de renovación moral y reforma administrativa 
del Estado, el C. Gobernador Substituto, Lic. Benjamín Clariond Reyes 
Retana, presentó ante la H: Soberanía Popular la iniciativa de reforma al 
Código Penal y de Procedimientos Penales, en donde establecía nuevos 
tipos de delitos a fin de evitar la corrupción y la impunidad, con el mismo fin 
y en una acción conjunta exhibió y presentó la iniciativa de Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de 
Nuevo León promulgada el 16 de diciembre de 1996; ( 4 ) la cual señala en su 
exposición de motivos en un mecanismo para prevenir y detectar el 
incumplimiento de las obligaciones que todo servidor público debe observar 
en el desempeño de sus funciones, cargos o comisiones. 
Un primer punto que debemos destacar es el cambio en el nombre de 
la Ley en la que se precisa que ésta comprende también a los servidores 
públicos de los municipios; en otro orden, también se señalan 
específicamente las autoridades que son competentes para su aplicación, 
(4) E s la lev que se encuentra vigente en el Estado, y en una opinión personal , puede ser mode lo para 
otros Estados de la República, debido a su claridad, aunque adolece de las def ic iencias de las n o n n a s 
demas iado taxativas. 
según se desprende del artículo 3 que a la letra dice: 
"Para los efectos y aplicación de la presente 
Autoridades Competentes: 
Ley, son 
/.- El Congreso del Estado; 
II. - El Tribunal Superior de Justicia del Estado; 
III.- La Secretaría de la Contraloría General del Estado, a la que 
se denominará la Secretaría; 
IV.- Los Ayuntamientos, los Presidentes Municipales y los 
órganos de control interno de las Administraciones Públicas 
Municipales; 
V - La C7ontaduria Mayor de Hacienda; 
VI.- El órgano de vigilancia y disciplina que establezca la Ley 
Orgánica del Poder Judicial; 
VIL - El Tribunal de lo Contencioso Administrativo; 
VIIL- El Tribunal de Arbitraje del Estado. "(5) 
Ahora bien, con fecha 26 de agosto de 1998, el señor Gobernador del 
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Estado Femando de Jesús Canales Clariond, instruyó a la Secretaria de la 
Contraloría General del Estado para que substancie los procedimientos 
administrativos de responsabilidad que deban instaurarse en contra de los 
Titulares de las Dependencias Organismos y Entidades de la Administración 
Pública del Estado, Presidente del Tribunal de Arbitraje del Estado y 
Presidente de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje. 
En relación al capítulo de responsabilidad administrativa que nos 
ocupa, corresponde al Titulo Tercero y Quinto de las Responsabilidades y 
Procedimientos Administrativos, de los cuales el primero consta de cinco 
capítulos y el último de un capítulo único. 
Al analizar los mismos observamos que en un derroche de técnica 
legislativa se crean normas que afortunadamente limitan la facultad 
discrecional amplísima de que gozaban las autoridades competentes para 
calificar una infracción, ya que con la creación de esta ley, establecen 
criterios y lincamientos de calificación muy determinados de las mismas, 
tomando en cuenta la gravedad de la conducta, como lo podemos observar 
en lo establecido en la totalidad de las fracciones del artículo 57, ad literam: 
"Para la aplicación de las sanciones administrativas, 
disciplinarias y económicas, independientemente de la 
individualización de las circunstancias del servidor público 
responsable señaladas en el artículo 86 de esta ley, la autoridad 
competente se sujetará como mínimo a los siguientes criterios y 
lincamientos, de acuerdo con la fracción o fracciones infringidas 
del artículo 57 de la presente ley: 
/.- Por incumplimiento culposo de cualquiera de las fracciones I, 
IV, V, VI, VII, VIII, IX, XI, XII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIV, XXVI, 
XXVIII, XXX, XXXVII, XXXVIII, XL, XLII, XUV, LIV, IV, UX, y 
LXII se aplicará invariablemente el apercibimiento, la 
amonestación y la suspención del empleo, cargo o comisión por 
quince días; 
II- Por incumplimiento doloso de cualquiera de las fracciones /, 
IV, V, VI, VII, VIII, IX, XI, XII, XIX, XX, XXI, XXII, XXIV, XXVI, 
XXVIII, XXX, XXXVII, XXXVIII, XL, XLII, XLIV, LIV, LV, LIX, y 
LXII se aplicará invariablemente la suspención del empleo, 
cargo o comisión por tres meses; 
III.- Cuando no se produzcan daños y perjuicios, o se obtengan 
beneficios por causas ajenas a la voluntad de la gente, por 
incumplimiento culposo de cualquiera de las fracciones II, III, X, 
XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XVIII, XXV, XXVII, XXIX, XXXI, XXXII, 
XXXIII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XLIII, y LXIV, se aplicará 
invariablemente la suspención del empleo, cargo u omisión por 
dos meses y en casos graves la inhabilitación de seis meses a 
tres años; 
IV- Cuando no se produzcan daños y perjuicios, o se obtengan 
beneficios por causas ajenas a la voluntad del agente, por el 
incumplimiento doloso de cualquiera de las fracciones II, III, X, 
XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XXIII, XXV, XXVII, XXIX, XXXI, XXXII, 
XXXIII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XLIII, y LXIV, se aplicará 
invariablemente la suspención del empleo, cargo u comisión por 
tres meses y en casos graves la inhabilitación de uno a cinco 
años; 
V.- Cuando se produzcan daños y perjuicios, o se obtengan 
beneficios por el incumplimiento culposo de cualquiera de las 
fracciones II, III, X, XIII, XIV, XV, XVI, XVII, XXIII, XXV, XXVII, 
XXIX, XXXI, XXXII, XXXIII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XIJII, y 
LXIV, se aplicará invariablemente la sanción economía de dos 
tantos del lucro o beneficio obtenido o daños y perjuicios 
causados, la destitución del cargo y la inhabilitación de uno a 
diez años si el monto de aquellos no excede de quinientas veces 
el salario mínimo mensual vigente en la capital del Estado y de 
diez a veinte años si excede de dicho límite; 
VI.- Cuando se produzcan daños y perjuicios, o se obtengan 
beneficios por el incumplimiento doloso de cualquiera de las 
fracciones II, III, X, XIII, XIV, XV, XVI, XXIII, XXV, XXVII, 
XXIX, XXXI, XXXII, XXXIII, XXXIV, XXXV, XXXVI, XLIII, y 
XLIV, se aplicará invariablemente la sanción económica de dos-
tantos del lucro o beneficio obtenido o daños y perjuicios 
causados, la destitución del cargo y la inhabilitación de diez a 
veinte años independientemente del monto; 
VII.- Por el incumplimiento de la fracción XVIII, en lo que 
respecta a la falta de presentación de la manifestación de bienes 
inicial y anual, se aplicará invariablemente la destitución del 
empleo, cargo o comisión y en lo que respecta a la falta de 
presentación de las de conclusión del cargo, se aplicará la 
inhabilitación por un término igual al periodo que desempeñó 
como servidor público; 
VIH- Por incumplimiento culposo de cualquiera de las 
fracciones XXXIX, XIJ, XLV, XLV1, XLVII, XLVIII, XIJX, L, LI, 
IJI, LUI, LVI, LVII, LVIII, LX, LX1, y LX1II, se aplicará 
invariablemente la suspención del empleo, cargo o comisión por 
tres meses; 
IX.- Por incumplimiento doloso, de cualquiera de las fracciones 
XXXIX, XLI, XLV, XLVI, XLVII, XLVIII, XLIX, L, LI, LI1, LUI, 
LVI, LVII, LVIII, LX, 1JÜ, y IJCIII, se les aplicará 
invariablemente la destitución del empleo, cargo o comisión por 
un período de diez a veinte años.(6) 
Así mismo, nos encontramos con una innovación en la ley, la cual 
distingue muy acertadamente las sanciones según su naturaleza; en 
disciplinarias, administrativas y económicas; esto permite una más justa 
6 Op.ci t .ps 30 y 31 
aplicación del poder sancionador del Estado, según se desprende de la letra 
de los numerales 53, 54 y 55 que textualmente señalan: 
"Las sanciones disciplinarias consistirán en el apercibimiento y 
en la amonestación. 
El apercibimiento es la llamada de atención dirigida al 
responsable, conminándolo a que evite la repetición de la falta 
cometida. La amonestación es la advertencia hacha al infractor, 
sobre las consecuencias de la conducta cometida, excitándolo a 
la enmienda y advirtiéndole la imposición de una sanción mayor 
en caso de reincidencia "(7) 
"Las Sanciones administrativas consistirán en: 
I.- Sus pendón del empleo, cargo o comisión conferidos, y en 
consecuencia, de la remuneración correspondiente. La 
suspención se decretará por un término de quince días a tres 
meses; 
II - Destitución del puesto, cargo o comisión de los servidores 
públicos tanto de confianza como de base, la cual se aplicará 
por la autoridad que substancie el procedimiento de 
responsabilidad; para los servidores públicos sindical izados, la 
destitución se demandará administrativamente por la autoridad 
(7) O p ci t . .p .28 
mencionada y se resolverá en forma definitiva por el Tribunal de 
Arbitraje del Estado, conforme a lo dispuesto en la Ley del 
Servicio Civil del Estado; 
IIi - Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o 
comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público, por un 
periodo de uno hasta veinte años, y 
IV.- Arresto Administrativo hasta por treinta y seis horas, en los 
términos de ley. "(8) 
"Las sanciones económicas consistirán en multas y 
resarcitorias, determinadas en cantidades líquidas e impuestas 
mediante pliegos preventivos de responsabilidad por las 
Autoridades ('ompetentes ".í<;) 
Examinando el catálogo de obligaciones de los servidores públicos 
observamos que fue ampliado en relación la ley anterior que contenía 10 
fracciones las que aumentaron a 64, con el fín de salvaguardar la legalidad, 
honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia de los servidores públicos de 
los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial del Estado, así como de los 
Municipios. 
Además en el Titulo Cuarto de la Ley en comento encontramos una 
8 Op.c i t . .p .29 
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nueva modalidad y que consiste en el fincamiento de responsabilidades 
administrativas con sanciones de carácter resarcitorio cuyo procedimiento 
tiene por objeto reparar o indemnizar los daños y perjuicios que se causen a 
la Hacienda Publica Estatal o Municipal. 
En relación a los Superiores Jerárquicos, se definen en el artículo 63, 
señalándose en el Poder Ejecutivo, al Gobernador del Estado, a los Titulares 
de las Dependencias correspondientes o al Director o equivalente de los 
Organismos Paraestatales, a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo; al Presidente del Tribunal de Arbitraje; así mismo el artículo 
68, enumera en el Poder Legislativo como Superior Jerárquico a la 
Asamblea en pleno del Congreso del Estado, tratándose de los Diputados y 
para el resto de los servidores públicos del Poder Legislativo, la Contaduría 
Mayor de Hacienda, de igual forma en el Poder Judicial según artículo 69, 
son Superiores Jerárquicos, el Pleno del Tribunal Superior de Justicia y el 
Organo de Vigilancia y disciplina que establezca su ley orgánica; y en los 
Municipios el Superior Jerárquico está reglamentado por el numeral 70 de 
la ley, y el que establece que serán el Congreso del Estado y el Presidente 
Municipal los Superiores Jerárquicos. 
Con gran beneplácito encontramos que la nuestra es una legislación 
sumamente avanzada en materia de responsabilidades ya que entre sus 
aciertos observamos que distingue entre la aplicación de las sanciones 
disciplinarias (amonestación publica o privada y el apercibimiento); de las 
sanciones administrativas (suspención del empleo, destitución del puesto, 
inhabilitación temporal y arresto administrativo hasta por treinta y seis 
horas); el cual se aplicará para las sanciones disciplinarias e incluyendo la 
suspención del empleo, por el Superior Jerárquico; y en demás sanciones se 
demandara por el Superior Jerárquico de acuerdo con el siguiente 
procedimiento. 
4.- Procedimiento. 
El procedimiento para la aplicación de las sanciones administrativas 
se inicia generalmente por denuncia o por queja. La diferencia entre estas 
dos figuras es que la denuncia puede ser presentada por cualquier persona, 
independientemente de que haya sido perjudicada por la actuación del 
servidor, en cambio la queja debe ser presentada por el perjudicado con el 
incumplimiento de las obligaciones que el servidor público deberá cumplir. 
Las quejas y denuncias se presentarán bajo protesta de decir verdad 
por comparecencia o por escrito. 
El artículo 83 describe el procedimiento en el cual podemos distinguir 
dos periodos; el primero de Instrucción como literalmente señala la fracción 
IV del referido dispositivo legal y el segundo, de la determinación de la 
sentencia. El período de Instrucción se inicia con una cita al presunto 
responsable para que acuda a una audiencia que deberá realizarse en un 
plazo no menor de dos ni mayor de siete días hábiles, en la que podrá 
ofrecer pruebas y alegar lo que a su Derecho convengan, señalándose un 
plazo de 10 días para desahogar las pruebas una vez cerrada la instrucción, 
la autoridad resolverá dentro de los 15 días hábiles siguientes sobre la 
existencia o inexistencia de la responsabilidad, señalando en su caso la 
sanción impuesta la que se notificará dentro de las 48 horas siguientes. En 
cualquier momento dentro del proceso se puede tramitar la suspención 
temporal sin prejuzgar sobre la responsabilidad tramitada. 
Los criterios para aplicar las sanciones se enumeran en el articulo 86 
en las siguientes fracciones: 
"Las sanciones por responsabilidad administrativa se impondrá 
tomando en consideración: 
I.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra; 
II.- Las circunstancias socio.económicas del servidor público; 
III.- El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del 
infractor; 
IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 
V- La antigüedad en el servicio; 
VI.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, y 
VIL - El monto del beneficio o perjuicio económico, derivado del 
incumplimiento de obligaciones" 
Y por su importancia para el presente estudio, por tratar el tema de la 
Supletoriedad a continuación se transcribe el artículo 87, el cual nos remite 
al Código Penal: 
"Para el estudio, análisis y desahogo de los trámites y 
procedimientos de responsabilidad administrativa establecidos 
en el presente Título, se deberá tomar en consideración si el 
responsable obró con culpa o dolo y si la infracción fue 
instantánea, permanente, continua o continuada, de conformidad 
con la legislación penal 
Nos parece un acierto del Legislador local, que señale a la legislación 
penal, supletoria para resolver los supuestos que se determinan para la 
imposición de las penas; ya que como hemos visto, en la legislación federal 
al no señalar expresamente; no se toma en cuenta si el responsable obró con 
culpa o dolo, mucho menos si la infracción fue instantánea permanente, 
continua o continuada, cayendo en hipótesis legislativas, obscuras y de 
dudosa constitucionalidad. 
5.- Recursos. 
Existe en la presente ley un capítulo especial para regular los 
1 0 p . c i t . . p . 4 0 
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recursos, en el que señala la revocación la cual se puede interponer ante la 
misma autoridad; y se tramitará de diferente manera si son sanciones 
disciplinarias o administrativas; ya que en el primer supuesto, se regula con 
un procedimiento sumarísimo, ya que en el mismo acto de interposición 
resolverá de plano; y en el segundo supuesto se interpondrá dentro de los 5 
días siguientes hábiles a la fecha en que surta efectos la notificación de la 
resolución recurrida, y una vez que la autoridad resuelva sobre la 
admisibilidad citará a una audiencia para alegar, teniendo la obligación la 
autoridad de un plazo igual. 
En el artículo 109 se señala el derecho a impugnar la resolución de 
responsabilidad, así como la del recurso de revocación ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. 
Es al analizar este ultimo punto, en relación con el numeral 
anteriormente señalado en el que se dispone expresamente al Código Penal 
como supletorio, además de compararlo con el articulo 8 que determina la 
supletoriedad Procesal Civil para los procedimientos antes descritos, que 
nos damos cuenta que cuando hablamos de responsabilidades, faltas, 
infracciones y sanciones nos encontramos en los umbrales del derecho penal 
y el derecho administrativo, y que al momento de legislar se debe de crear 
un "Derecho Especial", para no caer en el error de juzgar dentro de un 
mismo procedimiento con diversos ordenamientos jurídicos a la vez, 
dejando en un estado de total indefensión al procesado. 
6.- Acuerdo de Coordinación. 
En otro orden, el Titulo Séptimo de la ley en su capítulo único 
establece una obligación para los Estados y Municipios que se ha venido 
realizando desde el 11 de diciembre de 1991 y que consiste en celebrar 
acuerdos de coordinación en materia de responsabilidades para el 
fortalecimiento y operación así como evaluación del sistema estatal 
gubernamental, estos sistemas son la base para la aplicación de los 
mecanismos de coordinación de acciones a fin de implantar la política de 
desarrollo regional. 
El sistema federal que se ha dado en nuestro país ha sido como 
consecuencia de la voluntad de todos los Estados de unirse y fortalecerse, 
mediante el Pacto Federal, el que marca el rumbo de la forma de gobierno, 
es decir; el Estado Federal Mexicano. Al respecto, David Jiménez señala: 
"Los tres niveles de gobierno deben cumplir, con sus funciones de manera 
coordinada, al fin de que el seguimiento y control de gestión garanticen al 
mismo tiempo, eficiencia, honestidad, libertad y responsabilidad"^ 
Su objetivo principal es prevenir conductas irregulares o contrarias a 
las obligaciones y deberes que la ley impone a los servidores públicos 
promoviendo y vigilando el cumplimiento escrupuloso de sus 
responsabilidades y la claridad y transparencia de sus acciones, 
intercambiando información para efectos de capacitación, así como para 
(12 ' David J iménez . Coordinación de los niveles de Gobierno y el control de gest ión. Apud Massieu. 
Op .c i l . . p . l 34 
dignificar la imagen del servidor publico; fortalecer los mecanismos de 
atención y participación ciudadana, impulsar a los Municipios a fin de 
intercambiar asesorías y apoyo técnico para el mejoramiento de las acciones 
emprendidas en esta materia; establecer conjuntamente un sistema de 
información a fin de mantener una adecuada colaboración en el intercambio 
de datos y documentación en relación al registro de servidores públicos 
sancionados; colaborar en la instrumentación de medidas preventivas y 
capacitación en relación a la temática del Código Etico de conducta del 
servidor publico, a fin de crear conciencia de su vocación de servicio y 
responsabilidad pública. 
Después de esta sencilla aproximación al régimen estatal de 
responsabilidades de los servidores públicos es obligada la siguiente 
reflexión. 
Es de suma importancia que se realicen políticas preventivas, más que 
represivas en materia de responsabilidades; y esto lo vamos a lograr en la 
medida en que generemos una cultura de responsabilidad en la actuación del 
servicio público en el cual intervienen siempre tres partes; el Estado, el 
usuario y el servidor publico al que especialmente debemos motivar con la 
implantación de un verdadero servicio civil de carrera, el cual 
desafortunadamente, no se encuentra legislado en el Estado y por lo tanto no 
encontramos ninguna ley o reglamento que lo prevea. ( n ) 
Existe en relación a dicho concepto, únicamente una norma 
113 Rev i samos la Le> del Servicio Civil de Estado de Nuevo León del 26 de Junio de 1948.por ser la lev 
que se encuen t ra eti v igor en el Estado, con ella se resuelven las cont rovers ias de carac te r laboral que se 
suci tan en t re los t rabajadores del Estado.por una parle y el Es tado c o m o pat rón por la otra. 
individualizada ( l 4 ) provista en el Convenio Laboral Prestaciones Sociales y 
Económicas 1997-1999, celebrado por el Sindicato Unico de Servidores 
Públicos del Estado y el gobierno del estado de Nuevo León en el cual se 
establece la Carrera Civil, en la Cláusula Quinta, al tener de la siguiente 
descripción. 
"QUINTA- CARRERA DEL SERVIDOR PUBLICO Y 
ESCALAFON. 
El Gobierno en coordinación con el Sindicato, acuerdan 
establecer, la Carrera Civil del Servidor Público, 
capacitándolo y adiestrándolo para ocupar los puestos de 
mayor nivel que queden de vacantes. Lo anterior es con la 
finalidad de que el Gobierno del Estado aproveche la 
capacitación, aptitud y experiencia de los Servidores 
Públicos y en lo relativo a la aplicación de ascensos a los 
Servidores Público Sindicalizados para puestos de confianza, 
salvo licencia o comisión, quedarán suspendidos de sus 
derechos de voz y voto en asambleas, elecciones, recuentos, 
huelgas o cualquier otra comisión que se le pudiera 
encomendar por el Sindicato, pero no suspendidos de su 
obligación de aportación de cuota sindical y derechos de 
atención médica y prestaciones económicas a que se hicieron 
<1a) Se en t iende por n o r m a individual izada, aquellas disposiciones imperat ivo a t r ibut ivas que fo rman 
parte de) derecho posit ivo, reconocida, por el Derecho vigente, s i empre y cuando r eúnan los requisi tos 
del proceso d e creación y que la lev reconoce como el producto de la voluntad de los interesados. 
acreedores al ingresar como miembros activos del Sindicato. 
Para dar cumplimiento a lo previsto en el párrafo anterior, 
convienen las partes en integrar una Comisión Mixta 
Escalafonaria, con dos representantes designados y 
removidos libremente por el titular del Poder Ejecutivo y por 
dos representantes que designará y removerá libremente el 
Sindicato, además de otra persona que será designada de 
mutuo acuerdo por las partes, estas representaciones tendrán 
carácter honorífico. 
En la inteligencia de que los derechos escalafonarios de los 
Servidores Públicos Sindical izados, serán resuellos conforme 
a lo pactado en este convenio y a lo previsto en la Ley del 
Servicio Civil y las reuniones que celebre la comisión 
integrada, deberán ser presididas por el C. Director de 
Recursos Humanos y el C. Secretario General del Sindicato 
Unico de Servidores Públicos del Estado, para lo cual en 
igualdad de condiciones se tomará en cuenta la antigüedad, 
la capacitación, la puntualidad y asistencia, la 
responsabilidad, la aptitud y la calidad en la prestación del 
servicio. Debiéndose encauzar los trabajos escalafonarios 
con la fluidez que permita concluir con rapidez los estudios y 
las resoluciones que procedan}1^ 
(15> Convenio Laboral . Prestaciones Sociales y Económicas 1997-1999. celebrado por el Sindicato Unico 
de Servidores Públ ico del Estado y el Gobierno del Estado de Nuevo León. 
C A P I T U L O S E P T I M O 
Renovación Moral de la Sociedad 
1.- Exordio. 
"Necesitamos inculcar una nueva cultura de apego a la legalidad por 
que todos necesitamos que ella prevalezca en nuestra conducta y en todos 
los aspectos de nuestra vida 
Con la anterior frase iniciamos el presente capítulo en el que 
pretendemos describir el panorama imperante en nuestro País con relación a 
un elemento interno, consistente en sus valores morales y culturales. 
Hablar de cultura, implica hablar de la intimidad de un pueblo, es lo 
que nos une y nos da la fuerza necesaria para sobrevivir. El Estado tiene la 
obligación de crear un modelo cultural el cual sirva de base para la 
satisfacción de nuestras necesidades existenciales en el contexto nacional e 
internacional en que vivimos, el que propicie y permita asumir el gran reto 
(1) Dr Ernes to Zedi l lo Ponce de León. Revista Informativa. P.R.I.. Pensamientos Polít icos 1996 
etimológico lo encontramos en "/as voces griegas eíhos y kratos, que 
significa respectivamente, costumbre o uso y poder o fuerza ".(2) 
2.- Generalidades. 
La renovación moral de la sociedad es demanda reiterada del pueblo 
de México, la cual se remonta a los albores de la independencia, de nuestro 
País; nos baste recordar una frase célebre utilizada desde los inicios del 
México Independiente: " el obedecer sin cumplir lo que significaba, 
realizar una labor sin compromiso. Otro ejemplo lo encontramos en el Plan 
de Iguala el cual destacó que únicamente deberían ser empleados públicos 
los que más se distinguieron en su adhesión, virtud y mérito; Valentín 
Gómez Farias ofreció el I de abril de 1833 establecer una administración 
investida de fidelidad en el manejo de los caudales. Y en 1939, el General 
Bustamante habló de la inmoralidad de algunos empleados, la codicia 
insaciable de los que hacen fortuna de las necesidades de la patria y la 
corrupción de muchos jueces. El 15 de diciembre de 1844 José Joaquín de 
Herrera al protestar como Presidente Interino, prometió destruir arraigos y 
abusos, reorganizar los ramos de la administración y cicatrizar las muy 
profundas heridas. Ya en 1847 José Mariano Salas manifestó el 6 de 
diciembre que " reconoce i a necesidad de un órgano administrativo; 
porque en México no tenemos más que un caos en que han perdido la 
(2) Encic lopedia Jur ídica Omeba . Ed Dnski l . Buenos Aires. 1987. T o m o XI. p.318. 
administración de justicia, y sobre todo el Erario, víctima de una 
bancarrota cada día en aumento "(3) 
El 7 de mayo de 1848, Manuel de la Peña y Peña consideró resolver 
este añejo problema con la creación de una legislación rigurosa y justa. José 
Joaquín de Herrera, el 2 de junio de 1848, al jurar por segunda vez como 
Presidente, culpó a la administración pública de la crisis por la que 
atravesaba el país, prometiendo realizar una reforma que dejara tranquilos 
los sentimientos de bienestar y de honra nacional. 
" Purificar la Administración Pública del virus de corrupción que 
hace tiempo la tiene inficionada " (4) fue el pensamiento que externo Benito 
Juárez al clausurar las sesiones del Congreso el 31 de julio de 1861. Los 
objetos preferentes de la administración de Sebastián Lerdo de Tejada, en 
1872 lo constituían el orden y la moralidad en la administración. Cuatro 
años después, Profirió Díaz el 1 de abril de 1877 precisó como deber 
sagrado de los funcionarios públicos, procurar realizar a fuerza de probidad, 
de constancia y patriotismo la reconstrucción nacional. 
Carranza, en 1918 propicia la creación del Departamento de 
Contraloría, conciderandolo el progreso, más trascendental realizado en 
relación a la Administración Pública, emanado de la revolución. Alvaro 
Obregón el 7 de febrero de 1921, señaló que el momento histórico por el 
que atravesaba México, significaba la oportunidad de moralizar la 
131 José. Car reño C a r l ó a Reformas al Titulo cuarto de la Constitución Comis ión de Estudios Jurídicos 
I.E.P E.S./P.R.I México . 1994ps. 44 y 45 
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Administración Pública, iniciando en los altos funcionarios, para después 
extenderse al resto del cuerpo de servidores públicos. 
Plutarco Elias Calles, creó las Comisiones Especiales de Eficiencia, 
mediante decreto del 25 de agosto de 1926, en donde se ordenaba que los 
empleados debían de reunir las características de eficiencia adecuada a los 
puestos que desempeñaban. 
Fue el 1 de septiembre de 1932, cuando se promulgó la Ley de 
Responsabilidades de Funcionarios y Empleados Agrarios, durante la 
Presidencia de Pascual Ortíz Rubio. Lázaro Cárdenas el 1 de diciembre de 
1834 habló de los valores de eficiencia, rapidez y honestidad en los 
negocios públicos; mientras que Manuel Avila Camacho, en 1940 
determinó la eficiencia y la moralidad en el trabajo de los servidores 
públicos. 
Una de las bases del Gobierno de Miguel Alemán en 1947 la 
constituyó, el principio de moralización pública, así mismo Adolfo Ruiz 
Cortines en 1952, conminó a la participación ciudadana a fin de lograr la 
moral administrativa. Su sucesor Adolfo López Mateos en 1958, prometió 
promover y reformar para lograr la consonancia entre la administración 
pública y la realidad del país. En 1964 Gustavo Díaz Ordaz, también habló 
de la reforma administrativa y de los valores de lealtad, eficacia y honradez 
de las actuaciones de los servidores públicos. 
El 1 de diciembre de 1971, Luis Echeverría, propuso la reforma 
administrativa en donde el servidor público realizara su actividad con 
verdadero espíritu de servicio. José López Portillo en 1976, mencionó " no 
se persigue con ella cambiar el modo de hablar, sino el de actuar "{5). Como 
ya lo hemos mencionado í6) fue Miguel de la Madrid Hurtado el que 
propone en 1982 las reformas a la Ley de Responsabilidades de los 
Funcionarios y Empleados de la Federación y del Distrito Federal de 1980. 
Carlos Salinas de Gortari promovió las reformas a la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos del 11 de enero de 1991, 
declarando en su exposición de motivos que estableció en la Secretaría de 
Gobernación un área para promover la defensa de los derechos humanos, 
" para impedir la impunidad y evitar que individuos o grupos pretendan 
actuar por encima de la Ley "(7) 
Actualmente; el Presidente Ernesto Zedillo al igual que todos y cada 
uno de sus predecesores, hizo referencia tanto a la administración como a 
sus servidores, indicando. " En atención al urgente reclamo de la Sociedad, 
es indispensable una lucha frontal contra las causas y efectos de la 
corrupción y la impunidad. Esta lucha se llevará acabo con la más 
enérgica voluntad política y la participación de la sociedad\(8) 
En el ámbito regional sólo mencionaremos al Gobernador actual, 
Fernando Canales Clarión, quien en su mensaje realizado con motivo de la 
toma de protesta el día 4 de octubre de 1997 mencionó al dar las gracias al 
pueblo de Nuevo León; "/?or lo que de ahora en adelante estén dispuestos 
* José. Carrcño Carlón. recopilación de Luis Massieu. 1NAP. 1984. 
6 supra vid. Capi tu lo Segundo, subtema Introducción p . l . 
Exposición de Motivos de la iniciativa de decreto por el que se reforman, adicionan v derogan diversos 
disposiciones de la Le> Federal de Responsabil idades de los Servidores Públicos publ icado en el D i a n o 
Oficial de la Federación 21junio de 1992. 
s Ernesto Zedi l lo Ponce de León. Plan Nacional de Desarrollo 1995-2000. Publicado en el Diario Oficia l 
de la Federación, del 31 de mav o de 1995 . . 
a hacer, a dar, para que la Democracia no solo sea la aritmética limpia en 
las urnas, sino el método de Gobierno eficaz, con que autoridades y 
ciudadanos edifiquemos la justicia social y el servicio comprometido con 
quienes han sufrido más y esperado mucho tiempo; "(9) 
Prometiendo un Gobierno, Sencillo, Honesto, Eficiente, Justo y 
Humanista. 
Al recorrer la anterior y brevísima crónica del devenir histórico en 
materia de Responsabilidad de los Servidores Públicos, llegamos a la 
conclusión de que la Sociedad Mexicana, la forma un pueblo que posee 
claras y precisas normas morales, que desea el bienestar de la Nación y que 
esta dispuesto a luchar para lograrlo. La Nación Mexicana ha sido capaz de 
generar las normas necesarias para sobrevivir; lo a logrado aún en las 
circunstancias más adversas por las que puede pasar un país, que ha sido 
víctima de las pasiones y egoísmos de algunos de sus congéneres. 
Es de todos sabido que la moralidad social es a un país; lo que la 
moralidad individual a una persona; el cimiento fundamental de su 
existencia y garantía de confiabílidad espiritual y material. 
En el caso de México, consideramos que su moral social, siempre ha 
existido, ha permanecido en ocasiones estable y en otras, en ascenso, pero 
invariablemente en busca de su madurez, a fin de lograr el bienestar común 
resultado de la voluntad comprometida de sus miembros. 
19 Mensaje del C. Lic. Fernando Canales Gobernador Constitucional del Es tado de Nuevo León, el 4 de 
octubre de 1997. 
3.- Valores Fundamentales de la Función Pública. 
Para lograr renovar el Estado de Derecho a fin de que constituya una 
verdadera respuesta a las necesidades jurídicas que imperan en nuestro país, 
no solo necesitamos leyes justas; si no también y a un más importante, 
servidores comprometidos con su labor y con un verdadero espíritu de 
servicio, con principios éticos y morales que garanticen la imparcialidad y 
honradez en la administración pública. Amén de que deben ser personas con 
vocación profesional y capacidad comprobada, la cual debe actualizarse 
permanentemente; siempre dentro del marco ético que señala nuestra Carta 
Magna y que lo constituyen los Valores Fundamentales de la Función 
Pública, establecidos en sus artículos 109 fracción III, y 113 los cuales 
comprenden: la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia de 
las actividades del servidor público 
Estos valores necesitamos entenderlos, como el resultado de la 
voluntad comprometida del servidor público; al respecto El Dr. Miguel 
Ángel García_Domínguez manifiesta que: 
" a) Legalidad.- se debe entender, Independientemente de la garantía 
individual contenida en los artículos 14 y 16 constitucionales, la legalidad 
en la actuación del servidor público al interés general. 
b) Honradez.- Este valor, por naturaleza misma del poder público, es 
exigible a quienes lo ejercen, particularmente respecto de quienes son 
servidores públicos de la impartición de justicia. Teniendo relación 
indudable con el manejo de los recursos del Estado, su contenido va más 
allá del aspecto económico, la honradez se impone como norma general de 
la conducía del servidor público, e implica ajusfar su actuación a los 
mejores principios morales que deben ser constantes en todo individuo. 
c) Lealtad. - La calidad del servidor público exige ¡a entrega a la institución 
preservando y protegiendo los intereses públicos, que son los de la Nación 
(pueblo); independientemente de intereses particulares, de partido, o de 
sectas, se es leal con la institución pública, que tiene a su cargo el 
ejercicio del poder público. 
d) Imparcialidad. - El ejercicio del servidor público no puede beneficiar a 
unos en perjuicio de otros, por lo que toda la actuación de los servidores 
públicos debe ser realizada sin preferencias personales. 
e) Eficiencia. - Es la correcta utilización de los recursos del Estado, que son 
del pueblo, evitando el desperdicio por su inadecuada utilización, lo que es 
perjudicial para la población. "(10) 
Los anteriores conceptos nos permiten dar vigencia a las palabras del 
Dr. Ernesto Zedillo Ponce de León, Presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos; pronunciadas con motivo del cuarto informe de gobierno en 
donde se mencionó que: 
"Cada autoridad, estamos perfeclamenle consientes de que los 
recursos, los equipos y los sistemas solo serán efectivos si forjamos una 
1 Tercsita Rendón Huerla. Etica del Juzgador. Consideraciones Fundamentales . Suprema Corte de 
Justicia. Ed Talleres Gráficos. México. 1997.ed 2 a . p s . 3 0 \ 311. 
nueva cultura de legalidad, que reconozca el valor social de respeto a la 
ley, de la honradez y el cumplimiento del deber. Estoy seguro de que estas 
Autoridades sabrán mantener muy firme el compromiso que hoy 
adquieren "(,1) 
4.- La Etica y los Derechos Humanos en la Administración Pública. 
Etimológicamente "el vocablo ética deriva del griego "ethos", que 
significa costumbre. Su sinonimia con el termino moral proviene de la 
generalización del uso de la voz latina "more", que significa lo mismo, 
costumbre"0 2* 
En la antigüedad la ética surgió con el auge de la filosofía helénica, 
como una doctrina de las costumbres; evolucionando a través de la historia, 
el vocablo se utilizó en un sentido más restringido para aludir al 
comportamiento moral y, dentro de él, al comportamiento jurídico 
Para Giorgio del Vecchio el término ético se refiere a los actos 
humanos, y a las normas relativas a las dos ordenes de conducta 
fundamentales en la vida del hombre: El derecho y la moral, de esta 
concepción nacen como disciplinas éticas la ciencia del derecho y la 
doctrina moral. 
Dr. Ernesto Zedi l lo Ponce de León. Discurso del cuarto Inf rome de Gobierno 
121 Diccionario Jurídico Op.cit . , p. 259. 
La historia de la Administración Pública a caminado de la mano 
conjuntamente con la lucha de las clases oprimidas, en busca de la libertad, 
la igualdad y la legalidad en el sistema jurídico imperante. Es el pueblo, el 
que se ha enfrentado al despotismo y al abuso de las administraciones 
corruptas, y es el únicamente él, quien tiene el derecho de limitar y 
transformar la forma de gobierno, al punto que " cuando el gobierno viola 
los derechos del pueblo, la insurrección, es para el pueblo y cada porción 
del pueblo, el más sagrado de los derechos y el más indispensable de los 
deberes. Sea cual fuere la forma de gobierno, esta nunca podrá violar los 
derechos naturales, inalienables y sagrados del hombre, más, el fin del 
gobierno es precisamente garantizar y conservar esos derechos naturales e 
imprescriptibles"(13) 
En relación a la adimistración, es materia de estudio obligado, incluir 
la clasificación original que realiza John Locke (1632-1704) como derechos 
naturales; y la cual comprende, los derechos de la vida, la libertad y la 
propiedad. Por lo mismo, podemos distinguir entre aquellos que provienen 
del derecho natural y que son reconocidos por la Constitución; y los que 
han sido creados por el ordenamiento jurídico-vigente y que son 
derivaciones de los primeros, a los cuales se les pueden denominar derechos 
humanos derivados, prerrogativas administrativas o derechos 
institucionales; convirtiéndose ambos grupos de derechos en verdaderas 
garantías del gobernado que puede invocar frente al Estado; los que a su vez 
se convierten en los más efectivos instrumentos para impedir la 
irresponsabilidad y la arbitrariedad del poder público, cuyas características 
se describen a continuación: 
113 Teresita Rcndón Huerta Bai tera . Elica del Juzgador Op .c i t . p. 34. 
"1.- Son inalienables. 
2.- Son intransferibles. 
3.- Favorecen los intereses de la persona. 
4.- Son esenciales e inherentes a toda persona humana. 
5.- Su violación siempre causa un perjuicio a la persona que es un titular. 
6. - Su violación entraña no sólo el derecho a desaprobar o censurar, sino 
el derecho a la reparación ya sea directa o indirecta. 
7.- Proteger y conservar la integridad de! individuo. 
8.- En los vínculos con los demás, imponen respeto irrestricto y correlativo. 
9. - No se conciben sin la existencia de la persona humana y éstas no se 
concibe en su integridad, sin la existencia de ellos".([4) 
Tomando en consideración los anteriores características, 
indentificamos frente a la administración, los siguientes derechos inherentes 
a la persona humana: 
/.- "igualdad administrativa, no circunscrita a la igualdad ante al ley, sino 
proyectada ante la Administración Pública, en relación con los actos 
jurídicos-administrativos, productores de efectos concretos. 
2.- Libertad. 
14 Teresita R e n d ó n Huer ta Bañe ra . Op .c i t . p.38. 
3.- Libre expresión de ideas (artículo 6). 
4.- información (artículo 6). 
5.- Petición (artículo 8 y 35, fracción V). 
6.- Obtener un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido una 
petición (artículo 8). 
7.- Asociación o reunión pacífica con cualquier objeto lícito, (artículo 9). 
8.- Libre tránsito (artículo 11). 
9.- Audiencia; instrumentación del debido proceso; fundamentación y 
motivación (artículos 14 y 16). 
10.- Administración de justicia por tribunales que estarán expedidos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes (artículo 11) 
IL- Obtener resoluciones de manera pronta, completa e imparcial 
(artículo 17). 
12.- Oue se garantice la independencia de los tribunales y la plena 
ejecución de sus resoluciones (artículo 17). 
13.- Que se respeten las garantías en materia penal (artículos 14, 16, 17, 
18, 20, 22, 23). 
14.- Que se apliquen como sanciones (por infracciones de los reglamentos 
gubernativos de policía) únicamente la multa o el arresto hasta por 36 
horas (artículo 21). 
15.- Oue se fomenten el crecimiento económico y el empleo (articulo 25). 
16.-Justa distribución del ingreso y la riqueza que permite el pleno 
ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos (artículo 25). 
17.- Oue la ley aliente y proteja la actividad económica que realicen los 
particulares (artículo 25). 
18.- Participación y consulta popular en el sistema nacional de planeación 
democrática (artículo 26). 
19.- Propiedad (artículo 27). 
20.- Que se expropie sólo mediante la ley declarativa de utilidad pública e 
indemnización (artículo 27). 
21.- Que se haga una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar 
de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana 
(artículo 27). 
22.-Oue siendo dueño de un terreno, pueda libremente alumbrar las aguas 
del subsuelo, mediante obras artificiales (artículo 27). 
23.- Nacionalidad (artículo 30). 
24.- Recibir instrucción cívica y militar (artículo 31, fracción 11). 
25.- Que sus contribuciones sean de la manera proporcional y equitativa 
que dispongan las leyes (artículo 31, fracción IVy 73, fracción VII). 
26.- Preferencia (a los mexicanos en igualdad de circunstancias con 
extranjeros) para toda clase de concesiones y para todos los empleos, 
cargos o comisiones del gobierno (artículo 32). 
27.- Ciudadanía (artículo 34). 
28.- Votar en las elecciones populares (artículo 35, fracción I). 
29.- Ser votado para todos los cargos de elección popular (artículo 35, 
fracción II). 
30.- Asociación libre y pacífica para tomar parte en los asuntos políticos 
del país (artículo 35, fracción 111). 
31.- Estar inscrito en el catastro de la municipalidad y en el Registro 
Nacional de Ciudadanos (artículo 36). 
32. - Hacer uso de los medios de impugnación en materia electoral (artículo 
41). 
33.- Protección al ambiente y preservación y restauración del equilibrio 
ecológico (artículo 73, fracción XXIX-H). 
34.- Oue de las quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza 
administrativa (que violen los derechos humanos) provenientes de 
cualquier autoridad o servidor público, conozca los organismos de 
protección de los derechos humanos que otorga el orden jurídico mexicano 
(artículo 102-B ). 
35.- Que el Municipio presente los servicios públicos comunitarios 
(artículo 115 fracción III). 
36.- Que se diriman las controversias suscitadas entre la Administración 
Pública estatal y los particulares, en los tribunales de lo contencioso 
administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus fallos (artículo 
116 fracción IV). 
37.- Oue los gobernadores de los Estados publiquen y hagan cumplir las 
leyes federales (artículo 120). 
38.- Oue los títulos profesionales expedidos por las autoridades de un 
Estado, con sujeción a sus leyes, sean respetados en los otros, (artículo 121 
fracción V). 
39.- Que los actos del estado civil de las personas sean de exclusiva 
competencia de las autoridades administrativas, en los términos que 
establezcan las leyes teniendo la fuerza y validez que las mismas les 
atribuyan (artículo 130). 
40. - Tener como Ley Suprema de toda la limón, a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes del Congreso de la Unión que 
emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República con 
aprobación el Senado, (artículo 133). 
41.- Que los Jueces de cada Estado acaten a la Constitución General de la 
República, las leyes y tratados a pesar de las disposiciones en contrario 
que puedan haber en las Constituciones o leyes de los Estados ( artículo 
133)."{]5) 
Consideramos que los derechos humanos constituyen la más 
importante obligación de respeto de los servidores públicos y por lo tanto es 
a través de ellos como podemos realizar una perfecta armonía entre los 
mismos y la ética o deontología administrativa, lo que nos permitirá 
desarrollar una cultura cívica, privilegiando el papel de la ética, en la noción 
del servidor público, comprometido con los valores de legalidad, honradez 
lealtad, imparcialidad y eficiencia. 
(15) O p . c i t . p s . 39. 41 > 4 2 
5.- Perfil del Servidor Público. 
El elemento fundamental de toda organización pública se integra con 
las personas que la componen. Cualquier organización fracasaría si no 
cuenta con el personal idóneo para dirigir, ejecutar y cumplir con sus tareas 
públicas. Lo anterior no implica la búsqueda de hombres infalibles y 
perfectos, sino de seres humanos perfectibles, que pretenden superarse día 
con día dentro de un marco ético. 
La reforma administrativa realizada en 1982, al cambiar la 
terminología de Funcionarios y Empleados Públicos, por la muy acertada 
denominación de servidores públicos, terminó con la creencia 
profundamente arraigada por tantos años en la sociedad mexicana, de que la 
administración era un cosmos de privilegios; por la actual convicción de 
que la misma constituye un mundo de servicio. 
Es a partir del servicio público que podemos crear un perfil del servidor 
público que responda a las características que reclama la sociedad mexicana 
de quienes realizan esta actividad."Debe entenderse como perfil, el 
conjunto de rasgos definitorios del modo de ser, del actuar y de proyectarse 
en el entorno oficial y .vot7'a/".<l6) Configurándose un modelo que identifica 
al deber ser en un desempeño operativo, que revele una practica de 
obligaciones axiológicas, cumpliendo entre otras con las siguientes 
funciones: 
1161 Op.cil. . p . 5 3 . 
¡-"Incorpora los elementos que subjetivamente son relevantes para la 
sociedad. 
2- Proporciona factores de evaluación para apreciar la calidad y 
compatibilidad de quienes aspiren a introducirse como servidores. 
3- Impide la pérdida de rumbo en vagas abstracciones y se constituyen en 
una guía sustantiva de las características que deben reunir quienes 
desempeñen la administración pública. 
4- Determina criterios sólidos para la selección de personal. 
5- Constituye una aspiración a alcanzar y no una norma a aplicar. 
6- Permite situarse en el deber ser y la realidad. "(17) 
Con lo que buscaremos una persona con los siguientes rasgos 
fundamentales, suministrados por la filosofía de Balmes. 
* Profundo amor a la verdad. 
* Acertada elección de carrera. 
* Afición al trabajo. 
1171 Op.cit . . p. 54. 
* Atención firme, sostenida y acomodada a los objetos y circunstancias 
* Atinado ejercicio de las diversas facultades del alma. 
* Prudencia en el jin y los medios. 
* Conocimiento de las propias fuerzas, sin presunción ni pusilanimidad. 
* Dominio de sí mismo, sujetando las pasiones a la voluntad, y la 
voluntad a la razón y ala moral.({%) 
6.- Deberes Eticos de los Servidores Públicos. 
La deontología jurídica, es la rama del derecho que en virtud de estar 
regida por la ética, estudia los principios deontológicos que constituyen la 
estructura fundamental de la administración publica, propiciando el 
perfeccionamiento del quehacer público, disminuyendo de esta forma el 
abismo entre la ética y la política. 
A continuación transcribimos los deberes éticos de todo servidor 
público que taxativamente describe Teresita Rendón Huerta., el cual deberá: 
* APRENDER a amarse a sí mismo, desarrollando armónicamente sus 
facultades y potencialidades, ya que no puede darse un impulso hacia la 
(18) Op.cit. . p. 56. 
perfección sin este elemento, por eso mas que un deber en estricto 
sentido es una necesidad. 
QUERER su trabajo y no verlo simplemente como una fuente de 
ingresos de poder o de status social. 
CONOCER intregamente sus obligaciones como servidor antes que 
indagar sus derechos. 
COMPRENDER y conocer el organismo al que sirve coadyuvando en el 
cumplimiento de sus cometidos públicos.. 
ESTAR concientizado de la importancia de su trabajo apartir de su 
inserción critica en el proceso administrativo, asumiendo el compromiso 
histórico de transformación. 
TENER sensibilidad, laboriosidad e iniciativa para mejorar la calidad 
del trabajo. 
IMPEDIR que se forme el cerco de debilidad, propio de los que no 
saben triunfar. 
COLOCAR en un plano de superioridad y preeminencia, los intereses 
públicos, por encima de los individuales o de grupos. 
MANTENER en alto el buen animo y la disposición de servir a los 
demás 
CUMPLIR con esmero eficacia, oportunidad y probidad su trabajo 
concreto aún cuando ios demás no lo hagan, o no estén sus superiores 
jerárquicos, controlando, supervisando o exigiendo dicho cumplimiento. 
LLEVAR a cabo las tareas adicionales que le sean encomendadas por 
sus superiores 
APRO VEC'HAR el tiempo en beneficio de la institución a ¡a que sirve y 
no dilapidarlo en trivialidades o en asuntos personales. 
EVITAR que una tarea- por pequeña que parezca- quede inconclusa. 
RECHAZAR los pretextos que impidan o dilaten el cumplimiento de sus 
obligaciones. 
RESPONDER coherentemente y a la brevedad las peticiones verbales o 
escritas que se le formulen 
UTILIZAR racional, honradamente y solo para los fines del Estado, los 
bienes o recursos que tenga para su administración o bajo su custodia. 
CONCENTRAR sus esfuerzos en cumplir sus esfuerzos fundamentales, 
evitándola la dispersión y diversijicación. 
EMITIR con firmeza las ordenes y cerciorarse de que en efecto se 
cumplan. 
RECHAZAR el egoísmo, la adulación el rumor, las dádivas y las 
reacciones viscerales. 
EVITAR que se mezclen sus problemas o inclinaciones personales con 
las situaciones institucionales. 
RESPETAR a los superiores, subordinados, compañeros y público en 
general. 
TENER presente que siempre hay algo nuevo que aprender por ello 
deberá prepararse y capacitarse continuamente. 
DIGNIFICAR su quehacer, estableciendo una necesaria congruencia 
entre lo que postula y lo que hace. 
RELACIONAR sus acciones y decisiones y consecuencias y éstas, con la 
realidad social. 
TRAZAR para sí y en relación con las funciones de su área objetivos 
precisos y cumplirlos. 
GUARDAR reserva y discreción en los asuntos que tenga 
encomendados. 
DECIDIR con ecuanimidad, prudencia, lealtad e imparcialidad. 
EVITAR hacer ostentación del cargo. 
* COMPARTIR sus experiencias y conocimientos. No transmitir los vicios 
o rutinas personales. 
* ('ONSER VAR y en su oportunidad entregar a los servidores nuevos, los 
archivos, documentos y bienes. 
* EVITAR en cada uno de sus actos la perniciosa simulación. 
* DAR continuidad y cumplimiento a los planes y programas 
institucionales a pesar de incompatibilidades ideológicas o personales. 
* RENUNCIAR al empleo, cargo comisión, en función de oportunidad y 
pertinencia respecto al servicio. (19) 
Treinta y tres deberes que al analizarlos con detenimiento 
observamos que, forman un instrumento esencial en la búsqueda y práctica 
de conductas morales. 
Nos damos cuenta que en México contamos con las normas necesarias para 
crear una concientización ética en las actuaciones de los servidores 
públicos, sin embargo consideramos que es indispensable crear una 
infraestructura especial que favorezca la aplicación y vigilancia de los 
mismos. 
19 O p c i t . . p. 76 
En una gran cantidad de países en el mundo entero se regula la conducta 
¿tica con posición y globalización integral a manera de ejemplo citamos la 
que existe en los Estados Unidos de América en la que se obliga a cada Jefe 
de Departamento a que vigile la conducta ética de los empleados que se 
encuentran bajo su dirección; basados en un sistema integral que regula tan 
importante aspecto de la actividad del servidor público, según lo deducimos 
de la Orden 12674 de fecha Abril 12 de 1983, y que a continuación 
describimos: 
"En virtud de la Autoridad que me enviste por la Constitución y las leyes de 
/.- los Estados Unidos de América y con el fin de establecer justos y 
exactos estándares de conducta ética para todos los empleados de la rama 
ejecutiva se ordena por este documento lo siguiente: 
/.- Principios éticos de conducta; 
II- Oficina responsable gubernamental, encargada de regular la conducta 
ética de las autoridades; 
III.- Responsabilidades de las Agencias de Gobierno; 
IV.- Delegaciones de Autoridad; 
V.- Previsiones Generales" (20) 
"Traducción libre. " Principals of Ethical Conduct for Government Off icers and Einplovees" Execut ive 
Order "B> vir tue of the authority invested in me as President by the Consti tut ion and the laws of the 
United Stats of America , and in order to stablish fair and exacting standards of ethical conduct for all 
executive bronch employees, it is hcrebv ordered as follows: Part I Principles of Ethical C o n d u c t . Part II 
Office of Gove rnmen t Ethics Authority. Part III Agency Responsibili t ies. Part IV Delegat ion of 
Authority. Part V General Provisions. George Bush the White House, octobcr 17. 1990 se pude consul tar 
en Internet: htlp://wvvu usoge.gob/exoders/eo 112731.html 
7.- El Servicio Civil de Carrera. 
No quisimos concluir el presente capítulo, sin realizar algunos 
apuntes sobre el presente tema; por considerarlo uno de los pilares más 
importantes de la moralización en la función pública ya que si deseamos 
que los conceptos sobre los valores, que debe de reunir la actividad del 
servidor público, no queden en el mundo utópico concebido por el ilustre 
filósofo Platón, es indispensable propiciar y fomentar la confianza del 
servidor público en su ambiente laboral. Nunca podremos hablar de moral, 
si esta no rige la conducta del Estado en relación al servidor público; en la 
medida que se predique con el ejemplo, y el Estado trate con respeto y 
consideración a la persona del servidor público este podrá corresponder en 
la misma medida. 
El Servicio Civil de Carrera, es un sistema que tiene su origen en las 
Indias Orientales en 1833 en donde la Ley Constitucional proyectó un 
sistema de exámenes de competencia para la selección de los Servicios 
Civiles; el cual proporciona estabilidad, profesionalización, honestidad y 
capacidad de innovación; y su fúndamentación se basa en la equidad y la 
eficiencia. 
El intento más importante que se ha realizado, a fin de crear el 
Servicio Civil de Carrera lo efectúo el Presidente de la Madrid en el período 
de 1982-1988, con la creación de la Coordinación General de 
Modernización de la Administración Pública Federal. Acción que dio 
respuesta a una de sus propuestas más importantes de la plataforma política 
de su compañía electoral, en la cual señaló: "la necesidad de dar prioridad 
al establecimiento de un adecuado servicio civil, que fundamentado con 
equidad y en la eficiencia, proporcione estabilidad, profesionalización, 
honestidad, y capacidad de innovación "(21) 
Sin embargo uno de los grandes problemas de los servidores 
públicos, lo constituye "el arbitrio de los superiores"; los que al no existir 
escalafón, el servidor público estará bajo el imperio de las lealtades 
políticas, las afinidades ideológicas, lo que repercute en el conformismo y 
la mediocridad del servidor público. 
En México, la evolución de la administración pública, nos ha llevado 
paulatinamente a la implantación del servicio civil, en algunas dependencias 
de los órganos de la administración pública estableciéndose en sus leyes 
orgánicas y reglamentos las bases de su implantación, en los cuales rigen 
los principios de igualdad y del mérito como las directrices a seguir para la 
contratación y asensos de los servidores mas capacitados, mejor preparados 
y con una intachable solvencia moral. 
Así mismo para garantizar la radicación de la corrupción es 
trascendental que el régimen de retribuciones sea justo; y en general es 
indispensable que el régimen laboral de los servidores públicos reúna las 
atributos de moralidad que se le exige a su actuación. 
t21) Margari ta Ledezma Rojas. El Servicio Civil de carrera y el Mejoramien to de la Calidad y 
Productividad de la Adminis t ración Pública Federal en México, ante la Global izacion de Mercados. Tesis 
de Postgrado. FACPYA. . UANL. .1995. 
CONCLUSIONES Y PROPUESTAS. 
PRIMERA: Las responsabilidades de los servidores públicos se 
encuentran consagradas en nuestra Constitución en el Titulo Cuarto, " 
De las Responsabilidades de los Servidores Públicos", en donde por 
primera vez en nuestro País, con la reforma realizada a nuestra Carta 
Magna en 1982; claramente son clasificadas en: Responsabilidades 
Penales, Civiles, Políticas, y administrativas. 
SEGUNDA: La Ley reglamentaria del citado Titulo es la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos en la que se 
regulan las responsabilidades políticas y administrativas; las cuales 
tienen su origen en la obligación de salvaguardar la legalidad, honradez, 
lealtad, imparcialidad y eficiencia; valores que deben ser observados en 
el desempeño de su empleo cargo o comisión. 
TERCERA: La Responsabilidad Administrativa, estudiada a 
través de la Historia, se encontraba invariablemente reglamentada 
conjuntamente con la responsabilidad penal; ya que hasta antes de 1982, 
se recapitulaban y reglamentaban los delitos y faltas administrativas en 
el mismo instrumento. 
CUARTA: La nominación de la Ley en comento, indica un mayor 
contenido del que realmente comprende, ya que en ella no se 
reglamentan todas las responsabilidades de los servidores públicos como 
son: la Penal, la Civil y la Laboral; por lo que proponemos un cambio en 
la denominación de la misma, el cual limite claramente su contenido. 
QUINTA: La Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, establece la supletoriedad de los Códigos Penal y de 
Procedimientos Penales, para las cuestiones no previstas en la misma. 
Disposición que ha sido motivo de controversia en su interpretación 
debido a la ubicación del precepto; por lo que proponemos se cambie de 
lugar y se incluya en el Título Primero, Capítulo único de las 
"Disposiciones Generales" 
SEXTA: La Justificación de la supletoriedad Penal, quedo 
demostrada en el presente trabajo, al realizar diversos criterios de 
interpretación del citado precepto., tanto por su interpretación gramatical 
así como la histórica; como también por su contenido y finalidad, es 
decir; la función disciplinaria de la Administración Pública. 
SEPTIMA: Concluimos que, la estructura gubernamental para 
aplicar dichas responsabilidades, no es lo suficientemente adecuada, 
porque además de que la misma constituye a la autoridad jurisdiccional 
en juez y parte, nos encontramos con un aparato de carácter meramente 
administrativista, físcalizador de la actividad del servidor publico, a 
través de resultados meramente económicos efectuados con personal que 
posee una preparación técnica y vocación administrativa, debido a su 
formación de contralores 
OCTAVA: Por todo lo anterior proponemos que se creen 
Tribunales Especiales que t engan por objeto y finalidad juzgar el 
quehacer administrativo, desde u n punto de valoración ética, tal y como 
lo señala nuestra Constitución, en donde se reciban las denuncias 
realizadas por las autoridades de control que actualmente existen, pero 
que deben dejar de ser jueces, p a r a convertirse solo en parte acusadora, 
y, donde por supuesto s e aplique una ley reformada de 
responsabilidades, con el fin de adecuarla a un nuevo proceso. 
NOVENA: De la Renovación Moral, se ha hablado desde el 
comienzo de nuestra República; cuando inicié el presente trabajo, el 
tema del mismo era de mucha actualidad, durante el transcurso de su 
elaboración aproximadamente un año y medio, escuché multitud de 
informes y opiniones oficiales al respecto, hoy por la mañana 
mencionararon en las noticias, de la necesidad de erradicar la corrupción 
por lo que estoy convencida, q u e la presente es una labor titánica, tarea 
de todos. Por lo que los principios que rigen en nuestra Constitución de 
Legalidad, Honradez, Lealtad, Imparcialidad y Eficiencia debemos 
hacerlos nuestros, de cada ciudadano; para que en un futuro no muy 
lejano, la corrupción y esta tesis, no sean tema de actualidad. 
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